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voy a desarrollar no estuviere a la altura del prestigio de esta 
Academia. Les aseguro en mi descargo que no he regateado el 
esfuerzo.



13

  I. PRESENTACIÓN GENERAL

Esta memoria para ingresar en la Real Academia Europea de 
Doctores se centra en como la defensa de los valores y, en parti-
cular, del Estado de Derecho en la Unión Europea (en adelante 
UE) presenta características específicas propias. Existiendo una 
amplia literatura científica y desarrollos jurisprudenciales e ins-
titucionales que muestran la evolución que este concepto ha 
tenido a lo largo de la historia de la integración europea.

En estos momentos la defensa de los valores del artículo 2 del 
Tratado de la Unión Europea (en adelante TUE) se han con-
vertido en un elemento central a través del cual se pueden iden-
tificar las grandes líneas de tensión en el proceso de construc-
ción europea desde el punto de vista político, institucional, 
jurídico y económico.

Desde el punto de vista político porque tras este concepto es 
fácil descubrir como la Europa actual ha entrado en un terreno 
impensable para los padres fundadores, en el cual la contamina-
ción de las llamadas “democracias iliberales” ha hecho emerger 
fenómenos de ataques al Estado de Derecho, principalmente en 
lo que se refiere a la independencia del poder judicial o a los ata-
ques a la libertad de prensa y, en general, a tensiones en las que 
diferentes poderes ejecutivos reinterpretan la clásica división de 
poderes de Montesquieu, intentando ocupar y controlar institu-
ciones del Estado, así como a la sociedad civil organizada.

Frente a esta situación, la UE ha reaccionado como mejor sa-
ben hacer las instituciones europeas, con un complejo y barro-
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co entramado que, en esta área tiene su propio nombre ins-
trumental: “la caja de herramientas” de la UE para defender el 
Estado de Derecho, pero sin querer abordar las consecuencias 
que las violaciones al Estado de Derecho puedan presentar, con 
el único instrumento de naturaleza “constitucional” y vincu-
lante del que se dispone en los Tratados. Me refiero al artículo 
7 del TUE y a su mecanismo específico de sanciones; pero cuya 
activación se ha demostrado hasta ahora imposible, más allá de 
posibles vetos cruzados, siguiendo el viejo aforismo “bombero 
no pisa manguera a bombero”

Además, la UE se ha visto obligada a reforzar preventivamen-
te las condiciones que los países candidatos deben reunir en 
términos de respeto a los valores del artículo 2 TUE durante 
las negociaciones de adhesión, conscientes de que el ámbito 
material y temporal del artículo 49 TUE decae en el momento 
de la adhesión. Como se atribuye al legendario primer ministro 
Giulio Andreotti, el mensaje detrás de las obligaciones jurídicas 
aceptadas en el momento de la adhesión es “acepta las condi-
ciones y cuando entres en la Unión defiende el interés nacional 
mediante el veto”

Ante ello, la garantía “del respeto del Derecho en la interpre-
tación y aplicación de los Tratados” recae en lo que se refiere al 
respeto al Estado de Derecho en los hombros del Tribunal de 
Justicia de la Unión Europea (en adelante TJUE). Es cierto que 
el Tribunal ha desarrollado, ante las lagunas institucionales y 
políticas, una valiosísima jurisprudencia utilizando de manera 
casi “teleológica” el mandato del artículo 19 TUE, por la vía 
de los procedimientos de infracción o por la de las cuestiones 
prejudiciales, permitiendo así poner una barrera a las desvia-
ciones en ciertos Estados miembros, Polonia y Hungría prin-
cipalmente. Sin embargo, esta vía tiene límites: tanto los de 
limitarse a las consecuencias sobre las competencias atribuidas 
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a la Unión de infracciones nacionales al Estado de Derecho (de 
ahí la insistencia en las exigencias del Mercado Interior en tér-
minos de seguridad jurídica), como por su alcance limitado de 
“cosa juzgada” a las partes de un asunto concreto llevado ante 
el Tribunal.

Finalmente, y en este trabajo se pretende destacar, la UE ha 
decidido abordar los ataques al Estado de Derecho desde el án-
gulo de sus consecuencias financieras. Se atribuye a Napoleón 
la expresión “la economía es el nervio de la guerra”. Y en ello 
se centran las medidas más potentes que se han desarrollado 
hasta ahora desde la Unión para defenderse de los ataques al 
estado de Derecho. En este sentido la adopción del llamado 
mecanismo de condicionalidad presupuestaria en diciembre de 
2020 ha supuesto un “antes y un después” en cuanto a las ca-
pacidades de acción de la Unión para sancionar las violaciones 
nacionales al Estado de Derecho con un procedimiento detalla-
do y muy gravoso para el Estado infractor.

Cierto es que, formalmente hablando y para evitar una con-
testación a su legalidad, este mecanismo está concebido como 
garantía de los intereses financieros de la Unión y no, especí-
ficamente, como protección del Estado de Derecho; pero ha 
abierto la vía para sancionar a Estados en los cuales la inde-
pendencia del funcionamiento de la justicia, la no existencia 
de mecanismos adecuados anti corrupción o una inadecuada 
separación entre los poderes y competencias de los órganos de 
un Estado, no garantizan ni la seguridad jurídica, ni la ade-
cuada utilización de los fondos financieros de la Unión. Y este 
mecanismo se ha utilizado por primera vez en diciembre de 
2022 frente a Hungría.

Además, con un carácter más horizontal, esta vía se ha abier-
to con el Next Generation EU, cuando a través del procedi-
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miento fijado en el Reglamento de febrero de 2021 creando el 
Mecanismo de Recuperación y Resiliencia para gestionar los 
750.000 millones de € del Plan Next Generation EU, se per-
mite a la Comisión congelar los desembolsos de fondos previs-
tos en cada uno de los Planes Nacionales adoptados, si existen 
violaciones al Estado de Derecho. En concreto esto es lo que se 
decidió en junio de 2022 con respecto a Polonia hasta que se 
reformara el régimen disciplinario aplicable a los jueces polacos 
y con respecto al cual el TJUE había condenado a Polonia; y 
en diciembre de ese mismo año en el caso de Hungría, a quien 
se le exigieron una serie global de reformas institucionales clave 
para reforzar el Estado de Derecho.

Responder a estos desafíos, analizando sus límites y explorando 
vías para mantener las exigencias del artículo 2 del TUE como 
“principios metaconstitucionales”, serán el objeto de este traba-
jo dividido en cuatro partes:

•  �¿Qué se debe entender como Estado de Derecho propio de 
la Unión Europea?

•  �¿Como se ha ido construyendo de manera reactiva una “caja 
de herramientas propia de la Unión Europea?

•  �Los principales resultados tangibles más allá de los mecanis-
mos políticos

•  �¿Cuáles son las principales vías de futuro?
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  II. �ACERCA DE LA NOCIÓN DEL ESTADO 
DE DERECHO EN LA UE. CUESTIONES 
PRELIMINARES

El Estado de Derecho es una salvaguardia esencial para el buen 
funcionamiento de nuestras democracias, para la protección de los 
derechos individuales y, por tanto, para la vitalidad y la prosperi-
dad de nuestras sociedades y economías. El Estado de Derecho, la 
democracia y los derechos fundamentales son la base de la labor 
que la Unión Europea desarrolla para fomentar la paz, la pros-
peridad, la competitividad, la cohesión social y la estabilidad en 
todo el continente y en el resto del mundo. Estos valores, que son 
comunes a los Estados miembros, se ven a menudo sometidos a pre-
sión, y la resiliencia de las sociedades e instituciones democráticas 
se ve puesta a prueba constantemente. En una época de grandes 
cambios —como la crisis de la COVID-19, la guerra de agresión 
rusa contra Ucrania o la doble transición ecológica y digital—, los 
valores de la UE son más importantes que nunca para la confianza 
de los ciudadanos

Esta afirmación, con la que comienza el quinto informe anual 
de la Comisión Europea de 2024 sobre el Estado de Derecho 
en la Unión Europea1, resume perfectamente el papel central 
que el respeto a los valores del artículo 2 del TUE juega en el 
tablero político, jurídico y económico de la UE. Y esta percep-
ción no es teórica, ha calado en la ciudadanía europea, para la 
cual los instrumentos de los que dispone la Unión para garan-
tizar el respeto de los valores del artículo 2 TUE y, en particular 

1COM(2024) 800 final de 24.07.2024
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del estado de Derecho, ayudan proactivamente al respeto de 
estos valores dentro de cada Estado. Según Eurobarómetro, el 
89% de los ciudadanos consideran que respetar los valores co-
munes en la Unión es muy importante, y el 72% consideran 
que la Unión Europea juega un papel importante para defender 
su propio Estado de Derecho a nivel nacional2.

9 

II. Acerca de la noción del Estado de Derecho en la UE. Cuestiones
preliminares

El Estado de Derecho es una salvaguardia esencial para el buen funcionamiento de nuestras 
democracias, para la protección de los derechos individuales y, por tanto, para la vitalidad 
y la prosperidad de nuestras sociedades y economías. El Estado de Derecho, la democracia 
y los derechos fundamentales son la base de la labor que la Unión Europea desarrolla para 
fomentar la paz, la prosperidad, la competitividad, la cohesión social y la estabilidad en 
todo el continente y en el resto del mundo. Estos valores, que son comunes a los Estados 
miembros, se ven a menudo sometidos a presión, y la resiliencia de las sociedades e 
instituciones democráticas se ve puesta a prueba constantemente. En una época de grandes 
cambios —como la crisis de la COVID-19, la guerra de agresión rusa contra Ucrania o la 
doble transición ecológica y digital—, los valores de la UE son más importantes que nunca 
para la confianza de los ciudadanos
Esta afirmación, con la que comienza el quinto informe anual de la Comisión Europea de 
2024 sobre el Estado de Derecho en la Unión Europea1,  resume perfectamente el papel 
central que el respeto a los valores del artículo 2 del TUE juega en el tablero político, jurídico

y económico de la UE. Y esta percepción no es teórica, ha calado en la ciudadanía europea,
para la cual los instrumentos de los que dispone la Unión para garantizar el respeto de los 
valores del artículo 2 TUE y, en particular del estado de Derecho, ayudan proactivamente al 
respeto de estos valores dentro de cada Estado. Según Eurobarómetro, el 89% de los 

1 COM(2024) 800 final de 24.07.2024

Y esta percepción no es “flor de un día”. Garantizar la protec-
ción de los valores de la UE es una de las medidas que los ciu-
dadanos, en el marco de las discusiones de la Conferencia sobre 
el Futuro de Europa afirmaron esperar de la UE3

A la simple lectura del artículo 2 TUE4, parece incuestionable 
que los valores recogidos en el mismo son principios generales 

2 Special Eurobarometer 553, Rule of Law, Julio 2024
3 Conferencia sobre el Futuro de Europa: Informe sobre el resultado final de mayo de 2022. 

Unión Europea, Bruselas, medida 1, p. 81.
4 La Unión se fundamenta en los valores de respeto de la dignidad humana, libertad, 
democracia, igualdad,
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del Derecho de la UE con un valor metaconstitucional y que 
moldean el marco normativo de la UE5.

La cuestión que debe esclarecerse desde el principio es si existe 
un significado y unas características propias de la noción de Esta-
do de Derecho al nivel de la UE, pues la primera línea de defensa 
de los países sometidos a escrutinio de las instituciones europeas 
por su no respeto al Estado de Derecho, ha sido la de clamar que 
esta es una noción de Derecho Constitucional interno y que, 
por lo tanto, la UE crece de competencias para dicho escrutinio, 
pues el artículo 2 TUE no puede considerarse una base jurídica 
invocable como tal ante el Tribunal de Justicia de la UE6.

Ha sido el propio TJUE quien de manera rotunda, en los casos 
C-156/21 y 157/21 en los recursos de anulación del Regla-
mento de condicionalidad presupuestaria de la UE de 2020 
introducidos por Hungría y Polonia, y que se examinarán con 
detalle en el punto 3.5.3 de este trabajo, ha afirmado que: “el 
artículo 2 del TUE no constituye una mera enunciación de orien-
taciones o de intenciones de naturaleza política, sino que contie-
ne valores que (…) forman parte de la propia identidad de la 
Unión Europea como ordenamiento jurídico común, valores que 
se concretan en principios que comportan obligaciones jurídica-
mente vinculantes para los Estados miembros (…) el respeto de 

5 Esta consideración del valor jurídico de los valores en el sentido de constituir principios 
generales por encima del derecho derivado es aceptada por la doctrina y se está desarro-
llando en la práctica a través de la labor del Tribunal de Justicia de la UE. Véase en espa-
ñol en MANGAS MARTÍN, Araceli y LIÑÄN NOGUERAS, Diego Javier:” Institucio-
nes y Derecho de la Unión Europea”, ed. Tecnos 2020, p. 51. También en ROSAS, Allan 
y AMATI, Lorna: “EU Constitutional Law. An Introduction”, ed. Hart, 2018, p. 38.

6 Argumentación explícita defendida por los gobiernos de Hungría y Polonia. Véase PA-
LOMBINO, Fulvio Maria y LAMPO, Giuliana: “The rule of law as a principle of the 
European Union: a concept in search of its definition”, en HINOJOSA MARTÍNEZ, 
Luis M. y PÉREZ BERNÁRDEZ, Carmela: “Enhancing the Rule of Law in the Euro-
pean Union’s external action”, ed. Elgar 2023, p. 2.
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los principios del Estado de Derecho constituye una obligación de 
resultado para los Estados miembros que deriva directamente de su 
pertenencia a la Unión Europea”7

Es cierto que la noción de Estado de Derecho no tiene un sig-
nificado unívoco, más allá de su valor declarativo aceptado por 
la Comunidad Internacional desde su inclusión en el Preámbu-
lo de la Declaración Universal de Derechos del Hombre de 10 
de diciembre de 1948: “Considerando esencial que los derechos 
del hombre sean protegidos por un régimen de derecho (rule of law 
en la versión inglesa), a fin de que el hombre no se vea compelido

Estado de Derecho y respeto de los derechos humanos, inclui-
dos los derechos de las personas pertenecientes a minorías. Es-
tos valores son comunes a los Estados miembros en una socie-
dad caracterizada por el pluralismo, la no discriminación, la 
tolerancia, la justicia, la solidaridad y la igualdad entre mujeres 
y hombre al supremo recurso de la rebelión contra la tiranía y la 
opresión” 8y desarrollado más específicamente el marco de las 
Naciones Unidas en 2013.9

A la vez, el concepto de Estado de Derecho es un concepto de 
validez universal, tal y como reconocieron en 2005 todos los 
Estados miembros de las Naciones Unidas en la Cumbre Mun-
dial, bajo el epígrafe “Democracia, derechos humanos e impe-
rio de la ley” y, a escala europea, disponemos de un completo 
“inventario” sobre este concepto y sus elementos comunes con 
validez generalizada, elaborado por la Comisión de Venecia en 
201610. Y, en cuanto a la UE, aplica este concepto en sus acuer-

7 Apartados 264 231 del C-156/21, y 232 y 169 del C-157/21
8 Resolución 217A, considerando tercero
9 Resolución A/RES/68/116: “El Estado de Derecho en los planos nacional e internacional”
10 Ambas referencias se encuentran en el documento de la COMISIÓN de VENECIA: “Ve-
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dos de asociación y cooperación con terceros estados, en tanto 
compromiso mutuo en pro de los principios democráticos, los 
derechos humanos y el Estado de Derecho, compromiso que 
se traduce en el fomento de estos principios en los foros mul-
tilaterales y en la coordinación mutua para hacer avanzar estos 
principios en las relaciones internacionales.11

Y ello es así porque el respeto al concepto de Estado de Dere-
cho se ha plasmado históricamente en los Estados Nación de 
manera no unívoca y con características propias, siguiendo dos 
tradiciones diferentes y con terminología propia: la germánica y 
la anglosajona.

Para la escuela alemana, el concepto de “Rechtsstaat”, cuya pa-
ternidad intelectual se encuentra en Kant, se concibe como una 
respuesta al Estado absoluto y por ello se define a través de dos 
grandes elementos: la protección de los derechos fundamenta-
les (los derechos públicos subjetivos) y la separación de poderes 
que lleva al principio de legalidad (el poder ejecutivo y el poder 
judicial tiene que cumplir y hacer cumplir las normas emanadas 
del legislativo). Para la escuela anglosajona el núcleo duro de la 
noción de “Rule of Law” deriva de la noción que la soberanía re-
side en el Parlamento y su supremacía sobre el ejecutivo, incum-
biendo a los tribunales garantizar esto a través de sus decisiones.

El concepto de Estado de Derecho puede estar más basado 
en un sistema de reglas codificado, o en la construcción juris-

nice Commission of the Council of Europe. The Rule of Law check list”, Strasbourg 2016.
11 Véase como ejemplo el artículo 6 del acuerdo de asociación sobre relaciones y coope-

ración entre la UE y sus Estados Miembros, por una parte, y Nueva Zelanda, por otra, 
concluido el 5 de octubre de 2016 y entrado en vigor el 21 de julio de 2022 (BOE del 
27 de julio de 2022, p. 107414). Para un mayor desarrollo, LIÑÁN NOGUERAS, 
Diego J.: La internacionalización del estado de derecho y la Unión Europea: una traslación 
categorial imperfecta en Diego LIÑÁN NOGUERAS y Pablo. MARTÍN RODRÍGUEZ 
(directores). Estado de Derecho y Unión Europea, Madrid 2018, p. 39.
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prudencial, pero ambos comparten una concepción filosófica 
y política similares, dirigidas a proteger valores compartidos, 
más allá de las propias concepciones y tradiciones del Estado 
nación: “Under this perspective, the rule of law is a normative and 
institutional structure of the European modern state, within which 
the legal system is entrusted with the task of protecting individual 
rights, by constraining the inclination of political power to expand, 
to act arbitrarily and to abuse its prerogatives”12.

Resulta evidente que el Estado de Derecho encuentra al ni-
vel de la UE una identidad propia común a todos los Estados 
miembros, basada en tres ideas fundamentales: el principio de 
legalidad; la tutela judicial efectiva; y las garantías propias 
de la seguridad jurídica. Este concepto aparece por primera 
vez en la jurisprudencia del Tribunal de Justicia de la UE, antes 
de su plasmación en el artículo 2 TUE, en su sentencia en el 
caso “Los Verdes” del 23 de abril de 1986, afirmando que las 
Comunidades Europeas son “Una Comunidad basada en el Es-
tado de Derecho”13, aunque en dicha sentencia el Tribunal no 
explica ni el origen ni el significado de la noción de Estado de 
Derecho a nivel de la Unión. Sin duda debido a las diferencias 
entre la noción de Estado de Derecho en las Constituciones de 
los Estados miembros de la UE.

Sin embargo, de ello no se puede deducir que exista una estric-
ta separación entre las definiciones internas y la de la UE sobre 
el Estado de Derecho, con ámbitos competenciales separados e, 

12 ZOLO, Danilo: “The Rule of Law: A Critical Reappraisal”, en COSTA, Pietro y ZOLO, 
Danilo (eds): “The Rule of Law. History, Theory and Criticism”. Springer 2017, p. 19. 
También PÉREZ BERNÁRDEZ, Carmela: La Unión Europea frente a la erosión del Es-
tado de Derecho: las respuestas jurídico-políticas al caso Polaco. Revista General de Derecho 
Europeo 40 (2016), especialmente pp. 51 y ss.

13 C-294/83 Parti écologiste “Les Verts” v. Parlement Européen. Recueil 1986, p. 339, 
apartado 23
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incluso estancos14. Frente a la pretensión de los gobiernos Polaco 
y Húngaro en este sentido y antes de que la evolución jurispru-
dencial de los últimos 10 años haya declarado inadmisible di-
cho tipo de pretensiones, es evidente que existe entre los Estados 
miembros de la UE un consenso sobre la noción de Estado de 
Derecho, que permite construir a escala europea una serie de 
principios comunes basados en los existentes a escala doméstica.

Pero ello no significa que la aplicación del Estado de Derecho 
en la UE tenga que hacerse en estricta conformidad con las 
experiencias nacionales, puesto que su ámbito de aplicación es 
más amplio y refleja la naturaleza “constitucional” propia de la 
UE. Dicho de otro modo, la noción de Estado de Derecho de 
la UE se inspira en los principios e interpretaciones comunes 
de los Estados miembros, pero tiene un sentido propio europeo 
que las instituciones pueden y deben ir construyendo; consti-
tuye un principio autónomo del Derecho de la UE15, debiendo 
entenderse como subprincipios que organizan a nivel europeo 
las relaciones entre una sociedad y sus instituciones de gobier-
no, que obligan a los poderes públicos a actuar en el marco de 
la ley y someten sus actuaciones a un control judicial efectivo16.

En definitiva, la defensa colectiva del estado de Derecho en 
la UE forma parte de la agenda central de la UE y es crucial 
para ciudadanos y empresas, comprometiendo a todos los po-
deres públicos a adaptar sus actuaciones al imperio de la ley, 
y a los individuos obtener una tutela judicial efectiva ejercida 

14 KOCHENOV, Dimitry: “The EU Rule of Law: cutting paths through confusion”. Eras-
mus Law Review 2009, p. 14.

15 PECH, Laurent: “The Rule of Law as a Well-Established and Well-Defined Principle of 
EU Law”. Hague Journal on the Rule of Law 2022. P. 107

16 ERLBACHER, Friedrich y HERRMANN, Katarzyna: “Valores fundamentales de la Unión 
Europea: de los principios a las obligaciones jurídicas”; en la obra colectiva “70 años de Dere-
cho de la Unión Europea”, Oficina de publicaciones de la Unión Europea 2023. p. 46
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por tribunales imparciales e independientes con respecto a sus 
derechos e intereses legítimos, para lo que las normas y actos 
jurídicos deben acomodarse a los requisitos de generalidad, 
previsibilidad e interdicción de la arbitrariedad17;

Además, tras una larga evolución, hoy la UE dispone de una 
definición jurídica del concepto de Estado de Derecho propio 
de la UE, plasmada en el llamado Mecanismo de condicionali-
dad presupuestaria del Reglamento 2020/2092, cuyo artículo 
2.a lo define como el que “comprende los principios de legalidad, 
que implica un proceso legislativo transparente, democrático, plu-
ralista y sujeto a rendición de cuentas; de seguridad jurídica; de 
prohibición de la arbitrariedad del poder ejecutivo; de tutela judi-
cial efectiva, que incluye el acceso a la justicia, por parte de órganos 
jurisdiccionales independientes e imparciales, también en lo que 
respecta a los derechos fundamentales; de separación de poderes, y 
de no discriminación e igualdad ante la ley”18.

El Estado de Derecho en la UE es nuestra forma específica de 
lucha por el Derecho, parafraseando a Von Ihering, en un mo-
mento en el que la democracia y sus valores se ven sometidos a 
procesos de erosión fruto de nacionalismos y populismos que 
encuentran un creciente respaldo electoral. Ante esta situación 
no podemos renunciar al derecho en favor de la paz (esto es, del 
consenso de lo políticamente correcto), porque es “contraria a 
la esencia misma del derecho; si (…) llegase a prevalecer se des-
truiría el derecho mismo, porque predica la fuga ante la injusti-
cia, mientras que el derecho sólo existe luchando contra ésta”19.

17 MARTÍN RODRÍGUEZ, Pablo: “El Estado de Derecho en la Unión Europea”, ed. 
Marcial Pons, Madrid 2021, p. 25

18 Reglamento 2020/2092 del Parlamento Europeo y del Consejo de 16 de diciembre 
sobre un régimen general de condicionalidad para la protección del presupuesto de la 
Unión (DOUE L 433I de 22.12.2020, p. 1.

19 VON IHERING, Rudolf: “La lucha por el derecho”, ed. Olejnik, Buenos Aires 2018, p. 24
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 III. �LA CONSTRUCCIÓN PROGRESIVA  
DE UNA “CAJA DE HERRAMIENTAS” 
DE LA UE PARA PROTEGER EL  
ESTADO DE DERECHO  
(CON LA IGLESIA HEMOS TOPADO, 
AMIGO SANCHO)

3.1 �¿Cómo se ha ido construyendo nuestro acervo en la ma-
teria?

La referencia a los valores de democracia, respeto derechos fun-
damentales y prevalencia del Estado de Derecho forman parte 
del ADN propio de la construcción europea y han ido acom-
pasando todos los avances en la construcción política de la UE, 
como muestran jalones tan importantes como la Cumbre de La 
Haya de 1969 o la Declaración solemne de Stuttgart de 198320. 
Sin embargo, hubo que esperar a 1993, con la entrada en vi-
gor del Tratado de Maastricht, para que esto se plasmara en el 
actual artículo 2, justo cuando nace la Unión Europea con vo-
cación explícitamente política, haciendo además de su respeto 
una “conditio sine qua non” explícita para poder convertirse en 
miembro de la UE, tal y como aparece en el actual artículo 49 
párrafo primero del TUE. con los cambios en él introducidos 
en 1999 con la entrada en vigor del Tratado de Ámsterdam, y 
reforzados en el Tratado de Lisboa21.

20 Para seguir este recorrido sobre esta aspiración hacia la Unión Política Europea, sigue 
siendo fundamental, TRUYOL Y SERRA, Antonio: “La integración europea”, ed. Tec-
nos, Madrid 2000

21 ARTÍCULO 49 TUE:
	 Cualquier Estado europeo que respete los valores mencionados en el artículo 2 y se com-
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La intención de los redactores del Tratado de Maastricht fue 
la de tener una “Carta Magna” de los valores comunes a todos 
los Estados y a la propia UE, con fines programáticos, más que 
como una serie de principios que necesitaran una protección 
específica y reglada dentro del club de democracias más avan-
zadas a escala global22. Aunque (con la iglesia hemos topado…), 
en el mismo año 1993, el Consejo Europeo decidió en junio, 
en su reunión en Copenhague, conscientes de la necesidad de 
efectuar un “screening” en profundidad de como cumplían con 
dichos valores los países de Europa Central y Oriental recién 
incorporados a la familia europea tras la caída del muro de Ber-
lín y declarados candidatos a la adhesión a la UE, incorporar 
como exigencia para poder adherir a la UE los llamados desde 
entonces criterios de Copenhague23 , con respecto a los cuales 
el Tratado de Ámsterdam “constitucionalizó” en 1999 la exi-
gencia para los candidatos de “respetar y promover los valores 
del artículo 2”.

Con el establecimiento “declarativo” de la exigencia para todos 

prometa a promoverlos podrá solicitar el ingreso como miembro en la Unión. Se informará 
de esta solicitud al Parlamento Europeo y a los Parlamentos nacionales. El Estado solicitante 
dirigirá su solicitud al Consejo, que se pronunciará por unanimidad después de haber consul-
tado a la Comisión y previa aprobación del Parlamento Europeo, el cual se pronunciará por 
mayoría de los miembros que lo componen. Se tendrán en cuenta los criterios de elegibi-
lidad acordados por el Consejo Europeo.

22 VON BOGDANDY. Armin y IOANNIDIS, Michael: “La deficiencia sistémica en el 
Estado de derecho, qué es, qué se ha hecho y qué se puede hacer”, en Revista de Estudios 
Políticos 165 (2014), p. 19.

23 “la existencia de instituciones estables que garanticen la democracia, el Estado de dere-
cho, el respeto de los derechos humanos y el respeto y la protección de las minorías (1); 
la existencia de una economía de mercado en funcionamiento y la capacidad de hacer 
frente a la presión competitiva y las fuerzas del mercado dentro de la UE (2); y la capa-
cidad para asumir las obligaciones que se derivan de la adhesión, incluida la capacidad 
para poner en práctica de manera eficaz las normas, estándares y políticas que forman el 
«acervo comunitario», y aceptar los objetivos de la unión política, económica y mone-
taria (3)”. Un desarrollo en RICHES, Christopher and PAMOWSKI, Jan: Copenhagen 
criteria. https://www.oxfordreference.com/view
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los Estados de las UE de respetar los valores de la democracia, 
del estado de derecho y del respeto a los derechos humanos por 
un lado, y con el mecanismo de “condicionalidad preadhesión” 
del respeto a los mismos, por otro, y que supuso un gran in-
centivo para las transiciones democráticas en los países candi-
datos24, parecía que “el fin de la historia” predicado por Francis 
Fukuyama25 se instalaba en una Europa unificada modelo de 
democracia liberal supranacional.

Sin embargo, la realidad empezó pronto a demostrar que de-
bería existir un mecanismo vinculante más allá de los grandes 
principios declarativos en una Unión que comenzaba a adivi-
narse mucho más compleja y menos homogénea, el cual permi-
tiera sancionar casos en los que los valores del artículo 2 TUE 
pudieran ponerse en riesgo e incluso infringirse por un Estado 
miembro de pleno derecho del club.

Este fue el origen del artículo 7 del TUE, introducido en dos 
fases. Primero en 1997 en el Tratado de Ámsterdam, cuando se 
estableció un mecanismo de sanciones en caso de “constatación 
de la existencia de una violación grave y persistente por parte de 
un Estado miembro de los valores contemplados en el artículo 2”; 
y, en segundo lugar, con el añadido operado en el Tratado de 
Niza en el año 2001 de añadir el actual apartado 1 del artículo 
7 con una clara vocación de cortar la deriva hacia una violación 
del artículo 2, pues consiste en la constatación de “la existencia 
de un riesgo claro de violación…”26.

24 Para un estudio más detallado, véase BECERRIL ATIENZA, Belén: “Las instituciones 
europeas ante la crisis del Estado de Derecho en Hungría y Polonia”, en Historia y Polí-
tica 44 (2020), p. 113

25 FUKUYAMA, Francis: “El fin de la Historia y el último hombre”. Ed. Planeta, Barce-
lona 1992.

26 ARTÍCULO 7 TUE:
1.	A propuesta motivada de un tercio de los Estados miembros, del Parlamento Europeo o de la 

Comisión, el Consejo, por mayoría de cuatro quintos de sus miembros y previa aprobación del 
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Esta arquitectura del artículo 7 en dos fases se debió a que 
en el Tratado de Ámsterdam se introdujo un procedimiento 
sancionador como una especie de arsenal nuclear que nunca 
llegaría a utilizarse, más que con carácter disuasivo. Estaba 
pensado sobre todo para los nuevos Estados de Europa Cen-
tral y Oriental con un pasado basado en violaciones sistémicas 
de los derechos humanos por los poderes públicos y con unas 
estructuras democráticas y estatales frágiles, más proclives por 
tanto a un proceso de involución democrática, y como una 
especie de vigilancia de conformidad con las obligaciones del 
artículo 49 TUE necesarias para poder culminar con el ingre-
so en la UE27.

Parlamento Europeo, podrá constatar la existencia de un riesgo claro de violación grave por 
parte de un Estado miembro de los valores contemplados en el artículo 2. Antes de proceder a 
esta constatación, el Consejo oirá al Estado miembro de que se trate y por el mismo procedi-
miento podrá dirigirle recomendaciones.

El Consejo comprobará de manera periódica si los motivos que han llevado a tal constata-
ción siguen siendo válidos.

2.	El Consejo Europeo, por unanimidad y a propuesta de un tercio de los Estados miembros o 
de la Comisión y previa aprobación del Parlamento Europeo, podrá constatar la existencia de 
una violación grave y persistente por parte de un Estado miembro de los valores contemplados 
en el artículo 2 tras invitar al Estado miembro de que se trate a que presente sus observaciones.

3.	Cuando se haya efectuado la constatación contemplada en el apartado 2, el Consejo podrá 
decidir, por mayoría cualificada, que se suspendan determinados derechos derivados de la 
aplicación de los Tratados al Estado miembro de que se trate, incluidos los derechos de voto del 
representante del Gobierno de dicho Estado miembro en el Consejo. Al proceder a dicha sus-
pensión, el Consejo tendrá en cuenta las posibles consecuencias de la misma para los derechos 
y obligaciones de las personas físicas y jurídicas.

Las obligaciones del Estado miembro de que se trate derivadas de los Tratados continuarán, 
en cualquier caso, siendo vinculantes para dicho Estado.

4.	El Consejo podrá decidir posteriormente, por mayoría cualificada, la modificación o revoca-
ción de las medidas adoptadas de conformidad con el apartado 3 como respuesta a cambios en 
la situación que motivó su imposición.

5.	Las modalidades de voto que, a los efectos del presente artículo, serán de aplicación para el 
Parlamento Europeo, el Consejo Europeo y el Consejo se establecen en el artículo 354 del 
Tratado de Funcionamiento de la Unión Europea.

27 BECERRIL ATIENZA, Belén: Ibidem, pp. 119-122.
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Sin embargo, la constitución a finales de 1999 de un gobierno 
de coalición en Austria con participación del partido de extre-
ma derecha y populista FPÖ, puso sobre la mesa que una deri-
va populista “iliberal”, no era simplemente un ejercicio teórico 
o de democracias frágiles, sino que podría llegar a ocurrir en 
cualquier Estado, y ante el cual el mecanismo sancionador con-
cebido en Ámsterdam no aportaba una solución, pues no había 
una violación “grave y persistente”, sino un riesgo “claro”.

Ante la imposibilidad de utilizar el procedimiento del artí-
culo 7 TUE, los 14 Estados miembros socios de Austria en 
ese momento en la UE impusieron, siguiendo los cauces del 
Derecho Internacional Público, sanciones de naturaleza di-
plomática contra Austria en el año 2000, a la vez que, para 
no cortar todos los puentes con Austria, encargo un informe 
conocido como el Informe de los tres sabios28 , que permitió, 
tras los compromisos del gobierno austriaco levantar las san-
ciones impuestas.

Ello llevó a que los redactores del Tratado de Niza consideraron 
esencial crear un mecanismo preventivo no sujeto al cerrojo 
de la unanimidad, que cortara una deriva hacia una violación, 
pensando que en sí sería suficiente y que aparece en el artículo 
7.1 actual del TUE.

En el cuadro siguiente aparece descrita la arquitectura del fun-
cionamiento de este artículo en la práctica29.

28 ATHISAARI, Martti, FROWEIN, Jochen y OREJA AGUIRRE, Marcelino: “ Informe 
sobre el compromiso del Gobierno austríaco con los valores comunes europeos y la evo-
lución de la naturaleza política del FPÖ”. Puede consultarse en la versión en español en 
Revista de Derecho Comunitario Europeo nº 8 (2000), p. 775

29 https://ec.europa.eu/info/sites/default/files/116_1_194503_rol_toolbox_factsheet_en.p. 7
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Y, efectivamente, durante la primera década del siglo XXI pareció que esta “disuasión 
nuclear” fuera suficiente. Sin embargo, como en el cuento de Augusto Monterroso, “el 
dinosaurio seguía allí”. Y la crisis financiera del año 2008 trajo como consecuencia una 
vuelta en parte de las opiniones públicas al nacionalismo y a lo identitario frente al 
cosmopolitismo global; así como a una percepción de una mayor brecha social en términos 
de desigualdad, perceptible en una gran mayoría de Estados europeos30. 

 
30  KRZYWON, Adam: “El liberalismo constitucional ha llegado para quedarse: las experiencias 
centroeuropeas”, en Revista de Derecho Político (113), 2022, p. 165 
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bal; así como a una percepción de una mayor brecha social en 
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términos de desigualdad, perceptible en una gran mayoría de 
Estados europeos30.

Y esta tendencia, que se ha exacerbado con la emergencia dentro 
de Europea de regímenes que se pueden definir como “demo-
cracias iliberales” o “regímenes nacional populistas”, caracteri-
zados por: su nativismo, según el cual el Estado debe velar por 
la homogeneidad nacional y sus valores propios (1); su autori-
tarismo expresado en líderes fuertes y carismáticos encargados 
de mantener el orden social (2); y por su populismo, dividien-
do a la sociedad entre el buen pueblo y las élites cosmopolitas 
(3)31, ha llevado, principalmente en el caso de los gobiernos 
de Fidesz en Hungría (2011), y de Ley y Justicia en Polonia 
(2015), a hacerse fuertes en las instituciones, principalmente 
alterando los equilibrios y la independencia del poder judicial y 
colonizando los medios de comunicación independientes

Frente a esta deriva, en los últimos 10 años la UE se ha dotado 
de un “tool box”, o caja de herramientas, tendente a dar una 
protección propia al concepto de Estado de Derecho en la UE, 
en pleno respeto de la identidad y de las tradiciones nacionales, 
pero asegurando el respeto de los valores comunes32.

30 KRZYWON, Adam: “El iliberalismo constitucional ha llegado para quedarse: las expe-
riencias centroeuropeas”, en Revista de Derecho Político (113), 2022, p. 165

31 Para un mayor desarrollo, véase MARTÍN DE LA GUARDIA, Ricardo y PÉREZ SÁN-
CHEZ, Guillermo: “Democracia sin liberalismo: el nacional-populismo en Hungría y 
Polonia (1990-20128)”, en SOTO CARMONA, Álvaro (coord.): “la democracia herida. 
La tormenta perfecta”. Ed, Marcial Pons, Madrid 2019,

	 p. 180; y CASTELLÁ ANDREU, Josep M. y SIMONELLI, Marco (eds): “Populism 
and Contemporary Democracy in Europe”, ed. Cham 2022

32 MARTÍN y PÉREZ DE NANCLARES, José: “La Unión Europea como comunidad 
de valores: a vueltas con la crisis de la democracia”, en Teoría y Realidad Constitucional 
nº 43, 2020, p. 132.
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La cuestión de fondo que ha permitido construir un instrumen-
tal diversificado, tal y como han defendido la Comisión y el Tri-
bunal de Justicia es la constatación que: “si el Estado de Derecho 
no se protege adecuadamente en todos los Estados miembros, se res-
quebrajarán los cimientos de la Unión que son la solidaridad, la co-
hesión y la confianza indispensable para el reconocimiento mutuo de 
las decisiones nacionales, y el funcionamiento del mercado interior 
en su conjunto se verá perjudicado. Las deficiencias relacionadas con 
el Estado de Derecho también pueden incidir en la economía, senci-
llamente porque con vistas al buen funcionamiento del entorno em-
presarial y a la solidez de las finanzas públicas son esenciales sistemas 
judiciales eficaces y marcos robustos de lucha contra la corrupción”33, 
el problema no es de Derecho Constitucional interno, sino que 
afecta directamente a la Unión Europea. En ese caso las institu-
ciones de la UE tienen el derecho y la obligación de adoptar las 
medidas necesarias para garantizar el respeto al Estado de Dere-
cho como concepto propio de la UE, tal y como se mantiene en 
la Comunicación de la Comisión “como aparece.

Sin una visión global propia, nuestros valores e intereses, tan-
to desde la perspectiva del modelo constitucional propio de la 
UE, en la cual sólo se puede ser partícipe si se respetan los valo-
res del artículo 2, como desde la cohesión y funcionamiento de 
nuestro mercado interior en un espacio sin fronteras, estarían 
en entredicho. Como afirmó el Presidente de la Comisión Eu-
ropea Jose Manuel Durao Barroso en su discurso anual ante el 
Parlamento Europeo sobre el Estado de la Unión en septiembre 
de 2012: “necesitamos un conjunto de instrumentos mejor desa-
rrollados, no sólo la alternativa entre la ‘mano suave’ de la persua-
sión política y ‘la mano dura’ del artículo 7 del TUE”34

33 Comunicación de la Comisión “Reforzar en mayor medida el Estado de Derecho en la 
Unión Situación y posibles próximas etapas” (COM 2019 163 final de 03.04.2019, p. 2)

34 Citado en la Comunicación de la Comisión de 11.3.2014 (COM (2014) 158 final) Un 
nuevo marco de la UE para reforzar el Estado de Derecho, p. 2.
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3.2. El instrumental disponible. Visión de conjunto

Para intentar conseguir esos objetivos y garantizar el respeto efec-
tivo de los valores del artículo 2 TUE y, en particular, del Estado 
de Derecho, la UE se ha dotado estos últimos años de un instru-
mental más completo, como se ve en estas infografías35 , aunan-
do promoción (1), prevención (2) y respuesta/reacción (3).

19 

3.2. El instrumental disponible. Visión de conjunto
Para intentar conseguir esos objetivos y garantizar el respeto efectivo de los valores del 
artículo 2 TUE y, en particular, del Estado de Derecho, la UE se ha dotado estos últimos 
años de un instrumental más completo, como se ve en estas infografías 35 , aunando 
promoción (1), prevención (2) y respuesta/reacción (3).

35 https://ec.europa.eu/info/sites/default/files/116_1_194503_rol_toolbox_factsheet_en, p. 2-3
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3.3. Instrumentos de promoción  
Estos tipos de instrumento tiene un alcance sectorial y forman parte en sentido amplio de los 
instrumentos de prevención. Conviene hacer referencia a dos programas específicos que son 
ante todo instrumentos para fomentar entre la sociedad civil y las administraciones una 
cultura política de respeto a los valores del artículo 2 TUE y, en particular del Estado de 
Derecho como elementos centrales de nuestras sociedades democráticas avanzadas, que 
suelen pasar desapercibidos, pero que constituyen una excelente materia prima para que las 
instituciones puedan construir su doctrina y responder con otros instrumentos ante 
situaciones de riesgo o de violación de los valores del artículo 2 TUE. 

 

3.3.1. Apoyo a la sociedad civil, redes y proyectos 
La Comisión viene desarrollando en los últimos 25 años, desde que se creó en su seno una 
Dirección General específica para asuntos de justicia e interior, dentro de cuyas 
competencias se incluyó la promoción y defensa de los derechos fundamentales y de la 
ciudadanía europea, una política muy activa de promover los valores del artículo 2 TUE, 
principalmente entre la sociedad civil organizada europea. Para ello existen una serie de 
programas de subvenciones y de campañas de información y de promoción con el título 
genérico de “Apoyo a la sociedad civil, redes y proyectos”.  
Estos programas se incluyen en el actual Marco Financiero Plurianual 2021-207 dentro de la 
rúbrica 2 “Cohesión, Resiliencia y Valores”, en la cual se ha creado un Fondo denominado 
“Justicia, Derechos y Valores” subdividido en dos programas: “Ciudadanos, Igualdad, 
Derechos y Valores” y “Justicia”, adoptados por los Reglamentos 2021/692 y 2021/693 de 
28 de abril de 2021, respectivamente36.  

Estos 2 programas con unos importes máximos para todo el periodo 2021-2017 de 
641.705.000 € y 305.000.000, respectivamente, se centran en las personas y entidades que 
contribuyen a que se mantengan vivos y dinámicos los valores comunes, así como los 
derechos y la igualdad en la UE. El objetivo final es reforzar y mantener una sociedad 
democrática, inclusiva, pluralista, abierta, igualitaria y basada en derechos. Esto incluye una 
sociedad civil dinámica y empoderada, como actor clave, que fomente la participación 
democrática, cívica y social de las personas y cultive la rica diversidad de la sociedad 

 
36 DOUE L 156 del 05.05.2021, p. 1 y 21, respectivamente 

35 https://ec.europa.eu/info/sites/default/files/116_1_194503_rol_toolbox_factsheet_en, 
p. 2-3



34

francisco j. fonseca morillo

3.3. Instrumentos de promoción

Estos tipos de instrumento tiene un alcance sectorial y forman 
parte en sentido amplio de los instrumentos de prevención. 
Conviene hacer referencia a dos programas específicos que son 
ante todo instrumentos para fomentar entre la sociedad civil y 
las administraciones una cultura política de respeto a los valo-
res del artículo 2 TUE y, en particular del Estado de Derecho 
como elementos centrales de nuestras sociedades democráticas 
avanzadas, que suelen pasar desapercibidos, pero que consti-
tuyen una excelente materia prima para que las instituciones 
puedan construir su doctrina y responder con otros instrumen-
tos ante situaciones de riesgo o de violación de los valores del 
artículo 2 TUE.

3.3.1. Apoyo a la sociedad civil, redes y proyectos

La Comisión viene desarrollando en los últimos 25 años, desde 
que se creó en su seno una Dirección General específica para 
asuntos de justicia e interior, dentro de cuyas competencias se 
incluyó la promoción y defensa de los derechos fundamentales 
y de la ciudadanía europea, una política muy activa de pro-
mover los valores del artículo 2 TUE, principalmente entre la 
sociedad civil organizada europea. Para ello existen una serie de 
programas de subvenciones y de campañas de información y 
de promoción con el título genérico de “Apoyo a la sociedad 
civil, redes y proyectos”.

Estos programas se incluyen en el actual Marco Financiero Plu-
rianual 2021-207 dentro de la rúbrica 2 “Cohesión, Resiliencia 
y Valores”, en la cual se ha creado un Fondo denominado “Jus-
ticia, Derechos y Valores” subdividido en dos programas: “Ciu-
dadanos, Igualdad, Derechos y Valores” y “Justicia”, adoptados 
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por los Reglamentos 2021/692 y 2021/693 de 28 de abril de 
2021, respectivamente36.

Estos 2 programas con unos importes máximos para todo el pe-
riodo 2021-2017 de 641.705.000 € y 305.000.000, respectiva-
mente, se centran en las personas y entidades que contribuyen 
a que se mantengan vivos y dinámicos los valores comunes, así 
como los derechos y la igualdad en la UE. El objetivo final es 
reforzar y mantener una sociedad democrática, inclusiva, plu-
ralista, abierta, igualitaria y basada en derechos. Esto incluye 
una sociedad civil dinámica y empoderada, como actor clave, 
que fomente la participación democrática, cívica y social de 
las personas y cultive la rica diversidad de la sociedad europea 
sobre la base de sus valores comunes, su historia y su memoria, 
en un momento en el que las sociedades europeas se enfren-
tan al extremismo, el radicalismo y la división, y en el que el 
espacio para la sociedad civil independiente se va reduciendo, 
es más importante que nunca promover, fortalecer y defender 
la justicia, los derechos y los valores de la Unión de respeto de 
la dignidad humana, libertad, democracia, igualdad, Estado de 
Derecho y respeto de los derechos humanos.

Por ello, los dos programas de este fondo tienen como objetivo 
fundamental apoyar financieramente a las organizaciones de la 
sociedad civil activas a escala local, regional, nacional y transna-
cional en la promoción y el desarrollo de estos derechos, intensi-
ficando también de ese modo la protección y promoción de los 
valores de la Unión y el respeto del Estado de Derecho y contri-
buyendo a la construcción de una Unión más democrática, al 
diálogo democrático, a la transparencia y a la buena gobernanza.

36 DOUE L 156 del 05.05.2021, p. 1 y 21, respectivamente
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Basta con recorrer las páginas web de ambos programas para 
darse cuentas que en estos momentos se ha creado una red de 
la sociedad civil esencial para que las instituciones europeas re-
ciban “alertas tempranas” de las derivas en los Estados que pue-
dan ser contrarias al respeto de los valores del artículo 2 TUE37.

3.3.2. Programa de apoyo a las reformas estructurales

La UE ha sido capaz de crear incentivos para promover el res-
peto a los valores, específicamente durante el periodo de transi-
ción tras la adhesión de los candidatos a la UE y, a consecuen-
cia de la crisis financiera, mediante la creación del Programa de 
Apoyo a las Reformas Estructurales.

En el primer caso, demostración de la necesidad de asegurar 
que las obligaciones exigidas para ingresar en la Unión con-
forme al artículo 49 TUE, tienen que poder ser monitorizadas 
tras la adhesión, hay que hacer referencia al Mecanismo de 
Cooperación y Verificación (CVM) establecido para efectuar 
el control y el seguimiento de los progresos en Rumanía y Bul-
garia en lo referente a las reformas judiciales y la lucha contra 
la corrupción y el crimen organizado; mecanismo previsto en 
los artículos 38 de sus respectivas Actas de Adhesión y formal-
mente cerrados por la Comisión en septiembre de 2023 consi-
derando que este seguimiento puede pasar a normalizarse en el 
marco global del Mecanismo Europeo del Estado de Derecho

En el segundo caso, tenemos un instrumento de incentivación 
de naturaleza financiera, que permite, dentro de sus objetivos 
de apoyo a las reformas estructurales en una amplia gama de 
ámbitos políticos, incluidos, entre otros, la acción por el clima, 

37 https://commission.europa.eu/funding-tenders/find-funding/eu-funding-programmes/
citizens-equality-rights-and-values-programme/citizens-equality-rights-and-values-
programme-overview/
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la transición digital y la salud, dar también apoyo técnico a 
los Estados que lo necesiten para garantizar la eficiencia de los 
sistemas de justicia nacionales. Este Instrumento de Asistencia 
Técnica (TSI), es el sucesor del Programa de Apoyo a las Re-
formas Estructurales (SRSP), el cual fue un programa de la 
UE para el periodo 2017-2020, que permitió a la Comisión 
Europea coordinar y proporcionar asistencia personalizada a 
los países de la UE, a petición de estos, para apoyarlos en el 
diseño y la aplicación de reformas institucionales, administra-
tivas y estructurales, y en el uso eficiente y eficaz de los fondos 
pertinentes de la UE. Los Estados miembros pueden solicitar 
apoyo para preparar, modificar, aplicar y revisar sus planes

nacionales de recuperación y resiliencia en el marco del Meca-
nismo de Recuperación y Resiliencia acudiendo al TSI 38.

3.4. Instrumentos de prevención

La gran novedad en cuanto al instrumental del que se ha dotado 
la UE para proteger el Estado de Derecho a escala europea, vis-
to que los instrumentos de sanción “ortodoxos” vía el artículo 
7 del TUE no han funcionado, ha sido ir creando instrumen-
tos de prevención a través de mecanismos que, tras un estudio 
y seguimiento exhaustivo por parte de la Comisión, adoptan 
recomendaciones individualizadas por Estado miembros, o 
presentan públicamente una foto de las percepciones en cada 
Estado sobre las cuestiones relativas a la independencia, eficacia 
y funcionamiento de la justicia a nivel interno.. Siguiendo la 
metáfora del Presidente Durao Barroso en el discurso de 2012 
ya citado, entre la “mano suave” y la “mano dura” la UE se ha 
dotado de una “tercera vía” para intentar frenar las derivas con-
trarias al respeto de los valores y del Estado de Derecho.

38 Ec.europa.eu/info/structural-reform-support-programme-srsp_en
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Evidentemente la “joya de la corona” la constituye el Mecanis-
mo anual sobre el Estado de Derecho propuesto por la Presi-
denta Von der Leyen en su discurso de investidura en julio de 
2019, renombrado como Ciclo anual del Estado de Derecho 
desde 2024. Pero conviene citar aquí otros dos instrumentos, 
uno de carácter general, pero con aplicaciones concretas en 
cuanto al funcionamiento de los sistemas de justicia y a la lu-
cha contra la corrupción: el “semestre europeo”; y otro que pre-
tende efectuar una foto fija sobre las percepciones nacionales 
sobre el funcionamiento de los sistemas de justicia nacionales: 
el “cuadro de indicadores de la justicia”.

3.4.1. El semestre europeo

El semestre europeo es un ejercicio anual que coordina las po-
líticas económicas y sociales de la UE y que, propuesto por 
la Comisión en primavera de 2010 y aprobado por el Conse-
jo en tanto “Código de conducta a seguir en la aplicación del 
Pacto de Estabilidad y Crecimiento”, comenzó en 2011 como 
respuesta a la crisis financiera de 2008 basado en los artículos 
121, 126 y 148 del TFUE y desarrollado legislativamente en 
2011 con el llamado “six pack” y en 2013 con el “Two pack”, 
conjunto de 5 Reglamentos y 1 Directiva39.

Durante el Semestre, los Estados miembros de la UE adap-
tan sus políticas presupuestarias y económicas a los objetivos y 
normas acordados a escala de la UE y tiene por objeto, a través 
de una mayor coordinación económica y social, garantizar un 
crecimiento económico sostenible, la creación de empleo, la 
estabilidad macroeconómica y unas finanzas públicas saneadas 
en toda la UE.

39 Semestre europeo: una nueva arquitectura para la nueva gobernanza económica de la 
UE. Preguntas y respuestas. ec.europa.eu.
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El calendario del Semestre sigue un ciclo recurrente, que co-
mienza en otoño con la presentación de las prioridades econó-
micas y sociales por parte de la Comisión Europea. Concluye 
en octubre del año siguiente, cuando los Estados miembros de 
la UE presentan sus proyectos de planes presupuestarios. Tras 
esto, el ciclo vuelve a comenzar.

Y dentro de este ciclo, en el llamado “paquete de primavera”, 
el Consejo adopta recomendaciones específicas por país, en 
las que se les sugieren medidas de política socioeconómica y 
presupuestaria que han de adoptarse durante el año siguiente. 
Las recomendaciones se centran en ámbitos estratégicos que 
se enfrentan a dificultades persistentes y abordan temas muy 
diversos, como las finanzas públicas, las reformas del siste-
ma de pensiones, la educación, los retos de la innovación, 
la creación de empleo o la lucha contra el desempleo, con el 
objetivo de estimular el crecimiento económico; incluyendo 
el funcionamiento de los sistemas de justicia y la lucha contra 
la corrupción.

En este sentido es recurrente que, en un lenguaje económico y 
centrado en la necesidad de asegurar la competitividad y unas 
finanzas públicas saneadas, se puedan encontrar recomenda-
ciones específicas tendentes a asegurar el respeto al estado de 
derecho, impidiendo intervenciones arbitrarias de la adminis-
tración en la gestión de fondos europeos o un uso selectivo de 
legislación a medida de los intereses gubernamentales. Baste 
como muestra la recomendación específica dirigida por el Con-
sejo a Polonia en el contexto del Semestre Europeo de 2017. 
Las recomendaciones dirigidas a Polonia contienen un consi-
derando en el que se destaca que «la seguridad jurídica y la 
confianza en la calidad y previsibilidad de las políticas e institu-
ciones reguladoras, fiscales y otras son factores importantes que 
podrían permitir un aumento de la tasa de inversión. El Estado 
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de Derecho y la independencia del poder judicial son también 
esenciales en este contexto. Abordar las graves preocupaciones 
relacionadas con el Estado de Derecho contribuirá a mejorar la 
seguridad jurídica».

Qué duda cabe que estas recomendaciones tienen una influen-
cia enorme, puesto que están inmersas en el paquete de super-
visión multilateral financiera y presupuestaria vinculante para 
todos los Estados miembros, a la hora de ayudar a reformas 
internas que corrijan desviaciones al respeto a la regla del Esta-
do de Derecho.

3.4.2. El cuadro de indicadores de la justicia

El cuadro de indicadores de la justicia, donde, desde 2013, 
aparecen datos comparables sobre la percepción por los opera-
dores legales y empresariales acerca de la independencia, la ca-
lidad y la eficiencia de los sistemas de justicia nacionales40. Este 
cuadro de indicadores de la justicia es un instrumento anual de 
información y de comparación, con el objetivo de suministrar 
a los Estados datos objetivos, fiables y comparables sobre un 
número de indicadores útiles para la evaluación de la eficacia, 
de la calidad, y de la independencia de los sistemas de justicia 
en todos los Estados miembros.

Este instrumento nació como un complemento a los instru-
mentos desplegados para hacer frente a la crisis económica y 
financiera de la UE y la reestructuración de sus economías na-
cionales con vistas a preparar el terreno para el crecimiento y la 
competitividad. En este proceso de reforma, los sistemas judi-
ciales nacionales son esenciales para restablecer la confianza y 

40 Comunicación de la Comisión de 27.3.2013 (COM(2013) 0160 final) Cuadro de in-
dicadores de la justicia en la UE. Una herramienta para promover una justicia efectiva y 
fomentar el crecimiento



41

discurso de ingreso

propiciar la vuelta al crecimiento. Un sistema judicial eficiente 
e independiente contribuye a crear un clima de confianza y 
estabilidad. Dentro de un entorno empresarial atractivo, la pre-
visibilidad, la puntualidad y la ejecutoriedad de las resoluciones 
judiciales son factores estructurales importantes, pues mantie-
nen la confianza a la hora de poner en marcha una empresa, 
ejecutar un contrato, liquidar una deuda privada o proteger 
derechos de propiedad o de otra índole. Las deficiencias en el 
funcionamiento del sistema judicial agravan la espiral de rece-
sión y socavan la confianza de los ciudadanos y las empresas en 
las instituciones judiciales.

Las principales características del cuadro de indicadores son las 
siguientes41:

–  �Se trata de una herramienta de comparación que abarca to-
dos los Estados miembros de manera neutra y objetiva, con 
independencia del modelo del sistema judicial nacional o de 
la tradición jurídica en que se fundamente

–  �Su propósito es presentar tendencias en el funcionamiento 
de los sistemas judiciales nacionales a lo largo del tiempo.

–  �Se trata de un instrumento no vinculante, que será gestiona-
do dentro de un diálogo abierto con los Estados miembros y 
cuyo objetivo es ayudar a estos y a las instituciones de la UE 
a definir mejores políticas de justicia.

–  �Se trata de una herramienta evolutiva que ampliará gradual-
mente los ámbitos cubiertos, los indicadores y la metodolo-
gía, con el objetivo de definir los parámetros esenciales de un 
sistema judicial efectivo.

41 Ibidem, p. 1
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A lo largo de estos años 11 años, este cuadro de indicado-
res de la justicia UE, recibido en su día con recelos por una 
gran parte de los Estados, se ha convertido en un instrumen-
to central y cuyos resultados, basados en una serie de cues-
tionarios objetivos siguiendo la metodología ya consolidada 
de la CEPEJ (Comisión para la eficiencia de la justicia crea-
da en el años 2002 en el ámbito del Consejo de Europa42), 
son atendidos y utilizados ampliamente, tantos por las ins-
tituciones europeas, como por las nacionales y parte esen-
cial tanto del semestre europeo como del Ciclo anual del 
Estado de Derecho en la UE que se analiza a continuación.

Este cuadro de indicadores de la justicia se divide en tres gran-
des apartados: eficiencia de los sistemas de justicia (1); calidad 
y accesibilidad para los ciudadanos de los sistemas de justicia 
(2); e independencia de los sistemas de justicia(3), con un 
total de 67 cuadros estadísticos comparativos de los 27 Esta-
dos, de los que solamente se retienen en los gráficos adjuntos 
extraídos del ejercicio de 202443 cuatro, porque resumen la 
importancia de este ejercicio, referidos a como percibe la opi-
nión pública la independencia de los Tribunales y las razones 
para ello (números 51 y 52), y como lo hacen las empresas 
(números 53 y 54).

De estos gráficos se puede extraer una conclusión: tanto entre 
las opiniones públicas, como entre las empresas, la percepción 
que se tiene sobre la independencia de jueces y tribunales, in-
cluso en aquéllos como Finlandia o Dinamarca, donde se ob-
tienen los mejores resultados, están en descenso y la razón prin-
cipal para ello parece ser la percepción de la cada vez mayor 

42 CEPEJ website: www.coe.int/cepej
43 Cuadro de indicadores de la justicia en la UE 2024, Comunicación de la Comisión de 

11 de junio de 2024 (COM(2024) 950 final
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presión política sobre los poderes judiciales (y de los grandes 
grupos económicos, sobre todo en la percepción empresarial). 
Y el caso español no es para estar particularmente orgulloso, 
con índices de confianza en el buen funcionamiento de una 
justicia independente que oscilan entre el 30% y el 40%. Por 
desgracia, demasiado cerca del furgón de cola de los tres países 
en los que esta percepción no llega al 30%: Bulgaria, Polonia 
y Croacia.

GRÁFICOS

25 

GRÁFICOS

25 

GRÁFICOS
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3.4.3. El Mecanismo (Ciclo) Anual del Estado de Derecho
La “joya de la corona” de la “caja de herramientas” de la UE en el ámbito de la prevención,
es el llamado Mecanismo anual del Estado de Derecho, rebautizado en 2024 como Ciclo 
anual del Estado de Derecho, consistente en una cooperación dialogada y multilateral entre 
las instituciones europeas, los Gobiernos, Parlamentos y poderes judiciales nacionales, así 
como con la sociedad civil, a través de un ciclo anual conducido por la Comisión

Este Mecanismo fue propuesto por la Presidenta de la Comisión Ursula Von der Leyen en 
su discurso de investidura ante el Parlamento Europeo el 16 de julio de 2019, “Las amenazas 
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el ámbito de la prevención, es el llamado Mecanismo anual 
del Estado de Derecho, rebautizado en 2024 como Ciclo 
anual del Estado de Derecho, consistente en una coopera-
ción dialogada y multilateral entre las instituciones europeas, 
los Gobiernos, Parlamentos y poderes judiciales nacionales, así 
como con la sociedad civil, a través de un ciclo anual conduci-
do por la Comisión
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Este Mecanismo fue propuesto por la Presidenta de la Comi-
sión Ursula Von der Leyen en su discurso de investidura ante 
el Parlamento Europeo el 16 de julio de 2019, “Las amenazas 
contra el Estado de Derecho ponen en entredicho la base jurídica, 
política y económica del funcionamiento de la Unión. Garantizar 
el respeto del Estado de Derecho es una responsabilidad primordial 
de cada Estado miembro. (…) El refuerzo del Estado de Derecho es 
una responsabilidad compartida de todas las instituciones de la UE 
y de todos los Estados miembros. Velaré porque aprovechemos todo 
nuestro arsenal de herramientas a nivel europeo. Apoyo un meca-
nismo complementario y general sobre el Estado de Derecho, 
con un ámbito de aplicación a escala de la UE y un informe 
anual objetivo por parte de la Comisión Europea. El enfoque de la 
supervisión será el mismo en todos los Estados miembros”44.

Este Mecanismo, con base anual, existe desde 202045, está 
estructurado en 4 pilares que se han ido consolidando desde 
2019 y en los que se analizan 30 componentes diferentes, co-
menzando con las percepciones sobre la independencia judicial 
y terminando con las iniciativas para fomentar una cultura del 
Estado de Derecho. Este Mecanismo constituye un formato 
bien asentado y que de manera omnicomprensiva abarca un 
estatus común pan europeo de todos los elementos que deben 
ser tenidos en consideración en los 27 Estados para evaluar el 
estado de salud del Estado de Derecho en el conjunto de la 
Unión Europea46. Estos cuatro pilares, tal y como aparecen de-
limitados los informes anuales, son los siguientes:

44 VON DER LEYEN, Úrsula: Una Unión que se esfuerza por lograr más resultados. Mi 
agenda para Europa. Orientaciones políticas para la próxima Comisión Europea 2019-
2024. Strasbourg 2019

45 Comunicación de la Comisión (COM (2020) 580 final de 30.9.2020): Informe sobre 
el Estado de Derecho en 2020. Situación del Estado de Derecho en la Unión Europea

46 Desde el informe de 2024 se incluyen además en el análisis y en pie de igualdad los 4 
Estados candidatos más avanzados en las negociaciones de adhesión: Albania, Macedonia 
del Norte, Montenegro y Serbia.
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•  �Los sistemas judiciales de los Estados miembros, cen-
trándose en su independencia, calidad y eficiencia. Estos 
parámetros son fundamentales para garantizar la eficacia de 
la aplicación y el cumplimiento del Derecho de la UE y el 
respeto del Estado de Derecho. Unos sistemas judiciales que 
funcionen correctamente y sean plenamente independientes 
son cruciales para garantizar que la justicia trabaje en bene-
ficio de los ciudadanos y las empresas. También son esenciales 
para la cooperación judicial en toda la UE, así como para el 
funcionamiento del mercado único y del ordenamiento jurí-
dico de la UE en su conjunto.

•  �Los marcos de lucha contra la corrupción, centrándose 
en la eficacia de las políticas nacionales de lucha contra la 
corrupción y evaluando diferentes ámbitos clave de actuación 
adoptados por los Estados miembros para prevenir y combatir 
la corrupción. La eficacia de la lucha contra la corrupción, 
la transparencia y la integridad contribuyen a garantizar la 
fortaleza y la fiabilidad del poder estatal y son esenciales para 
la confianza de los ciudadanos y las empresas en las autori-
dades públicas.

•  �Libertad y pluralismo de los medios de comunicación, cen-
trándose en ámbitos fundamentales, incluida la independencia 
de las autoridades reguladoras de los medios de comunicación; 
la transparencia y concentración de la propiedad de los medios 
de comunicación; la transparencia y equidad en la asignación 
de publicidad estatal; la seguridad de los periodistas y el acceso a 
la información; y la gobernanza de los medios de comunicación 
públicos. Todo ello es esencial para que los medios de comunica-
ción ejerzan su papel en una democracia sana.

•  �Cuestiones institucionales relacionadas con el sistema 
de contrapoderes institucionales, centrándose en ámbitos 
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de importancia clave para el Estado de Derecho, tales como: 
la calidad y el carácter inclusivo del proceso legislativo nacio-
nal; el papel de los tribunales constitucionales y las autorida-
des independientes, como el Defensor del Pueblo, los organis-
mos de igualdad6 y las instituciones nacionales de derechos 
humanos; y el papel de las organizaciones de la sociedad civil 
en la salvaguardia del Estado de Derecho.

Además, tal y como se puede seguir en el esquema expuesto 
en las dos infografías siguiente47, este informe se inserta en el 
marco de un ciclo anual desarrollado en las etapas siguientes y 
con una dimensión interinstitucional.

•  �Lanzamiento de un diálogo interinstitucional tras la adop-
ción del informe en el verano con los parlamentos nacio-
nales y el Parlamento Europeo, así como con el Consejo y 
los Estados miembros

•  �Aprobación y lanzamiento por la Comisión en otoño 
de un cuestionario actualizado, tras el diálogo interins-
titucional y basado en las recomendaciones del informe 
precedente dirigido a una “audiencia cualificada” (target 
audience) aparte de las administraciones nacionales, for-
mada por organizaciones y entidades reconocidas por su 
trabajo en el ámbito del estado de derecho, con cuestiones 
vinculadas a los cuatro grandes bloques que conforman la 
estructura de estos informes:

•  �En enero/febrero, terminado el período de consultas, y 
analizadas las repuestas a la misma, así como las respuestas 
de las administraciones nacionales, la Comisión comienza 

47 https://ec.europa.eu/info/sites/default/files/116_1_194503_rol_toolbox_factsheet_en, 
pp. 4 y 1.
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en torno a abril una serie de visitas por país. Estas visi-
tas, en forma virtual, constituyen una oportunidad para 
profundizar en las respuestas a los cuestionarios y tener 
intercambios con las administraciones nacionales y los 
principales interlocutores concernidos, a efectos de resol-
ver dudas que pueda tener la Comisión para redactar las 
recomendaciones dirigidas a cada uno de los Estados.

•  �Finalmente, y antes de la adopción final, la Comisión 
transmite a cada uno de los Estados los capítulos del infor-
me referidos al mismo, para que puedan presentar sus ob-
servaciones antes de su aprobación final por la Comisión

29 
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Cierto es que este Mecanismo se ha concebido como un instrumento preventivo, que no 
incluye la obligación formal para los Estados de dar seguimiento a las recomendaciones 
recogidas en el informe anual. Sin embargo, representa un valor añadido, al tratarse de un 
diálogo multilateral que pretende fijar la foto más exacta posible de los desarrollos positivos 
y negativos en materia de protección del Estado de Derecho en el conjunto de los Estados de 
la UE, apoyando los esfuerzos de los Estados, subrayando los desarrollos positivos, e 
identificando donde deben hacerse mejoras.  

Además, este Mecanismo tiene vocación de convertirse en un ejemplo exitoso de “peer 
evaluation” como lo es ya el semestre europeo, centrado en la situación del Estado de 
Derecho y, a través de las recomendaciones, en un instrumento metodológico fundamental 
para, en casos extremos, activar los nuevos mecanismos de reacción/respuesta que, más allá 

Cierto es que este Mecanismo se ha concebido como un ins-
trumento preventivo, que no incluye la obligación formal para 
los Estados de dar seguimiento a las recomendaciones recogidas 
en el informe anual. Sin embargo, representa un valor añadido, 
al tratarse de un diálogo multilateral que pretende fijar la foto 
más exacta posible de los desarrollos positivos y negativos en 
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materia de protección del Estado de Derecho en el conjunto 
de los Estados de la UE, apoyando los esfuerzos de los Estados, 
subrayando los desarrollos positivos, e identificando donde de-
ben hacerse mejoras.

Además, este Mecanismo tiene vocación de convertirse en un 
ejemplo exitoso de “peer evaluation” como lo es ya el semestre 
europeo, centrado en la situación del Estado de Derecho y, a 
través de las recomendaciones, en un instrumento metodoló-
gico fundamental para, en casos extremos, activar los nuevos 
mecanismos de reacción/respuesta que, más allá  de una hipo-
tética utilización del artículo 7, permiten sancionar al Estado 
infractor: mediante el control jurisdiccional de presuntas vio-
laciones a los valores del artículo 2 TUE, y a través del nuevo 
instrumento de condicionalidad financiera.

Esta perspectiva es crucial, no estamos ante un rito anual va-
lorativo, sino ante un instrumento fundamental para el propio 
porvenir y subsistencia de la Unión. El Mecanismo anual sobre 
el Estado de Derecho, debe enmarcarse como una exigencia 
de “constitucionalidad” y decisivo para el adecuado funciona-
miento del mercado interior y de la prosperidad económica de 
la Unión. Tiene que servir para establecer unos parámetros que 
vayan más allá de la evaluación entre pares, siguiendo el méto-
do del “name and shame” y que vinculen a los Estados.

No se trata solamente de la promoción de los valores de la 
Unión y en particular del respeto al Estado de Derecho, sino 
también de convertirse en referencia para su respeto y aplica-
bilidad a través de los mecanismos específicos al servicio de 
la Unión y de sus instituciones. De hecho, más del 65% de 
las recomendaciones son seguidas por los Estados, prueba de 
la importancia que tiene este Mecanismo desde el punto de 
vista “reputacional” y a efectos de evitar acciones específicas 
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de las instituciones europeas utilizando los instrumentos de 
reacción/respuesta a su disposición en la “caja de herramien-
tas” de la UE.

3.5. Instrumentos de reacción/respuesta

Todas las herramientas descritas hasta aquí forman parte de lo 
que el Presidente Barroso llamó “mano suave de la persuasión 
política” en 2012.

Pero, dadas las dificultades intrínsecas para utilizar el artículo 
7 del TUE si la persuasión no funciona, al estar sujeta su apli-
cación a la unanimidad, lo que incita a acuerdos y coaliciones 
políticas de intereses, la UE ha desarrollado una serie de meca-
nismos específicos de “mano dura” para poder reaccionar y/o 
sancionar.

El primer paso en esta vía lo dio la Comisión Europea el 11 de 
marzo de 2014, en su papel de “guardiana de los Tratados”, con 
la adopción de un Marco del Estado de Derecho48.

En cualquier caso, la Comisión aprendió rápido que los inten-
tos de sortear los inconvenientes del artículo 7 exigían explorar 
vías alternativas ante la constatación que la caja de herramien-
tas de la UE, para reaccionar, cuando prevenir y alertar no son 
suficientes estaba incompleta49. Por ello se han incorporado al 
arsenal disponible, en aras de, utilizando de nuevo las palabras 

48 Comunicación COM (2014) 158 final de 27.03.2014:” Un nuevo marco de la UE para 
reforzar el Estado de Derecho”

49 Véase un análisis detallado en WAELBROECK, Michel et OLIVER, Peter: La crise 
de l’état de droit dans l’Union européenne: Que faire? Cahiers de Droit Européen 2017, 
p.329. También, CORTÉS MARTÍN, José Manuel Sorteando los inconvenientes del ar-
tículo 7 TUE: el advenimiento del control jurisdiccional del Estado de Derecho. Revista de 
Derecho Comunitario Europeo 2020 nº 66, p. 473



52

francisco j. fonseca morillo

del Presidente Barroso en 2012, disponer de instrumentos ade-
cuados de “mano dura”, dos instrumentos de naturaleza ho-
rizontal, pero que han demostrado su eficacia para sortear los 
inconvenientes del artículo 7:

•  �una ambiciosa política de control jurisdiccional por el 
Tribunal de Justicia de la UE para prevenir o sancionar 
amenazas o violaciones provocadas por la actuación de las 
instituciones de un Estado contrarias al buen funciona-
miento de los principios del Estado de Derecho a nivel 
nacional y que no permiten garantizar la correcta aplica-
ción del principio de tutela judicial efectiva del artículo 
19 TUE; y

•  �un novedoso régimen de condicionalidad presupuesta-
ria amparado por la necesidad de proteger los intereses 
financieros de la UE cuando la tutela judicial efectiva de 
dichos intereses esté en entredicho por causa de ataques a 
la independencia de los sistemas judiciales nacionales en 
el interior de un Estado50.

Gracias a estos dos instrumentos, la Comisión en tanto guar-
diana de los Tratados (artículo 17.1 TUE) y el Tribunal de 
Justicia como garante del respeto del Derecho en la interpre-
tación y aplicación de los Tratados (artículo 19.1 TUE), se 
han convertido en los grandes arietes que han abierto brecha, 
frente al escepticismo inicial sobre sus competencias para in-
tervenir, ante la barrera del respeto a “la identidad nacional y 
a sus estructuras fundamentales políticas y constitucionales” (ar-
tículo 4.2 TUE).

50 MAURICE, Eric: “Protecting the check and balances to save the Rule of Law”. Euro-
pean Issue 590, 06/042021, Fondation Robert Schuman.
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3.5.1.  El Marco del Estado de Derecho

Este Marco fue la respuesta a debates en el Consejo y en el Par-
lamento Europeo a lo largo de 2013 invitando a la Comisión a 
actuar y, de acuerdo con el mismo, la Comisión puede activarlo 
“en los casos en que los mecanismos establecidos a nivel nacional 
para proteger el Estado de Derecho dejen de funcionar de forma 
eficaz, existe una amenaza sistémica para el Estado de Derecho y, 
por lo tanto, para el funcionamiento de la UE (…). En tales situa-
ciones la UE debe actuar para proteger el Estado de Derecho como 
valor común de la UE”51.

El marco de Estado de Derecho sirve para activar un proceso 
previo a la apertura del artículo 7 del TUE, sin perjuicio de las 
competencias de la Comisión para abordar situaciones especí-
ficas que entren en el ámbito de aplicación del Derecho de la 
UE mediante los procedimientos de infracción contemplados 
en el artículo 258 del Tratado de Funcionamiento de la Unión 
Europea (TFUE)

Este marco permite a la Comisión entablar un diálogo bilateral 
con el Estado donde existan amenazas de carácter sistémico, 
basado en el principio de cooperación leal y del respeto al prin-
cipio de igualdad de trato entre los Estados, garantizando una 
evaluación objetiva y exhaustiva de la situación; sistémica y con 
el objetivo de evitar aplicar los mecanismos del artículo 7 del 
TUE, y a través de un intercambio estructurado en tres fases:

•  �Una primera de evaluación preliminar por parte de la 
Comisión, sobre la base de datos e informes (recuér-
dense los instrumentos de promoción), o de peticiones 
de Estados miembros o del Parlamento, cuando se ac-

51 COM (2014) 158 final, Op. cit. p. 5
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tiva una alerta por riesgos sistémicos para el Estado de 
Derecho. En esta fase, la Comisión analiza y recopila 
toda la información pertinente y valora si hay indicios 
claros de una amenaza sistémica al Estado de Derecho.

•  �Cuando la Comisión, considera dicha alerta justificada, 
comienza una fase de diálogo “confidencial” con el Estado 
en cuestión y culmina con un dictamen formal dando al 
Estado miembro en cuestión la posibilidad de responder y 
solicitándole una serie de cambios;

•  �Finalmente, cuando el diálogo con el Estado no es fruc-
tífero y la Comisión estime que hay pruebas objetivas de 
amenaza sistémica y que las autoridades de dicho Estado 
miembro no han adoptado las medidas adecuadas para 
ponerle remedio. se concluye con unas recomendaciones 
formales dirigidas al Estado por la Comisión, solicitán-
dole le informe de las medidas que vaya adoptando para 
cumplir con dichas recomendaciones;

•  �Si este seguimiento no es satisfactorio y en un plazo razo-
nable, la Comisión puede solicitar la activación del artícu-
lo 7 del TUE52.

En la infografía siguiente se observa este proceso de manera 
gráfica53 :

52 Y ello, a pesar de las dudas del Servicio jurídico del Consejo sobre la capacidad por la Co-
misión de poner en marcha un “procedimiento pre-artículo 7”, considerándolo ultra vires. 
Ver LOUIS, Jean-Victor: Respect de l’état de droit et protection des finances de l’Union. Ca-
hiers de Droit Européen 2021 nº 1, p.5. Como el propio autor cita, en paralelo al “Marco” 
stricto sensu, el Consejo decidió establecer en diciembre de 2014 un diálogo anual propio 
sobre el Estado de Derecho entre todos los Estados miembros, diálogo que se analizará más 
adelante en este trabajo, pero que fue especialmente activo hasta el año 2019 cuando, ante 
la falta de consenso entre los Estados, este diálogo quedó en “barbecho”.

53 https://ec.europa.eu/info/sites/default/files/116_1_194503_rol_toolbox_factsheet_en, p. 6
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solicitándole le informe de las medidas que vaya adoptando para cumplir con dichas 
recomendaciones;  

• Si este seguimiento no es satisfactorio y en un plazo razonable, la Comisión puede
solicitar la activación del artículo 7 del TUE52.

En la infografía siguiente se observa este proceso de manera gráfica53 : 

Desgraciadamente, este mecanismo dejó rápidamente de ser una herramienta teórica con la 
constitución del Gobierno del partido Ley y Justicia en Polonia a finales del año 2015 y sus 
ataques a la independencia del poder judicial tras la adopción de la Ley por la que se 
modificaba la composición y el modo de nombramiento, así como la duración de los 
mandatos del Presidente y Vicepresidente, del Tribunal Constitucional.   

La Comisión activó este nuevo marco en enero de 2016 y, debido a la falta de progresos en 
el diálogo y en el seguimiento de las recomendaciones de la Comisión por parte del gobierno 

52 Y ello, a pesar de las dudas del Servicio jurídico del Consejo sobre la capacidad por la Comisión de poner en 
marcha un “procedimiento pre-artículo 7”, considerándolo ultra vires. Ver LOUIS, Jean-Victor: Respect de 
l’état de droit et protection des finances de l’Union. Cahiers de Droit Européen 2021 nº 1, p.5. Como el propio 
autor cita, en paralelo al “Marco” stricto sensu, el Consejo decidió establecer en diciembre de 2014 un diálogo 
anual propio sobre el Estado de Derecho entre todos los Estados miembros, diálogo que se analizará más 
adelante en este trabajo, pero que fue especialmente activo hasta el año 2019 cuando, ante la falta de consenso 
entre los Estados, este diálogo quedó en “barbecho”.
53 https://ec.europa.eu/info/sites/default/files/116_1_194503_rol_toolbox_factsheet_en, p. 6

Desgraciadamente, este mecanismo dejó rápidamente de ser 
una herramienta teórica con la constitución del Gobierno del 
partido Ley y Justicia en Polonia a finales del año 2015 y sus 
ataques a la independencia del poder judicial tras la adopción 
de la Ley por la que se modificaba la composición y el modo 
de nombramiento, así como la duración de los mandatos del 
Presidente y Vicepresidente, del Tribunal Constitucional.
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La Comisión activó este nuevo marco en enero de 2016 y, de-
bido a la falta de progresos en el diálogo y en el seguimiento 
de las recomendaciones de la Comisión por parte del gobierno 
polaco54, la Comisión propuso formalmente al Consejo el 20 
de diciembre de 2017 la apertura de un procedimiento sancio-
nador contra Polonia de acuerdo con lo previsto en el artículo 
7.1 del TUE “constatación de la existencia de un riesgo claro de 
violación grave del artículo 2”.

La propuesta se basaba en dos aspectos: por un lado, la ausencia 
de un control de constitucionalidad independiente y legítimo, 
y, por otro, por la adopción por el Parlamento Polaco de una 
nueva legislación relacionada con el poder judicial, que susci-
taba graves dudas en lo referente a la independencia judicial, 
siendo así una amenaza sistémica para el Estado de Derecho en 
Polonia55.

Esta ha sido la primer y única vez que se ha activado este pro-
cedimiento “pre-artículo 7”, ante la constatación de sus límites 
si se carecía de voluntad política en el Consejo para dar segui-
miento al procedimiento del artículo 756.

54 Recomendación (UE) 2016/1374 de la Comisión de 27 de julio de 2016 relativa al 
Estado de Derecho en Polonia. D.O.U.E. L 217 de 12.08.2016, p. 53. En esta reco-
mendación se hace un seguimiento exhaustivo y cronológico sobre cómo se desarrolló 
este primer procedimiento de aplicación del Marco del Estado de Derecho. Puede verse 
también un análisis de estas negociaciones en CLOSA MONTERO, Carlos: La UE y la 
amenaza al Estado de Derecho en Polonia. Real Instituto Elcano, ARI 60/2016.

55 Propuesta de decisión del Consejo relativa a la constatación de un riesgo claro de vio-
lación grave del Estado de Derecho por parte de la República de Polonia (COM(2017) 
0835 final de 20.12.2017).

56 Véase un análisis más detallado de su utilidad como instrumento de soft law, pero in-
suficiente si el Estado “reincidente” se niega a colaborar y/o corregir, en KOCHENOV, 
Dimitry y PECH, Laurent: Better late tan never? On the Commission’s Rule of Law Fra-
mework and its first activation. Journal of Common Market Studies 2017, p. 1062
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En efecto, este procedimiento ha estado “durmiendo el sueño 
de los justos” en el seno del Consejo, a pesar de estar formal-
mente abierto y de haberse celebrado diversos “hearings” con el 
Gobierno Polaco como exige el artículo 7.1, ante la postura de 
Hungría de oponerse, en contrapartida a una postura similar 
de reciprocidad por parte de Polonia, dado que, en paralelo, 
el Parlamento Europeo adoptó el 12 de septiembre de 2018 
una Resolución, proponiendo al Consejo la activación de un 
procedimiento artículo 7.1 contra Hungría, basado en ataques 
sistémicos a la independencia judicial , a la corrupción y los 
conflictos de interés, y vulneraciones a varios derechos funda-
mentales57, que también sigue abierto en el Consejo en la fase 
de consultas con el Gobierno Magiar .

Más aún, vista esta situación, la Comisión se ha abstenido de 
activar este procedimiento en otros posibles casos, en particu-
lar, contra Malta y Rumanía en 2018, lo que ha llevado a buena 
parte de la doctrina a calificarlo de “un marco vaciado de subs-
tancia5858.

La Comisión era consciente al lanzar este Marco en 2014 en 
tanto acción “pre-artículo 7” de sus límites. Se concibió como 
un diálogo preventivo que permitiera a la Comisión “cargarse 
de razón y argumentos” en una estrategia de “name and sha-
me”, pero no ha sido efectivo por falta de voluntad política 
para utilizar el artículo 7 TUE, a pesar de que los ataques de 
Polonia y de Hungría a los valores del Estado de Derecho repre-
sentan un peligro real para el proceso de construcción europea 

57 Resolución del Parlamento Europeo de 12 de septiembre de 2018 sobre una propuesta 
en la que solicita al Consejo que, de conformidad con el artículo 7, apartado 1, del Tra-
tado de la Unión Europea, constate la existencia de un riesgo claro de violación grave por 
parte de Hungría de los valores en los que se fundamenta la Unión (2017/2131 (INL)). 
D.O.U.E. C 433 del 23.12.2019, p. 66.

58 Véase un análisis detallado en WAELBROECK, Michel et OLIVER, Peter: Op.cit., 329.
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que va más allá de la situación en un país concreto y corren 
el riesgo de encontrar émulos, como la situación en 2024 en 
Eslovaquia por desgracia confirma59. Por ello, este instrumento 
podría reactivarse en el futuro con mayor valor añadido en el 
marco de una reforma hipotética del artículo 7 TUE.

La cuestión que cabe plantearse es: “cuándo varios Estados 
miembros empiezan a desmantelar el Estado de Derecho a plena 
luz del día (…) ¿la Unión debería permanecer impasible, como si 
la cosa no fuera con ella?”60.

3.5.2. El control jurisdiccional de las infracciones al Estado 
de Derecho

Las medidas tomadas por la Comisión para incoar los pro-
cedimientos de infracción sobre la base del artículo 258 del 
TFUE cuando se puede alegar infracción contra una norma 
de derecho derivado, o respondiendo a cuestiones prejudiciales 
(artículo 267 TFUE), han demostrado ser un importante ins-
trumento para abordar algunas situaciones problemáticas rela-
cionadas con el Estado de Derecho61.

De hecho, esta ha sido la vía seguida con respecto a Hungría, 
frente a la utilización del Marco del Estado de Derecho62; sien-

59 MANGAS MARTÍN, Araceli: Polonia en el punto de mira: ¿Sólo riesgo de violación grave 
del estado de derecho?. Revista General de Derecho Europeo 44 (2018) p. 1.

60 BAQUERO CRUZ, Julio: Mínima moralia: el Estado de Derecho, el método comunita-
rio y el presupuesto de la Unión Europea. Revista de Derecho Comunitario Europeo 72 
(2023), p. 431.

61 Por ejemplo, en el área de protección de datos (Directiva 95/46) y sobre la independen-
cia de las autoridades nacionales de protección de datos: C-518/07, Comisión contra 
Alemania, sentencia del 9 de marzo de 2010 (Rec. 2010, p. I-01885); y C-614/10, 
Comisión contra Austria, sentencia del 16 de octubre de 2012 (ECLI:EU:C:2012:631)

62 Por ejemplo, en el asunto C-286/12, Comisión contra Hungría, sobre la jubilación 
obligatoria de los jueces y fiscales y la exigencia de igualdad de trato conforme a la Di-
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do el caso más relevante el de las restricciones impuestas por ley 
a la Universidad Centro Europea (CEU), en el cual el Tribunal 
de Justicia condenó a Hungría, no sólo porque dicha legisla-
ción era contraria a las disposiciones de la OMC en el marco 
del Acuerdo General de Servicios, sino también a la libre pres-
tación de servicios y establecimiento y a varios artículos de la 
propia Carta de Derechos Fundamentales de la UE (CDFUE) 
(libertad de las artes y de las ciencias; derecho a la educación 
y libertad de empresa), frente a las alegaciones del gobierno 
húngaro de que la UE no tiene competencias en materia de 
educación superior63.

Pero hay que tener en cuenta que la Comisión solo puede in-
coar un procedimiento de infracción cuando tales situaciones 
constituyen, al mismo tiempo, la infracción de una disposición 
específica de la legislación de la UE. El gran salto adelante lo ha 
constituido el establecimiento de una casuística consistente y 
coherente de control jurisdiccional por el Tribunal de Justi-
cia de la UE para prevenir o sancionar amenazas o violaciones 
provocadas por la actuación de las instituciones de un Estado 
contrarias al buen funcionamiento de los principios del Estado 
de Derecho a nivel nacional, garantizando así el derecho de tu-
tela judicial efectiva ante un tribunal independiente tal y como 
establece el artículo 47 de la CDFUE y que incumbe proteger 
al propio Tribunal conforme al artículo 19 TUE.

El pistoletazo de salida lo dio el Tribunal de Justicia con la 
sentencia del 27 de febrero de 2018 en el asunto prejudicial 
C-64/1664, relativo a si las medidas de reducción salarial apli-

rectiva 2000/78, sentencia del 6 de noviembre de 2012, basada en la infracción a dicha 
Directiva; ECLI:EU:C:2012:687.

63 Asunto C-66/18, Comisión v. Hungría, sentencia del 6 de octubre de 2020 (ECLI:EU: 
C:2020:792)

64 Associaçao Sindical dos Juízes Portugueses (EU:C.2018:117)
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cadas a los magistrados portugueses por imposición unilateral 
de otros poderes u órganos constitucionales, eran contrarias al 
principio de independencia judicial por cuanto podían dificul-
tar su trabajo y la eficacia de la justicia, así como a la cuestión 
si el poder ejecutivo podía imponer unilateralmente estas me-
didas al poder judicial.

En esta sentencia, al declarar admisible la cuestión, el Tribunal 
efectuó una interpretación de los artículos 19 TUE y 47 de 
la Carta de Derechos Fundamentales, partiendo de la premisa 
que a los tribunales nacionales les corresponde dispensar una 
tutela judicial efectiva en los ámbitos cubiertos por el Dere-
cho de la UE, incluyendo el respeto a los valores del artículo 
2 TUE, y que para que esta tutela judicial sea efectiva, es pri-
mordial preservar su independencia, lo que supone: “…que el 
órgano en cuestión ejerza sus funciones jurisdiccionales con plena 
autonomía, sin estar sometido a ningún vínculo jerárquico o de 
subordinación con respecto a terceros y sin recibir órdenes ni ins-
trucciones de ningún tipo (…) de tal modo que quede protegido 
de injerencias o presiones externas que puedan hacer peligrar la 
independencia de sus miembros a la hora de juzgar o que puedan 
influir en sus decisiones”65

Con esta innovadora interpretación, no puede sorprender que, 
a partir de la misma, la Comisión decidiera abrir una nueva 
vía con respecto a la protección del Estado de Derecho contra 
Polonia a través de procedimientos de infracción (artículos 258 
y 260 TFUE), alegando el incumplimiento por Polonia de sus 
obligaciones en lo que se refiere al respeto de los valores del ar-
tículo 2 TUE, debido a los cambios legislativos operados en el 

65 C-64/16, apartado 44. Un excelente análisis de esta línea adoptada por Tribunal de 
Justicia puede seguirse en CAMPOS SÁNCHEZ-BORDONA, Manuel: La protección 
de la independencia judicial en el Derecho de la Unión Europea. Revista de Derecho Co-
munitario Europeo 2020, nº 65, p. 11.
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poder judicial que, al minar su independencia, afectan así a las 
obligaciones que incumben a Polonia en virtud de los Tratados. 
De alguna manera, era la bala que se reservaba en la recámara, 
tras la ausencia de progresos en el procedimiento contra Po-
lonia del artículo 7.1 lanzado en diciembre de 2017 y que se 
enunciaba ya en la Comunicación de 2014 sobre el Marco del 
Estado de Derecho como vía complementaria66.

Así, la Comisión interpuso el 15 de marzo de 2018 un recurso 
por incumplimiento contra Polonia por la reducción de la edad 
de jubilación de los jueces de los tribunales ordinarios, estable-
ciendo diferencias en cuanto a la edad de jubilación por razo-
nes de sexo y la atribución al Ministro de Justicia de la facultad 
discrecional de prorrogar o no la función jurisdiccional de los 
mismos más allá de la edad de jubilación (C-192/18); seguido 
por otro recurso el 2 de octubre de 2018 por la reducción de la 
edad de jubilación de los jueces del Tribunal Supremo y la atri-
bución al Presidente de la República de la facultad discrecional 
de prorrogar o no la función jurisdiccional de los mismos más 
allá de la edad de jubilación (C-619/18).

De estos dos casos, el Tribunal dio prioridad al segundo por 
razones de afectación de la posible infracción con respecto a la 
independencia judicial en la cúpula del sistema jurisdiccional 
polaco, terminando con la sentencia del 24 de junio de 201967, 
en la que el Tribunal rebatió las alegaciones de la República 
de Polonia, quien pretendía que las normas nacionales con-
trovertidas no guardaban ninguna relación con el derecho de 
la UE, arguyendo por el contrario el Tribunal que el Tribunal 
Supremo Polaco puede verse abocado a resolver cuestiones vin-
culadas con la aplicación o la interpretación del Derecho de 

66 Ibidem nota a pie de página 46 (p. 3 de la Comunicación)
67 C-619/18 Comisión v Polonia (ECLI:EU:C:2019:531)
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la UE y que, por lo tanto, está sujeto a las exigencias de tutela 
judicial efectiva ya explicadas en el caso de la Asociación de 
Jueces Portugueses. En este sentido, la sentencia pone énfasis 
en la cuestión de la percepción de los justiciables, la cual exi-
ge excluir “toda duda legítima sobre su neutralidad con respecto 
a los intereses en litigio… y (esta legislación) permite reforzar la 
impresión de que, en realidad, podría haberse pretendido apartar 
a un grupo predeterminado de jueces del Tribunal Supremo, pues 
el Presidente de la República conserva efectivamente, no obstante 
la aplicación de la medida de reducción de la edad de jubilación a 
la totalidad de los jueces de dicho Tribunal que estaban en activo 
en el momento de la entrada en vigor de la nueva Ley del Tribunal 
Supremo, la facultad discrecional para mantener en el cargo a una 
parte de ellos”68En conclusión, el Tribunal condenó a Polonia 
por incumplimiento de sus obligaciones de respetar el artículo 
2 TUE; como hizo unos meses después en el caso C-192/18, 
alegando además en este segundo caso una infracción contra la 
Directiva 2006/54 sobre igualdad de trato.69

La consecuencia de esta jurisprudencia condenando a Polonia y 
declarando contraria al Derecho de la UE la legislación sobre la 
reducción en la edad de jubilación y la discrecionalidad con res-
pecto a las prórrogas en la función jurisdiccional, aparte de verse 
de nuevo confirmada en lo que se refiere al régimen disciplina-
rio de los jueces por la sentencia de 15 julio de 2021 en el caso 
791/1970, ha dado paso a varias cuestiones prejudiciales plantea-
das por jueces polacos y ante las cuales el Tribunal de Justicia se 
ha mostrado consistente en su respuestas, añadiendo además un 
ataque directo a la composición y forma de nombramiento de 
la Sala Disciplinaria del Tribunal Supremo Polaco encargada de 

68 Véanse en particular los considerandos 74, 85 y 86
69 Comisión v. Polonia, sentencia del 5 de noviembre de 2019 (ECLI:EU:C:2019:924)
70 Comisión v. Polonia, (ECLI:EU:C:2021:596)
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conocer los asuntos relativos a la jubilación forzosa de los magis-
trados, considerando que dicha Sala, en sus competencias y por 
su nombramiento, no cumple con las exigencias de ser un tribu-
nal independiente e imparcial, con abundante apoyo de jurispru-
dencia del Tribunal Europeo de Derechos Humanos71. Además, 
esta jurisprudencia se ha asentado con respecto a otras cuestiones 
prejudiciales procedentes de órganos judiciales de otros países, 
en particular de Rumanía.72

Y, finalmente, esta evolución jurisprudencial ha culminado con 
el asunto C-204/21 (independencia y vida privada de los jue-
ces) en el que la Comisión abrió nuevo recurso de infracción 
por considerar que la nueva legislación introducida en 2019 
modificando las competencias de la Sala disciplinaria del Tribu-
nal Supremo no se ajustaba a la jurisprudencia sentada princi-
palmente en el caso ya evocado 585/18 (A.K./Consejo Nacio-
nal del Poder Judicial).

La Comisión consideró que la ley polaca sobre el poder judicial 
socavaba la independencia de los jueces polacos y era incom-
patible con la primacía del derecho de la UE, puesto que la ley 
prohibía a los tribunales polacos aplicar directamente determi-
nadas disposiciones de la legislación de la UE que protegen 

71 Véanse en particular las sentencias A.K./Consejo Nacional del Poder Judicial y C.P. y D.O./
Tribunal Supremo de Polonia en los asuntos acumulados C-585/18, C-624/18 y C-625/18 
(ECLI:EU:C:2019:98) de 19 de noviembre de 2019; A.B. y e.a./Consejo Nacional del 
Poder Judicial de 2 de marzo de 2021 C-824/18 (ECLI:EU:C:2021:153). También 
las sentencias W.Z./SCAP-TS de 6 de octubre de 2021 sobre traslado forzoso de jueces 
C-487/19 (ECLI:EU:C:2021:798) y W.B. &X.A./Prokuratura Krajowa de 16 de no-
viembre de 2021 sobre comisiones de servicio de jueces C-748/19 (ECLI:E:C:2021:931)

72 Un excelente recorrido de todo este florilegio de jurisprudencia puede verse en ULLOA 
RUBIO, Ignacio: La primacía del Derecho de la Unión en materia de Estado de Derecho: 
un repaso a la jurisprudencia del TJUE sobre la independencia judicial. La Ley. Unión Eu-
ropea nº 104, junio 2022, p. 1. También en ERLBACHER, Friedrich y HERRMANN, 
Katarzyna: “Valores fundamentales de la Unión Europea: de los principios a las obligaciones 
jurídicas”; Op. cit. pp. 36 y ss.
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la independencia judicial y remitir al Tribunal de Justicia las 
decisiones preliminares sobre tales cuestiones. Además, la Co-
misión consideró que Polonia violaba la legislación de la UE al 
permitir que la Sala de Disciplina del Tribunal Supremo -cuya 
independencia no está garantizada- tome decisiones que reper-
cutan directamente en los jueces y en la forma en que ejercen 
su función, incluyendo la posibilidad de retirada de su inmuni-
dad o de su remuneración para removerles de un caso, creando 
así un “efecto paralizador” para los jueces, que puede afectar a 
su propia independencia. La Comisión consideraba que esto 
socava gravemente la independencia judicial y la obligación de 
garantizar una protección jurídica efectiva.

En este caso 204/21, el Tribunal ha dado una vuelta de tuerca 
más a la capacidad de reacción/ respuesta de la UE, al impo-
ner, por auto de la Vicepresidenta del Tribunal de 14 de julio 
de 2021, a instancias de la Comisión y de conformidad con el 
artículo 279 TFUE medidas provisionales consistentes en so-
licitar a Polonia la suspensión de la aplicación de la legislación 
modificada en 2019, así como la suspensión de los efectos de 
las resoluciones de la Sala Disciplinaria que hubieran autoriza-
do la incoación de un procedimiento penal contra un juez o su 
detención y, tras su no cumplimiento por Polonia, y mediante 
nuevo auto de la Vicepresidenta del Tribunal de 27 de octubre 
de 2021, también a instancias de la Comisión, le impuso una 
multa coercitiva diaria de 1 millón de euros desde el 15 de 
julio de 2021 hasta que se conformara con su auto precedente 
o hasta la fecha en la que se dictare la sentencia73; multa que, 
mediante auto del Vicepresidente del Tribunal de Justicia de 
21 de abril de 2023, se redujo a 500 000 euros diarios a partir 
de dicha fecha74. Esta multa ha estado siendo ejecutada hasta la 

73 (C-204/21 R, EU:C:2021:878),
74 (C-204/21 R-RAP, EU:C:2023:334),
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sentencia, deduciéndola de la financiación de fondos y progra-
mas del presupuesto UE asignados a Polonia.

Finalmente el TJUE, en su sentencia de la Gran Sala en este 
caso del 5 de junio de 202375, partiendo de la afirmación ro-
tunda que “el valor del Estado de Derecho forma parte de la 
identidad misma de la Unión, como ordenamiento jurídico y se 
concreta en una serie de principios que contienen obligaciones jurí-
dicamente vinculantes para los Estados miembros” (parágrafo 67) 
ha estimado el recurso de la Comisión apoyado por 5 Estados 
(Bélgica, Dinamarca, Países Bajos, Finlandia y Suecia), consi-
derando que la reforma del sistema judicial polaco de diciem-
bre de 2019, viola del Derecho de la Unión:

•  �Al atribuir competencias a la Sala disciplinaria del Tribu-
nal Supremo Polaco, cuya independencia e imparcialidad 
no están garantizadas, para pronunciarse sobre asuntos 
que inciden directamente en el estatuto de los jueces y el 
ejercicio de funciones jurisdiccionales a la hora de aplicar 
el Derecho de la Unión, afectando así directamente a la 
independencia judicial, en contradicción con el artículo 
47 de la Carta de Derechos Fundamentales (derecho a la 
tutela judicial efectiva y a un juez imparcial).

•  �Además, al imponer a los jueces la obligación de presen-
tar una declaración escrita indicando su pertenencia a 
asociaciones, fundaciones sin ánimo de lucro o afiliación 
política en el pasado, la legislación polaca vulnera el dere-
cho al respeto a la vida privada y a la protección de datos 
personales y es contraria por tanto a los artículos 7 y 8 de 
la Carta y al Reglamento General de Protección de datos 
2016/679

75 C-204/21 Comisión v. Polonia (ECLI:EU:C:2023:442)
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Más allá de la relevancia de esta sentencia en tanto “jurispru-
dencia constitucional europea”, la misma constituye también 
un ejemplo de cómo, a través de la presentación por la Co-
misión de recursos de incumplimiento por infracción al De-
recho de la Unión, el Tribunal, convirtiéndose conforme al 
artículo 19.1 del TUE en garante del respeto del Derecho de 
la UE y del principio de tutela judicial efectiva en los ámbitos 
cubiertos por el Derecho de la Unión, está siendo capaz de 
aplicar sanciones efectivas de naturaleza pecuniaria. Este caso 
C-204/21 ha implicado que de los fondos atribuidos a Polonia 
en el presupuesto de la Unión se le han retraído 670 millones 
de los fondos que le correspondieron en los presupuestos de 
2021 a 2023.

Ciertamente estas multas coercitivas son importantes, aunque 
supongan un poco menos del 2% de los fondos de la UE asig-
nados a Polonia entre 2021 y 2023, pero demuestran que la 
labor del Tribunal es muy importante, aunque no basta por sí 
sola para hacer frente a las violaciones graves de los valores del 
artículo 2 TUE y en particular en lo que se refiere al Estado 
de derecho. Más importante es que en el momento de la apro-
bación por la Comisión del Plan Nacional de Recuperación y 
Resiliencia Polaco en junio de 2022 (y Polonia dispondrá hasta 
2027 de 36.000 millones de euros suplementarios), se estable-
ció claramente que la Comisión no aprobará ningún desem-
bolso hasta que se modifique la legislación atentatoria contra el 
principio de independencia judicial de 2019.

Este control jurisdiccional por el Tribunal de Justicia de la 
UE para prevenir o sancionar amenazas o violaciones provo-
cadas por la actuación de las instituciones de un Estado con-
trarias al buen funcionamiento de los principios del Estado de 
Derecho a nivel nacional no se ha limitado solamente a Polo-
nia, siendo los casos más relevantes dos decisiones prejudiciales 
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referentes a la independencia de la justicia y el nombramiento 
de magistrados referidas a Rumanía76 y Malta.77

También es el caso de Hungría, donde, frente a la fórmula de 
perseguir una infracción contraria a normas de derecho deri-
vado, ha habido un salto cualitativo a partir de 2022, y no es 
ningún azar que haya sido a partir de la presentación del Tercer 
Informe sobre el Estado por la Comisión el 13 de julio de 2022, 
donde por primera vez se incluyeron recomendaciones específi-
cas dirigidas a los Estados miembros78. En concreto, la Comisión 
ha introducido ante el TJUE dos recursos de infracción contra 
Hungría por discriminación de las personas LGBTIQ y por res-
tringir la libertad de los medios de comunicación y el derecho 
de Klubrádió a utilizar el espectro radioeléctrico79, alegando un 
incumplimiento directo de Hungría a sus obligaciones con res-
pecto a la protección de los valores del artículo2. Es cierto que la 
Comisión ha llevado a Hungría ante el Tribunal en los últimos 
10 años en alrededor de una docena de casos por infringir las 
reglas europeas en materia de, por ejemplo, no discriminación, 
no respetar la libre prestación de servicios en el ámbito de la edu-
cación, o por ser contrarias a los principios en materia de política 
migratoria, pero es la primera vez en la que la Comisión ataca a 
Hungría directamente por incumplimiento del artículo 2 TUE.

Además, la existencia de deficiencias sistémicas en cuanto a la 
independencia de los tribunales de un país a consecuencia de 

76 Sentencia de 18 de mayo de 2021 en los casos acumulados C-83/19, C-127/19, 
C-195/19, C-291/19, C- 355/19 y C-397/19: Asociatia Forumul Judecâtorilor din 
România (ECLI:ECI:C:2021:393)

77 C-896/19, sentencia del 20 de abril de 2021 Repubblika contra Il-Prim Ministru
78 Comunicación de la Comisión sobre el Estado de Derecho en la Unión Europea (COM 

(2022) 500 final
79 Asuntos sub iudice C-76/22 (DOUE C 54 del 13.2.2023, p. 16) y C-92/23 (DOUE C 

189 del 30.5.2023, p. 12), respectivamente



68

francisco j. fonseca morillo

las interferencias del ejecutivo tiene una derivada importante 
en lo que se refiere al funcionamiento del espacio de coopera-
ción judicial penal. El TJUE en una famosa sentencia de 2018, 
en el caso “Minister for Justice and Equality”, estableció, ante 
una cuestión prejudicial plantada por el Ministerio de Justicia 
irlandés sobre si podía denegar una orden europea de detención 
y entrega solicitada por un tribunal polaco en base al artículo 
1.3 de la Decisión Marco que “El artículo 1, apartado 3, de 
la Decisión Marco 2002/584/JAI del Consejo, de 13 de junio de 
2002, relativa a la orden de  detención europea y a los procedi-
mientos de entrega entre Estados miembros, debe interpretarse en 
el sentido de que, cuando la autoridad judicial de ejecución que 
haya de pronunciarse sobre la entrega de una persona que es objeto 
de una orden de detención europea emitida a efectos del enjui-
ciamiento penal de esta disponga de datos, como los que puedan 
figurar en una propuesta motivada de la Comisión Europea, pre-
sentada  de  conformidad  con  el  artículo 7 TUE, apartado 1, 
que parezcan acreditar que existe un riesgo real de que se viole el 
derecho fundamental a un proceso equitativo (…) debido a defi-
ciencias sistémicas o generalizadas en relación con la independen-
cia del poder judicial del Estado miembro emisor, dicha autoridad 
deberá comprobar, concreta y precisamente, si (…) existen razones 
serias y fundadas para creer que dicha persona correrá tal riesgo en 
caso de ser entregada a este último Estado”80

3.5.3. El Mecanismo de condicionalidad presupuestaria

Toda la jurisprudencia evocada demuestra que la UE dispone 
de un instrumento específico para condenar las infracciones a 
los valores de la UE, incluyendo la imposición de multas coer-
citivas de naturaleza cautelar o de sanciones financieras “obiter 
dicta” tras constatarse la no conformidad con una sentencia 

80 C-216/18, sentencia del 25 de julio de 2018. ECLI:EU:C:2018:586
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(artículos 260 y 261 TFUE). Ciertamente son sanciones de 
rango limitado y constreñidas al efecto de “cosa juzgada”, pero 
han sido un buen ejemplo de la utilización del arma financiera 
“como el nervio de la guerra”.

Y esta es, precisamente, la gran arma suplementaria de la que 
se dispone institucionalmente sin necesidad de activar el artí-
culo 7 TUE, o ante el temor que el mismo sea inaplicable. Me 
refiero a la aplicación del nuevo régimen de condicionalidad 
presupuestaria establecido por el Reglamento 2020/2092 de 
16 de diciembre de 2020 sobre un régimen general de condi-
cionalidad para la protección del presupuesto de la Unión81, y 
con la implementación de los Planes de Recuperación y Resi-
liencia conforme al Reglamento 2021/241 de 12 de febrero de 
202182 nacionales en el marco del Next Generation83

Gracias a ambos instrumentos, la UE se ha dotado de dos meca-
nismos potentes que han permitido a la Comisión congelar los 
desembolsos en materia de subsidios a Polonia y Hungría a ex-
pensas de reformas que garantizaran la independencia del poder 
judicial en dichos países. Gracias a ellos, la UE dispone de armas 
concretas de reacción para amenazas o ataques a los valores del 
artículo 2 TUE, utilizando como palanca la necesidad de pro-
teger los intereses financieros de la UE cuando la tutela judicial 
efectiva esté en entredicho por causa de ataques a la independen-
cia de los sistemas judiciales nacionales y que constituye la última 
herramienta incorporada al “tool box” de la UE.

81 DOUE L 433 de 22 de diciembre, p. 1
82 Reglamento 2021/241 por el que se establece el Mecanismo de Recuperación y Resilien-

cia (DOUE» L 57, de 18 de febrero de 2021, página 17.
83 Reglamento2020/2094 de 14 de diciembre por el que se establece un Instrumento de 

Recuperación de la Unión Europea para apoyar la recuperación tras la crisis de la CO-
VID-19. (DOUE L 433 I de 22.12.2020, p. 23)
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El Reglamento 2020/2092 sobre un régimen general de condi-
cionalidad para la protección del presupuesto de la Unión, con 
base legal en el artículo 322 TFUE84, había sido propuesto por 
la Comisión el 2 de mayo de 2018, cuando presentó sus diferen-
tes propuestas legislativas para el Marco Financiero Plurianual 
2021-202785y fue fruto de una larga reflexión encabezada por 
el entonces Primer Vicepresidente de la Comisión Frans Tim-
mermans, tras la experiencia extenuante de las discusiones con 
Polonia entre 2016 y 2017 y la vía muerta en la que se convirtió 
el procedimiento del artículo 7 abierto contra dicho país.

La lógica de esta propuesta aparece desde la primera página 
de esta Comunicación, al afirmarse que: “El respeto efectivo del 
Estado de Derecho es un requisito previo para generar confianza en 
cuanto a la adecuada protección del gasto de la UE en los Estados 
miembros (…) Teniendo en cuenta la conexión entre el respeto del 
Estado de Derecho y la confianza mutua y la solidaridad finan-
ciera entre los Estados miembros de la Unión Europea, y el hecho 
de que los mecanismos de control no pueden ser eficaces si no los 
sustenta una aplicación efectiva de los sistemas de control adminis-
trativo y jurídico y de las oportunas vías de reparación en caso de 
irregularidad, las obligaciones existentes de garantizar sistemas de 
control efectivos deben complementarse con medidas que garanti-
cen el respeto del Estado de Derecho”

Por lo tanto, “Con el fin de proteger los intereses financieros 
de la Unión frente al riesgo de pérdidas financieras ocasio-
nado por las deficiencias generalizadas del Estado de Dere-
cho en un Estado miembro, debe otorgarse a la Unión Eu-

84 El Parlamento Europeo y el Consejo adoptarán mediante reglamentos (…) a) las normas 
financieras por las que se determinarán, en particular, las modalidades de establecimiento 
y ejecución del presupuesto, así como las referentes a la rendición y censura de cuentas

85 COM(2018) 324 final. Sobre la protección del presupuesto de la Unión en caso de deficien-
cias generalizadas del Estado de Derecho en los Estados miembros
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ropea la posibilidad de adoptar las medidas apropiadas en 
tales casos”

Este Reglamento fue adoptado por el procedimiento legisla-
tivo ordinario tras una larga negociación, principalmente con 
Polonia y Hungría, y solventando las dudas iniciales, incluso 
de los propios servicios jurídicos del Consejo sobre si la base 
jurídica del artículo 322 TFUE permitía alcanzar los objetivos 
pretendidos con la propuesta, o si en realidad no era un caso de 
desviación de competencias ante la falta de efectividad del pro-
cedimiento del artículo 7 TUE86. Esencial en su conclusión fue 
el acuerdo del Consejo Europeo de junio de 2020, conforme 
al cual “los intereses financieros de la Unión se han de proteger 
de conformidad con los principios generales asentados en los 
Tratados, en particular los valores establecidos en el artículo 2 
del TUE87”.

Por eso el Reglamento estableció ciertas cautelas para evitar la 
crítica anterior, particularmente, afirmando que se trata de una 
medida funcional para garantizar la gestión de los fondos de la 
UE, y no, a diferencia de la propuesta de 2018, de aplicación 
en casos de deficiencias generalizadas del Estado de Derecho en 
los Estados miembros88.

86 Véase un análisis detallado de estas negociaciones en LOUIS, Jean-Victor: op, cit., p. 
7 y ss. También en KÖLLING, Mario: El nuevo mecanismo de condicionalidad para la 
protección del presupuesto de La UE: vía libre tras la sentencia. Real Instituto Elcano, ARI 
17/2022

87 EUCO 10/20, pp. 15-16
88 Véase en particular el Considerando 17 del Reglamento: Las medidas contempladas en 

el presente Reglamento son necesarias, en particular, en los casos en que otros procedimientos 
establecidos en la legislación de la Unión no permitan proteger el presupuesto de la Unión de 
manera más eficaz. La legislación financiera de la Unión y las normas sectoriales y financieras 
aplicables ofrecen diversas posibilidades para proteger el presupuesto de la Unión, como las 
interrupciones, suspensiones o correcciones financieras vinculadas a irregularidades o a defi-
ciencias graves en los sistemas de gestión y control
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A pesar de ello, este Reglamento constituye el instrumento más 
innovador del que la UE dispone para poder responder a ame-
nazas y violaciones contra los valores del artículo 2 TUE, so-
bre todo después de la sentencia del TJUE de febrero de 2022 
desestimando los recursos de anulación contra el Reglamento 
interpuestos por Hungría y Polonia.

Me baso para ello, en la lógica de un sistema en el que, como se 
afirma en los considerandos 7, 8 y 9 del Reglamento: “el respeto 
del Estado de Derecho es una condición previa esencial para cum-
plir el principio de buena gestión financiera establecido en el ar-
tículo 317 del TFUE, (ya que) los Estados miembros sólo pueden 
garantizar la buena gestión financiera si las autoridades públicas 
actúan conforme a Derecho (…) y son objeto de un control judicial 
efectivo (donde) la independencia e imparcialidad de los jueces 
siempre deben estar garantizadas…

Con respecto al funcionamiento del mecanismo de condicio-
nalidad establecido en el Reglamento, quiero destacar los pun-
tos siguientes89:

Circunstancias que permiten su activación. De acuerdo con el 
artículo 4.1 estas circunstancias son: la vulneración de uno de 
los principios del Estado de Derecho (fijados en el artículo 3: 
independencia judicial, decisiones arbitrarias de las autorida-
des públicas, o limitar las vías de recursos judiciales); y que las 
mismas afecten, o amenacen con afectar gravemente la buena 
gestión financiera del presupuesto de la UE de un modo sufi-

89 Véase más desarrollado en: DE GREGORIO MERINO, Alberto: El nuevo régimen ge-
neral de condicionalidad para la protección del presupuesto de la Unión. Revista de Derecho 
Comunitario Europeo 2022, nº 71, pp. 11 y ss. También en BAQUERO CRUZ, Julio 
y KEPENNE, Jean-Paul: Valores fundamentales, identidad constitucional y protección del 
presupuesto de la Unión Europea contra la vulneración del Estado de Derecho, en la obra 
colectiva: 70 años de Derecho de la Unión Europea. Oficina de Publicaciones de la Unión 
Europea, Luxemburgo 2023, p.76 y ss.
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cientemente directo. Lo fundamental es que en su propuesta 
la Comisión, y en su adopción el Consejo, tienen que demos-
trar la relación entre la vulneración del Estado de Derecho y 
su afectación grave a los intereses financieros de la UE, sean en 
términos de recursos propios o de su gestión presupuestaria, 
Por eso, el artículo 4.2 del Reglamento hace una lista de las 
posibles desvirtuaciones que pueden justificar la activación del 
Reglamento y que probablemente ha constituido el centro de 
gravedad de la justificación por el TJUE de la legalidad del Re-
glamento en sus sentencias del 16 de febrero de 2022 en los ca-
sos C- 156/21 y C-157/21 y que se estudiarán a continuación90

Criterios sobre las medidas a adoptar. Estas medidas que, se-
gún el artículo 5.1 pueden consistir en la suspensión de pagos 
o compromisos, de desembolso de tramos ya aprobados, o de 
suspensión de programas, tienen que adoptarse, en cuanto a su 
volumen e importancia, de acuerdo con un criterio de propor-
cionalidad determinado a la luz de las repercusiones reales o 
potenciales, su duración y la gravedad que tengan las vulnera-
ciones del Estado en concreto (artículo 5.3)

La protección de los beneficiarios finales de programas o fon-
dos. Este fue uno de los temas más controvertidos en las nego-
ciaciones, pero, como dice el Considerando 19: “Es fundamen-
tal que los intereses legítimos de los destinatarios y beneficiarios 
finales queden adecuadamente protegidos al adoptarse medidas en 
caso de vulneraciones de los principios del Estado de Derecho”. El 
artículo 5.2 del Reglamento resuelve la cuestión estableciendo 
que cuando se imponga una medida a un Estado, sus autori-
dades siguen siendo responsables de asegurar el cumplimiento 
de las obligaciones financieras para con los destinatarios o be-
neficiarios finales, salvo que hayan estado involucrados directa-

90 BAQUERO RUIZ, Julio y KEPENNE, Jean-Paul: Op. cit. pp 77-79
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mente en la vulneración de principios del Estado de Derecho. 
A estos efectos, en el artículo 5.4 se le impone a la Comisión 
la tarea de proporcionar a los destinatarios o beneficiarios fina-
les, a través de una página web o de un portal de internet, las 
informaciones pertinentes sobre las obligaciones para con ellos 
de los Estados miembros a los que se les impongan medidas 
conforme al Reglamento.

Procedimiento de adopción de medidas. De acuerdo con el ar-
tículo 6 del Reglamento, éste comienza con una notificación 
escrita de la Comisión al Estado en cuestión, explicando los 
elementos objetivos y motivos específicos que le han hecho 
constatar que se cumplen las circunstancias del artículo 4, tras 
la cual entabla un diálogo con las autoridades del Estado du-
rante un periodo máximo de tres meses. Si al final la Comisión 
concluye que se dan las circunstancias exigibles y que el Estado 
no ha propuesto medidas correctoras, presenta una propuesta 
de decisión de ejecución al Consejo, tras dar un mes de plazo 
suplementario al Estado para avenirse, decisión de ejecución 
que el Consejo deberá adoptar por mayoría cualificada en el 
plazo máximo de tres meses.

Procedimiento de levantamiento de las medidas adoptadas. 
Conforme al artículo 7 del Reglamento, se levantarán siguien-
do el mismo procedimiento que para su adopción, tras evalua-
ción y recomendación de la Comisión.

En la infografía que figura a continuación se puede ver más en 
detalle el funcionamiento de este mecanismo de condicionali-
dad91

91 https://ec.europa.eu/info/sites/default/files/116_1_194503_rol_toolbox_factsheet_en, 
p. 5
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de veto de Polonia y Hungría al Reglamento fijando el Marco 
Financiero Plurianual, el cual, conforme al artículo 312 TFUE, 
exige la unanimidad del Consejo92.

Prueba de ello fueron las decisiones adoptadas por el Conse-
jo Europeo en su reunión del 10 y 11 de diciembre de 2020, 
reflejadas en las conclusiones del mismo bajo el título “Marco 
Financiero Plurianual y Next Generation EU”. En ellas se toma 
nota de la decisión de la Comisión de elaborar y adoptar direc-
trices sobre la manera en que debe aplicarse el Reglamento, así 
como un método para llevar a cabo su evaluación, en estrecha 
concertación con los Estados miembros. Además, en el caso de 
presentación de algún recurso de anulación, como fue el caso 
ante la interposición de sendos recursos por Hungría y Polonia 
el 11 de marzo de 2021, se decidió que las directrices se finali-
zarían tras la sentencia del Tribunal de Justicia93

Fue la interposición por Hungría y Polonia de sendos recursos de 
anulación, alegando la ausencia de una base jurídica adecuada, ya 
que la utilización del artículo 322 TFUE era puramente instru-
mental y para obviar el procedimiento previsto por los Tratados, 
esto es, el artículo 7 TUE; excediéndose así en las competencias 
atribuidas a la UE y vulnerando el principio de seguridad jurídi-
ca, lo que llevó a que la aplicación posible de este Reglamento a 
lo largo del año 2021 quedara en suspenso, hasta que el Tribunal 
de Justicia rechazó frontalmente las alegaciones de los dos Esta-
dos demandantes el 16 de febrero de 202294.

92 Se pueden seguir estas discusiones entre instituciones con más detalle en MEDINA 
BERNABÉ, Sergio: Presupuesto y valores comunes en la Unión Europea. Mecanismo de 
condicionalidad para la protección del presupuesto de la Unión y su aplicación a Hungría. 
Revista Española de Derecho Europeo 89 (2024), pp. 70- 74

93 EUCO 22/20. Véase un desarrollo de esta decisión política del Consejo Europeo en 
LOUIS, Jean-Victor: op. cit., pp. 15 y ss

94 C-156/21 Hungría v Parlamento Europeo y Consejo (ECLI:ECI:C:2022:97) y C-157/21 
Polonia v. Parlamento Europeo y Consejo (ECLI:ECI:C:2022:98)
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Así, el TJUE, con respecto a las tres razones por las que Polonia 
y Hungría pedían la anulación del Reglamento, afirma95:

Sobre la pertinencia de la base jurídica: (119 y ss.) “… pro-
cede declarar que la finalidad del Reglamento impugnado consiste, 
contrariamente a lo que alega Hungría, apoyada por la República 
de Polonia, en proteger el presupuesto de la Unión frente a los 
perjuicios ocasionados a este como resultado, de un modo suficien-
temente directo, de la vulneración de los principios del Estado de 
Derecho en los Estados miembros, y no en sancionar tal vulnera-
ción per se. /Y que) esta finalidad es coherente con la exigencia de 
que el presupuesto de la Unión se ejecute de conformidad con el 
principio de buena gestión financiera … aplicable al conjunto de 
las disposiciones del título II de la sexta parte del TFUE relativas a 
la ejecución del presupuesto de la Unión y, por tanto, en particular, 
al artículo 322 TFUE, apartado 1, letra a).

Sobre la elusión del artículo 7 (171 y ss.) “… en contra de 
lo que alega Hungría, apoyada por la República de Polonia, un 
mecanismo de condicionalidad puede también estar comprendido 
en el concepto de «normas financieras» contemplado en el artículo 
322 TFUE, apartado 1, letra a), cuando establece, para disfrutar 
de la financiación con cargo al presupuesto de la Unión, una con-
dicionalidad horizontal ligada al respeto del valor del Estado de 
Derecho por parte de los Estados miembros, recogido en el artículo 
2 TUE, y que se relacione con la ejecución del presupuesto de la 
Unión (…) De ello se deduce que, contrariamente a lo que alega 
Hungría, apoyada por la República de Polonia, por una parte, 
el Reglamento impugnado solo permite a las instituciones de la 
Unión examinar las situaciones en los Estados miembros en la me-
dida en que sean pertinentes para la buena gestión financiera del 

95 Las citas se corresponden con el C-156/21, pero se pueden encontrar en paralelo en el 
C-157/21
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presupuesto de la Unión o la protección de los intereses financieros 
de la Unión y, por otra parte, que solo pueden adoptarse medidas 
adecuadas en virtud de dicho Reglamento cuando se determine 
que tales situaciones suponen una vulneración de alguno de los 
principios del Estado de Derecho que afecta o amenaza con afectar 
gravemente, de un modo suficientemente directo, esa buena gestión 
financiera o la protección de dichos intereses financieros”.

En fin, sobre la violación de la seguridad jurídica (235 y 
ss.) “Por lo tanto, sin perjuicio de que la Comisión y el Consejo 
deben efectuar sus apreciaciones teniendo debidamente en cuenta 
las circunstancias y los contextos específicos de cada procedimiento 
incoado en virtud del Reglamento impugnado y, en particular, to-
mando en consideración las particularidades del sistema jurídico 
del Estado miembro de que se trate y el margen de apreciación de 
que dispone ese Estado miembro para garantizar la aplicación de 
los principios del Estado de Derecho, tal exigencia no es en modo 
alguno incompatible con la aplicación de criterios de apreciación 
uniformes….De ello se deduce que el procedimiento del Reglamen-
to impugnado persigue una finalidad distinta de la del procedi-
miento del artículo 7 TUE”96.

Por eso mismo, tras la sentencia inapelable del Tribunal, y no 
sólo procesalmente, sino desde el punto de vista de la fundamen-
tación jurídica, este Reglamento tiene la capacidad de convertir-
se en un instrumento vinculante y operacional para garantizar 
que las vulneraciones al Estado de Derecho no quedan impunes 
en la UE por razones políticas y de compromisos entre Estados, 

96 Particularmente importante en este punto concreto fueron las conclusiones del Abogado 
General CAMPOS SÁNCHEZ-BORDONA presentadas el 2 de diciembre de 2021 jus-
tificando que el artículo 7 TUE no autoriza al legislador a aprobar un mecanismo similar 
con exigencias menores, pero ello no significa que tenga que ser el único instrumento con 
el objetivo de proteger los valores del artículo 2 TUE, por su naturaleza estructural y por 
los derechos que se derivan de la aplicación de dichos valores (ECLI:EU:C:2021:974)
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instaurando una especie de macro condicionalidad, al recordar 
que (144) “el respeto por los Estados miembros de los valores del 
artículo 2 TUE constituye una condición necesaria para que puedan 
disfrutar de los derechos que en su favor se derivan de los Tratado”.97

Si el Tribunal de Justicia lleva años aplicando al máximo su 
función de garante del respeto del Derecho de la Unión con la 
consolidación de una jurisprudencia que marca límites al in-
cumplimiento político de los Estados en materia de vulnera-
ción de los valores del artículo 2 TUE, este Reglamento permi-
tirá a las instituciones asumir sus responsabilidades aplicando 
nuestro bien conocido “método comunitario”.

Y sus efectos se han dejado notar enseguida, pues el 2 de mar-
zo de 2022, la Comisión adoptó las directrices y el método 
para aplicar el Reglamento, de acuerdo con los compromisos 
adquiridos ante el Consejo Europeo en su sesión de 10 y 11 
de diciembre de 2020, teniendo en cuenta la sentencia del Tri-
bunal98. Al mismo tiempo, el 27 de abril, conforme al artículo 
1.1 del Reglamento, constatando la existencia de motivos ra-
zonables para iniciar el procedimiento de condicionalidad, la 
Comisión envió una notificación formal al Gobierno Húngaro 
para que pudiera responder a los elementos críticos estimados 
por la Comisión.

Esta decisión de la Comisión llevó al Parlamento Europeo a de-
sistir del recurso por omisión contra la Comisión Europea que 

97 Véase un Desarrollo más amplio en BAQUERO CRUZ; Julio y KEPPENNE, Jean-
Paul: Valores fundamentales, identidad constitucional y protección del presupuesto de la 
Unión Europea contra la vulneración del Estado de Derecho, en la obra colectiva: 70 años 
de Derecho de la Unión Europea. Oficina de Publicaciones de la Unión Europea, Luxem-
burgo 2023, p.63

98 Comunicación COM (2022) 1382 final Orientaciones para la aplicación del Reglamento 
2020/2092 sobre un régimen general de condicionalidad para la protección del presupuesto 
de la Unión.
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había presentado en octubre de 2021 por haber aceptado lains-
trucción del Consejo Europeo de no abrir el procedimiento del 
artículo 6 del Reglamento 2020/2092 hasta que el TJUE hu-
biera decidido sobre los recursos de Hungría y Polonia pidien-
do la anulación del Reglamento, mostrando así que este me-
canismo de condicionalidad presupuestaria se ha normalizado 
como instrumento legislativo para la protección del presupues-
to de la UE más allá de batallas políticas e interinstitucionales99

Tras una serie de intercambios en los que el Gobierno Húngaro 
no dio respuestas satisfactorias desde el punto de vista de la 
Comisión en cuanto a la adopción de medidas correctoras, la 
Comisión adoptó una propuesta formal de propuesta de De-
cisión de ejecución del Consejo 18 de septiembre de 2022 100, 
pidiendo que Hungría adoptara medidas legislativas formales 
para asegurar una buena gestión de los fondos europeos por 
ella percibidos a cargo del presupuesto de la UE en los cuatro 
ámbitos siguientes:

•  �irregularidades, deficiencias y carencias sistémicas en la 
contratación pública, con un funcionamiento inadecuado 
de las autoridades nacionales que ejecutan el presupuesto 
de la Unión en el contexto de los procedimientos de con-
tratación pública (por ejemplo, participación de un único 
licitador, atribución de contratos a empresas específicas 
con una cuota de mercado importante, deficiencias graves 
en la atribución de acuerdos marco, etc.);

•  �fideicomisos de interés público: dado que no están sujetos 
a normas en virtud de las Directivas de la UE sobre contra-

99 Auto del Presidente del TJUE de 8 de junio de 2022 procediendo al cierre del caso 
C-657/21

100 COM (2022) 485 final.
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tación pública, con sus problemas recurrentes relacionados 
con conflictos de intereses y la transparencia (por ejemplo, 
miembros del fideicomiso no sujetos a los requisitos sobre 
conflictos de intereses, normas sobre conflictos de inte-
reses no aplicables a los diputados, secretarios de Estado 
y otros funcionarios públicos del Gobierno que pueden 
ejercer al mismo tiempo como miembros de los consejos 
de administración de dichos fideicomisos);

•  �la falta de una estrategia general de lucha contra la corrup-
ción que abarque también los ámbitos más pertinentes de 
prevención de la corrupción; una infrautilización de toda 
la gama de instrumentos preventivos para ayudar a la in-
vestigación de la corrupción; así como una falta general de 
prevención y represión efectivas del fraude y los delitos de 
corrupción101.

Y este mecanismo es el que se ha aplicado por primera vez 
a Hungría mediante la Decisión de ejecución del Consejo 
2022/2506 de 15 de diciembre sobre medidas para la protec-
ción del presupuesto de la Unión frente a la vulneración de los 
principios del Estado de Derecho en Hungría.102

En esta Decisión el Consejo ha impuesto medidas para la pro-
tección del presupuesto de la Unión frente a las consecuencias 
de la vulneración de los principios del Estado de Derecho por 
parte de Hungría en lo que respecta a la contratación pública, 
la eficacia de la acción judicial y la lucha contra la corrupción 
en Hungría suspendiendo aproximadamente 6300 millones 
de euros en compromisos presupuestarios, lo que supone en 

101 Un seguimiento detallado del iter hasta la adopción de la Decisión de ejecución, se 
puede ver en MEDINA BERNABÉ, Sergio: Op. cit. pp. 80-85

102 DOUE L 325 de 20.12.2022, p. 94
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torno al 55% de los créditos de los programas presupuestarios 
UE afectados por la suspensión. Esta suspensión se levantará a 
partir del momento en el que Hungría adopte las medidas co-
rrectoras fijadas en la Decisión y la Comisión irá presentando 
al Consejo a estos efectos informes trimestrales hasta el mo-
mento en el que considere que se puede levantar la suspensión. 
Y hasta el momento y tras su reevaluación del 13 de diciembre 
de 2023, la Comisión no ha considerado oportuno solicitar la 
revocación de dichas medidas103

La relevancia de este mecanismo es su capacidad de respon-
der de manera política e institucional con sanciones normadas 
de mayor relevancia financiera que las multas coercitivas que 
pueda imponer el Tribunal de Justicia. Evidentemente, este 
mecanismo y su aplicación concreta debe en todo momento 
ajustarse a las condiciones de legalidad y no actuar “ultra vires”.

Por eso, hay que señalar aquí que en estos momento el Tribunal 
General ha tenido que pronunciarse sobre una serie de recursos 
presentados a lo largo de marzo de 2023 contra el dispositivo 
concreto de la Decisión de ejecución 2022/2506 por cuatro 
fideicomisos que dirigen universidades públicas húngaras, ale-
gando que el artículo 2.2 de la Decisión de ejecución vulneraba 
la igualdad de los ciudadanos de la Unión, puesto que los per-
judicados no pueden continuar con sus actividades de investi-
gación, docencia y estudio y, además, ha adjudicado los fondos 
a otras entidades, violando los derechos de los justiciables ante 
el Derecho de la UE y que constituye un principio general del 
derecho de la Unión derivado de las tradiciones constitucio-
nales comunes. Además, reclamaban que la evaluación hecha 

103 Commission Decision on the reassessment of the fulfilment of the conditions under 
Article 4 of Regulation (EU, Euratom) 2020/2092 following Council Implementing 
Decision (EU) 2022/2506 of 15 December 2022 regarding Hungary. COM(2023) 
8999 final.
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no se ajusta a las exigencias del artículo 5.3 del Reglamento 
2020/2092 y que sus premisas eran falsas

Cuatro de estos recursos han sido declarados inadmisibles por 
el Tribunal General de la UE104 y dos más estás aún sub judice, 
aunque al ser demandas cuasi idénticas y por las mismas razo-
nes que los ya declarados inadmisibles no parece que tengan 
mucho recorrido105. Independientemente de posibles recursos 
de apelación ante el TJUE, parece que la manera tajante de 
declarar inadmisibles hasta ahora cuatro de los recursos por el 
Tribunal General, muestran la solidez jurídica del mecanismo 
de condicionalidad presupuestaria y su importancia en el futu-
ro como mecanismo corrector.

Si a ello se suma el arma de no efectuar desembolsos en el mar-
co de los Planes Nacionales de Recuperación y Resiliencia, es 
obvio que este mecanismo es de una gran eficiencia. Efectiva-
mente, la condicionalidad presupuestaria no se limita al ámbito 
de aplicación del Reglamento 2020/2092, sino que se puede 
utilizar imponiendo requisitos tendentes a garantizar el respeto 
al artículo 2 TUE como parte de los hitos que figuran en cada 
uno de los Planes Nacionales de Recuperación y Resiliencia 
adoptados conforme al Reglamento 2021/241106.

104 T-115 Debreceni Egyetem v. Consejo declarado inadmisible por auto del Presiden-
te del Tribunal General de 1 de junio de 2023 (DOUE C 152 del 17.07.23, p. 51). 
T-132/23, Óbudai Egyetem v. Consejo y Comisión. T- 133/23 Állatorvostudományi 
Egyetem v. Consejo y Comisión. T-139/23 Miskolci Egyetem v. Consejo y Comisión. 
Los tres han sido declarados inadmisibles por orden del Tribunal General el 4 de abril de 
2024 (ECLI:ECI:EU:T:2024:208)

105 T-138/23 Semmelweiss Egyetem v. Consejo y T-140/23 Dunaújvaros Egyetem v. Con-
sejo y Comisión

106 Un examen detallado puede seguirse en LÓPEZ ESCUDERO, Manuel: La protección 
del Valor Estado de Derecho en la jurisprudencia del TJUE, en FARAMIÑÁN GILABERT, 
Juan Manuel, ROLDÁN BARBERO, Javier y DEL VALLE GONZÁLEZ, Alejandro: 
Unión Europea, principios democráticos y orden internacional. Liber discipolorum en home-
naje al profesor Diego J. Liñán Nogueras. p. 399
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Esta extensión de la condicionalidad a los Planes Nacionales de 
Recuperación y Resiliencia ha sido posible, puesto que la Co-
misión, considerando que “la eficacia de los sistemas judiciales, 
la prevención del fraude y la supervisión de la lucha contra el 
blanqueo de capitales” forman parte del núcleo duro de los 6 
pilares del Reglamento por el que se establece el Mecanismo de 
Recuperación y Resiliencia; y que es su obligación “velar por la 
protección efectiva de los intereses financieros de la Unión … y 
que debe recibir garantías suficientes de los Estados miembros 
en ese sentido”107, le permitía proponer congelaciones a los des-
embolsos de los fondos afectados a los Estados si consideraba 
que los hitos y objetivos establecidos en los Planes Nacionales 
de Recuperación y Resiliencia en el ámbito de la independencia 
de la justicia y de los marcos nacionales de lucha contra la co-
rrupción y los conflictos de intereses, no eran lo suficientemen-
te adecuados y debían garantizarse previamente al desembolso 
de fondos.

Y esto es lo que se ha aplicado en los casos de Polonia y Hun-
gría, puesto que la Comisión propuso al Consejo, conforme 
al artículo 20 del Reglamento, tras haber procedido al análisis 
previsto en el artículo 19 del mismo Reglamento, y consi-
derando que los Estados miembros tenían la obligación de 
adoptar, en su condición de beneficiarios o prestatarios de 
fondos, todas las medidas adecuadas para proteger los inte-
reses financieros de la Unión (artículo 22), al tiempo que se 
aprobaban los respectivos Planes Nacionales para ambos paí-
ses, congelar cualquier desembolso en estos países hasta que 
se cumplieran los hitos y objetivos más relacionados con el 
Estado de Derecho.

107 Considerandos 15 y 54, respectivamente, del Reglamento 2021/241.
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Así, el Consejo en consonancia con la recomendación específi-
ca dirigida a Polonia e incluida en el Plan Nacional referida al 
compromiso de llevar a cabo varias reformas destinadas a mejo-
rar el clima de inversión en Polonia, entre las que se incluye una 
reforma general del régimen disciplinario aplicable a los jueces 
polacos, así como otros aspectos importantes de la indepen-
dencia del poder judicial, adoptó una Decisión de ejecución el 
17 de junio de 2022108 , según la cual dichas reformas deben 
llevarse a cabo con carácter previo a la realización de desembol-
sos. En base a ello, la asignación total de Polonia, tal y como 
fue revisada por el Consejo en diciembre de 2023 al incorporar 
a su Plan Nacional los fondos del programa RePower EU109 en 
el marco del Mecanismo de Recuperación y Resiliencia, por un 
total de 59.800 millones de euros (de los que 34.500 son en 
préstamos y 25.300 en subvenciones) no será desembolsable 
hasta el cumplimiento de estos hitos y objetivos y tras su reeva-
luación por la Comisión.

La situación ha cambiado radicalmente en Polonia tras el cam-
bio de gobierno después de las elecciones de octubre de 2023.

La Comisión después de examinar el plan polaco presentado a 
principios de 2024, conteniendo salvaguardias específicas para 
garantizar la protección efectiva de los intereses financieros de 
la UE, hizo una Recomendación, tras la presentación por Polo-
nia en el Consejo de Asuntos Generales del 20 de febrero de du 
Plan de Acción “Estado de Derecho en Polonia”, el 29 de febre-
ro de 2024 en la que consideraba completados dos «superhitos» 

108 Council of the Union, doc. 9728/22, interinstitutional file 2022/0181 (NLE)
109 Plan de la Unión Europea para alejarse de los combustibles fósiles importados y acelerar la 

transición ecológica, introducida inmediatamente después de la  invasión  de  Ucrania  por  
Rusia.  Reglamento  (UE)  2023/435  de  27 de febrero de 2023 por el que se modifica 
el Reglamento (UE) 2021/241 en lo relativo a los capítulos de REPowerEU en los planes 
de recuperación y resiliencia.
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destinados a reforzar aspectos importantes de la independencia 
del poder judicial polaco, que requieren la entrada en vigor de 
una reforma del régimen disciplinario de los jueces de confor-
midad con los requisitos del Derecho de la UE, garantizando 
que la Sala Disciplinaria del Tribunal Supremo es suprimida y 
sustituida por otra Sala del Tribunal Supremo que cumpla los 
requisitos del Derecho de la Unión de un tribunal indepen-
diente e imparcial establecido por la ley; y que se reforme el 
régimen disciplinario y se establezcan salvaguardias para que 
los jueces ya no corran el riesgo de responsabilidad disciplina-
ria por el contenido de sus sentencias o por la aplicación del 
Derecho de la Unión; incluyendo además que todos los jueces 
afectados por las sentencias de la Sala Disciplinaria tienen dere-
cho a que su caso sea revisado por una nueva Sala del Tribunal 
Supremo en un plazo claro y sobre la base del nuevo régimen.

Esta recomendación ha entrado en vigor, tras el dictamen fa-
vorable del Comité Económico y Financiero, el 8 de marzo de 
2024 y ha permitido liberar un primer tramo de 6.300 millo-
nes de euros110

En el caso de Hungría, el Plan nacional engloba asimismo una 
serie de reformas institucionales clave para reforzar el Estado 
de Derecho. Estas reformas responden a las recomendaciones 
específicas por país dirigidas a Hungría en materia de Estado 
de Derecho, y sirven asimismo para proteger los intereses fi-
nancieros de la Unión. Asimismo, se espera que mejoren la efi-
ciencia y la resiliencia de la economía mediante el apoyo a la 
lucha contra la corrupción, la mejora de la competencia en la 
contratación pública y el refuerzo de la independencia judicial. 
Estas reformas se han traducido en un total de veintisiete «su-
per hitos» que se deben aplicar plena y correctamente antes de 

110 https://ec.europa.eu/commission/presscorner/detail/en/mex_24_1242
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que se pueda realizar ningún pago a Hungría con arreglo al Me-
canismo de Recuperación y Resiliencia, conforme a la Decisión 
de ejecución del Consejo de 12 de diciembre de 2022111. Tras 
la revisión al alza debida al programa RePower EU, Hungría 
dispone de un total de 10.400 millones de euros asignados a 
Hungría (6500 en subvenciones y 3900 en préstamos)

El 23 de noviembre de 2023, la Comisión, al tiempo que mo-
dificaba al alza el importe total de los fondos asignados a Hun-
gría, utilizando la cláusula del Reglamento RePower EU que 
establece que los países tienen derecho a recibir el 20% del efec-
tivo que se les asigne en el marco de este programa como “prefi-
nanciación” para proporcionar liquidez y poner en marcha pro-
yectos de energía limpia. Aprobó, en el caso de Hungría, una 
“prefinanciación” de 920 millones de euros, que se abonarán 
en dos tramos separados a lo largo de los doce meses siguientes.

Estos 920 millones de euros no están sujetos a condiciones adi-
cionales, pero el resto del plan de 10.400 millones de euros 
sigue estando estrictamente vinculado al cumplimiento de 27 
“superhitos”, una serie de reformas relacionadas con la lucha 
contra la corrupción, el refuerzo de la independencia judicial y 
el establecimiento de sistemas de auditoría112.

La utilización combinada de esta condicionalidad, tanto la ho-
rizontal establecida en el mecanismo de condicionalidad, como 
la preventiva a través del no desembolso de fondos en los Planes 
Nacionales de Recuperación, confirman la argumentación cla-
ve del Abogado General Campos Sánchez-Bordona ya desarro-

111 Consejo de la Unión, doc. 15447/22, interinstitutional file 2022/0414 (NLE)
112 Una explicación pormenorizada de todo este itinerario referido a Hungría puede se-

guirse en la Comunicación de la Comisión de 12 de enero de 2024 (COM 2024 17 
final) sobre la aplicación del Reglamento 2020/2092 sobre un régimen general de condi-
cionalidad para la protección del presupuesto de la Unión
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llada en sus conclusiones en los casos C-156/21 y C-157/21; en 
el sentido de que la UE se ha dotado un instrumento de garan-
tía de los intereses financieros propios, que sirven para proteger 
el Estado de Derecho, pero no al contrario, en tanto “plan B” 
ante las deficiencias del procedimiento del artículo 7 TUE.

Dicho esto, la utilización de estos instrumentos de condicio-
nalidad se está convirtiendo en un instrumento político muy 
importante, en el que la utilización del arma presupuestaria sir-
ve de palanca para arrancar cambios en lo que se refiere al res-
peto de los valores del artículo 2 TUE por parte de los Estados 
miembros, con unas exigencias muy estrictas sobre la “revisabi-
lidad” de las decisiones y el riesgo de discrecionalidad113. Y esto, 
sin ninguna duda traerá tensiones políticas y disputas jurídicas.

Sirva como botón de muestra el caso planteado ante el TJUE 
por diversas asociaciones de jueces europeos en el conocido 
como caso MEDEL y otros114, en que esas asociaciones pedían 
la anulación de la decisión de ejecución del Consejo de 17 de 
junio de 2022 aprobando el Plan Nacional de Polonia, argu-
mentando que los hitos y objetivos relativos a la reforma del 
sistema judicial polaco eran demasiado flexibles y permitían a 
Polonia no atenerse a la jurisprudencia del TJUE relativa al 
Estado de Derecho y a la tutela judicial efectiva. Aunque el Tri-
bunal ha declarado inadmisible dichos recursos por carecer los 
demandantes de legitimación activa para interponer un recurso 
de anulación en este caso, el Tribunal no ha podido por menos 
que subrayar que “su decisión no afecta a la obligación de Polonia 

113 URBANEJA CILLÁN, Jorge: El régimen general de condicionalidad para la protección 
del presupuesto de la Unión Europea: ¿un mecanismo efectivo de garantía del Estado de 
Derecho en los Estados miembros de la Unión Europea?. Revista Española de Derecho Eu-
ropeo78-79 p. 139

114 Auto del Tribunal General de 4 de junio de 2024 en los asuntos acumulados T-530/22 
y T-533/22 (ECLI:EU:T:2024:363)
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de remediar lo antes posible las deficiencias señaladas por el Tribu-
nal de Justicia en relación conla crisis del Estado de Derecho” 115

Y en el corto plazo, la ”garantía del Estado de Derecho” y la 
“espada de Damocles” de su activación para no efectuar des-
embolsos sobre fondos asignados, ha abierto ya una discusión 
a nivel de instituciones europeas y nacionales: si por un lado 
lleva a los Estados a ser “especialmente garantistas” en la ges-
tión de los fondos de recuperación y resiliencia, por otro lado 
aumenta la complejidad en la absorción de unos fondos (los del 
Next Generation EU), que alcanzan importes inusitados para 
la práctica de la gran mayoría de administraciones nacionales, 
corriéndose así el riesgo de su infrautilización.

Claro que la mejor respuesta para ello sea la de la necesidad 
de grandes consensos nacionales para su ejecución a los dife-
rentes niveles territoriales116 y de una mayor integración que 
exigirá un Reglamento Financiero más simplificado, pero más 
centralizado, con un refuerzo de los controles, internos por la 
OLAF y externos por el Tribunal de Cuentas, así como por la 
agilización de los procedimientos penales por fraude al presu-
puesto de la UE donde la inserción en los sistemas de acusación 
pública nacionales de la Fiscalía Europea sea real y cotidiano.

115 Apartado 118
116 Véase, en el caso español, el extenso diagnóstico de RIVERO ORTEGA, Ricardo: La 

controvertida gestión de los fondos de recuperación en España: exigencias europeas y consenso 
futuro. Revista Española de Derecho Europeo 80 (2021), p. 125
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  �IV. EVALUACIÓN DE LA SITUACIÓN: 
EL REFUERZO DE LA CAJA DE 
HERRAMIENTAS (EPPÙR SI MUÒVE)

4.1 ¿Cuál es el diagnóstico? (What’s up, Doc?)

A lo largo del capítulo anterior se ha efectuado un análisis de 
todos los instrumentos de los que dispone la UE para proteger 
el Estado de Derecho y los valores de la UE. ¿Cómo se puede 
evaluar la situación?

En primer lugar, hay que reconocer que esta “caja de herra-
mientas” se ha construido de manera reactiva frente a los acon-
tecimientos políticos que iban apareciendo, muchos de ellos 
inesperados en la vieja Europa hasta finales del siglo XX y sin 
los cuales es muy difícil entender la estructura de dicha “caja de 
herramientas”.

El más importante de ellos fue el impulso a la reunificación de 
Europa tras la caída del muro de Berlín unido a un indisimula-
do temor a la entrada en el club de “democracias en transición 
y frágiles. La mejor prueba de ello se dio durante las nego-
ciaciones del Tratado de Ámsterdam, donde incluso se llegó a 
evocar la posibilidad de una cláusula de expulsión de la UE en 
casos de regresiones democráticas o de no cumplimento con las 
exigencias para convertirse en miembro de la UE117.

117 Sobre este punto, véase SADURSKI, Wojciech: Adding bite to the bark? A story of Ar-
ticle 7, the EU enlargement and Jörg Haider. Legal Studies research, University of Sidney 
10 (2010), p. 1



92

francisco j. fonseca morillo

A ello hay que unir la emergencia de las llamadas “democra-
cias iliberales”, sobre todo a partir de la crisis financiera global 
comenzada en 2008 y que ha extendido desde dentro del club 
los ataques a los valores y a la democracia europea; ejemplo evi-
dente de lo cual es el régimen actual húngaro, pero con derivas 
inquietantes ante la fragilidad del nuevo gobierno en Polonia, 
o la situación inestable en otros países, de los cuales el ejemplo 
último es Eslovaquia, como bien señala el último informe sobre 
el Estado de Derecho de 2024.

En segundo lugar, la compleja construcción y a golpe de reac-
ción de la “caja de herramientas” de la UE ha dado lugar a una 
serie de críticas legítimas por parte del mundo académico y de 
otros actores institucionales europeos.

Estas críticas se fundan en que, aplicando la famosa distinción 
del Presidente Durao Barroso en 2012, la UE ha sufrido un 
proceso inflacionario en lo que se refiere a instrumentos de 
“mano blanda” y una timidez congénita cuando se ha inten-
tado aplicar la “mano dura”. El mejor ejemplo lo constituye 
la incapacidad de dotar de contenido real al procedimiento de 
sanciones del artículo 7 TUE y, por ende, a la infrautilización 
y virtual desaparición del intento de facilitar la vida a los Esta-
dos cuando existe un “riesgo claro y grave de violación de los 
valores del artículo 2) que quiso ser el Marco del Estado de 
Derecho118.

Además, y en este contexto reactivo teñido del síndrome de 
lo “políticamente correcto”, la actitud de las instituciones eu-
ropeas ha sido la de buscar soluciones “manieristas” ante la 
incapacidad de cortar el “nudo gordiano” de la activación del 

118 Una crítica acerada de la actitud “timorata” de las instituciones europeas puede seguirse 
en MANGAS MARTÍN, Araceli: Polonia en el punto de mira … Op. Cit. P. 1 y ass.
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“botón nuclear” del artículo 7 TUE, así como de una exigencia 
mucho mayor y cualitativa sobre el cumplimiento de los requi-
sitos del artículo 49 TUE para adherirse a la Unión. Y esto nos 
ha llevado a tener un  instrumental que se presta a la confusión 
y/o la incomprensión sobre las soluciones técnicas y “su letra 
pequeña”.

Desde el punto de vista de la confusión, el mejor ejemplo sería 
el de la coherencia de mantener como instrumentos separados 
formalmente el semestre europeo y el cuadro de indicadores de 
la justicia del mecanismo del Estado de Derecho. Obviamen-
te el semestre europeo tiene su propio ámbito material, pero 
¿por qué no tener una rúbrica específica de recomendaciones 
identificadas como Estado de Derecho y que se retroalimen-
ten con las recomendaciones del mecanismo “stricto sensu”. Y 
en cuanto al cuadro de indicadores de la justicia, ¿por qué no 
incorporarlo formalmente como parte de la primera etapa del 
ciclo anual del Estado de Derecho?

Y si hablamos de confusión, ¿cómo se explica el solapamien-
to entre el Diálogo anual del Estado de Derecho pilotado por 
el Consejo y el Mecanismo del Estado de Derecho conducido 
por la Comisión. Una de las recomendaciones del seminario 
de la Presidencia española realizado en Segovia en diciembre 
de 2023 y al que nos referiremos en el punto siguiente de este 
capítulo119 proponía su fusión en un solo ejercicio y, de facto, la 
Comisión ha convertido su Mecanismo en “Ciclo Anual”, pero 
¿por qué no se ha hecho formalmente?

Desde el punto de vista de la complejidad técnica y la com-
prensión de sus efectos reales frente a los ataques al Estado de 

119 Rule of Law in the centre of the EU political and institutional agenda. A reflection on 
the future. https://spanishpresidency.consilium.europa.eu/es/eventos/
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Derecho aunque son sin ninguna duda los dos instrumentos 
más eficaces de los que disponemos en la actualidad, hay que 
reconocer que tanto el control jurisdiccional reforzado que ha 
asumido el TJUE para defender el Estado de Derecho, como la 
aplicación del mecanismo de condicionalidad presupuestaria, 
no son percibidos en su dimensión sustantiva y se disimulan 
bajo una “niebla técnica”, salvo para los expertos. ¿No merece-
rían una mayor atención “política”? ¿Quid prodest la imagen 
que la utilización de la condicionalidad presupuestaria está te-
ñida de “realpolitik” y que los Estados condenados por el TJUE 
se dedican a “marear la perdiz”?

Esta última cuestión se ha planteado crudamente con respec-
to a la “generosidad” hacia Hungría al liberar 920 millones de 
euros del programa RePower EU a finales de 2023 para poner 
en marcha proyectos de energía limpia a cargo de los fondos 
Next Generation EU, aunque en paralelo se estuviera termi-
nando la reevaluación (negativa) sobre el cumplimiento por 
Hungría de las condiciones del artículo 4. Del Reglamento 
2020/2092.

Al margen de los argumentos formales sobre la “naturaleza” de 
las infraestructuras para las que se aprobó la prefinanciación 
de esa suma, diferente de la evaluación horizontal del meca-
nismo de condicionalidad, hay, es cierto, una razón política, 
pero de naturaleza positiva: la negociación sobre la revisión del 
Marco Financiero Plurianual 2021-2027, donde se incluía un 
mecanismo para Ucrania para el periodo 2024-2027 dotado de 
50.000 millones de euros que exigía la unanimidad. Y Hungría 
lo aceptó en la reunión del Consejo Europeo del 1 de febrero 
de 2024, ergo … 120

120 Véanse las conclusiones del Consejo Europeo en EUCO 2/24, pp 1-2
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Sin embargo y frente a ello, hay que reconocer, en tercer lugar, 
que a esta “caja de herramientas” se le puede aplicar la famosa 
expresión de Galileo “Eppùr si muòve” y que ha habido avan-
ces cualitativos en cuanto a la protección de los valores demo-
cráticos y del Estado de Derecho en la UE, insospechados hace 
apenas una década.

El mejor ejemplo es el rol político, institucional y de reper-
cusión mediática que ha adquirido el Ciclo Anual del Estado 
de Derecho y que se examina con más detalle en el apartado 
siguiente.

Estos avances cualitativos, se han dado en primer lugar con la 
revolución sobre el control judicial de ataques a la indepen-
dencia del poder judicial y al funcionamiento de las institucio-
nes nacionales en ciertos Estados miembros emprendida por el 
TJUE desde su famosa sentencia de 2018 en el asunto de los 
jueces portugueses121. ¿Alguien se podía imaginar que el Tribu-
nal de Justicia considerara que los ataques al Estado de Derecho 
a nivel nacional afectaban al propio Estado de Derecho de la 
UE y que el TJUE tenía legitimidad para garantizar el princi-
pio de tutela judicial efectiva y el derecho a un juez imparcial 
si había dudas sobre la independencia del poder judicial en un 
Estado? ... ¡Eppùr si muòve!

De igual modo, la utilización de la condicionalidad presupues-
taria se ha revelado como un instrumento de naturaleza hori-
zontal y con un efecto de forzar cambios en las legislaciones 
nacionales y prácticas administrativas contrarias al Estado de 
Derecho. Ciertamente, la pregunta sobre una utilización “po-
lítica” de este mecanismo puede plantearse, sobre todo ante su 
no aplicación a Polonia, aunque sus desafíos a la independen-

121 C-164/16 ya citado
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cia del poder judicial pueden tener una afectación presupuesta-
ria122. ¿Pero, es una cuestión de naturaleza política?,

¿o de evaluación por la Comisión de cuáles son las fronteras del 
artículo 4.1 del Reglamento 2020/2092, a la luz de la jurispru-
dencia del TJUE? Y, en cualquier caso, su utilización, así como 
la cláusula de no desembolso de los fondos previstos por el Me-
canismo de Recuperación y Resiliencia no cabe ninguna duda 
que ha jugado un papel fundamental en el cambio decidido 
adoptado por Polonia tras las elecciones de 2023 y, más tímida-
mente, por el Gobierno Húngaro a pesar de sus admoniciones 
contra “la dictadura de Bruselas”.

En lo que se refiere al artículo 7, a pesar de su inoperancia hay 
que reconocer que la presión que el mismo ejerce sobre los Es-
tados cuestionados, junto con las otras vías abiertas, ha tenido 
un efecto positivo, aunque modesto en los Estados puestos bajo 
la lupa de su escrutinio.

Es el caso observable en Polonia y que le ha permitido a la 
Comisión retirar su recomendación de 2017 y a cerrar el pro-
cedimiento el 29 de mayo de 2024, tras haberlo discutido en el 
Consejo y a resultas cerrar el solicitar en mayo de 2024 el cierre 
del procedimiento del artículo 7 abierto contra ella, al conside-
rar tras la evaluación pertinente que ya no existe un riesgo claro 
de violación grave del Estado de Derecho en Polonia, teniendo 
en cuenta las medidas puestas en marcha por el gobierno de ese 
país para abordar las preocupaciones sobre la independencia de 
la justicia, a la vez que ha reconocido la primacía del Derecho 
de la UE y se ha comprometido a aplicar todas las sentencias 

122 MEDINA BERNABÉ, Sergio: Op. cit. p. 75
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del TJUE y del Tribunal Europeo de Derechos Humanos rela-
cionadas con el Estado de Derecho123.

En conclusión: Eppùr si muòve sí, pero nos falta un salto cua-
litativo importante.

El gran salto cualitativo a dar es el de garantizar que las obliga-
ciones jurídicas exigibles conforme al artículo 49 TUE para po-
der adherirse a la Unión Europea, tienen que poder perpetuarse 
y pueden ser exigibles en tanto exigencia de constitucionalidad 
de la propia Unión y “mínima moralia” de su legitimidad. “los 
Tratados han de entenderse como un pacto constitucional inter-
generacional: las antiguas generaciones se vincularon y también 
vincularon a las generaciones presentes y futuras, por razones bien 
conocidas y de peso. La Unión es esa auto-limitación consti-
tucional o pierde su razón de ser , y el respeto estricto de los 
valores del artículo 2 TUE es exigible para “poder disfrutar de 
todos los derechos derivados de la aplicación de los Tratados” 124.

El respeto del Estado de Derecho forma parte de las obliga-
ciones de todos los Estados adquiridas en el momento de su 
adhesión a la Unión Europea, de respetar los valores comunes 
del artículo 2 del TUE. La consecuencia de este compromiso 
adquirido libre y voluntariamente es, como dice claramente el 
TJUE, en su sentencia de 20 de abril de 2021 en el caso Repu-
bblika, que “un Estado miembro no puede modificar su legislación 
de modo que dé lugar a una reducción de la protección del valor 
del Estado de Derecho, valor que se concreta, en particular, en el 
artículo 19 TUE… Así pues, los Estados miembros deben velar por 

123 Comunicado de prensa https://ec.europa.eu/commission/presscorner/detail/en/
mex_24_2986.

124 BAQUERO CRUZ, Julio: Mínima moralia: el Estado de Derecho, el método comunitario 
y el presupuesto de la Unión Europea, en Revista de Derecho Comunitario Europeo, 72 
(2023), pp. 431 y ss
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evitar, en relación con este valor, cualquier regresión de su legisla-
ción en materia de organización de la Administración de Justicia, 
absteniéndose de adoptar medidas que puedan menoscabar la in-
dependencia judicial” 125,.

El Tribunal de Justicia de la UE lo ha afirmado claramente en 
sentencias claves que han desarrollado a lo largo de este trabajo 
sentando rotundamente, en palabras de su Presidente, el prin-
cipio que estos valores son los mismos para todos, candidatos y 
miembros, puesto que ningún Estado es más igual que otros126; 
su efecto declarativo aplicado a casos concretos sometidos a su 
jurisdicción, necesita ser traducido en un principio claro en el 
propio Tratado y con consecuencias operacionales; y eso so-
lamente los pueden hacer “los dueños de los Tratados”, esto 
es, los Estados miembros de la Unión a través de las reformas 
pertinentes de los Tratados.

Naturalmente, a esta construcción “metaconstitucional” a tra-
vés de toda esta caja de herramientas le falta la llave maestra, 
esto es, la necesidad de disponer de un procedimiento de san-
ciones previsto en el artículo 7 que funcione. Hasta ahora se ha 
mostrado inoperante al ser un mecanismo intergubernamental 
bloqueado ab initio por la exigencia de unanimidad y desde 
planteamientos más propios del Derecho Internacional Públi-
co que del derecho de integración supranacional propio de la 
Unión Europea.

Tiene que dejar de ser una “espada de Damocles” utilizada como 
amenaza política a un instrumento constitucional para asegu-
rar la “lealtad constitucional” de respeto a los valores sin la cual 

125 C-896/19 ya citado
126 LENAERTS. Koen: No Member State is more equal tan others: the primacy of EU law 

and the principle of the equality of the Member States before the treaties. VerfBlog 8 de octubre 
de 2020 (https://verfassungsblog.de/no-member-state-ismore-equal-than-others/))
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no se puede ingresar en la Unión ni tampoco permanecer en 
ella. Y como mínimo hay que decir, a pesar de las dificultades 
intrínsecas de cortar este “nudo gordiano”, que forma parte del 
debate de las reformas necesarias antes de la ampliación que ha 
abierto el Consejo Europeo en junio de 2024.

En cualquier caso, ¿qué mejor demostración del refuerzo de la 
“caja de herramientas” que la mutación experimentada por el 
Mecanismo anual del Estado de Derecho?

4.2. �El Ciclo Anual del Estado de Derecho y su desarrollo 
exponencial como eje político central

Con la adopción el 24 de julio de 2024 por la Comisión del 
Quinto Informe sobre el Estado de Derecho de 2024, en el 
que se examina de manera sistemática y objetiva la evolución 
del Estado de Derecho en todos los Estados miembros con un 
ligero retraso sobre ejercicios anteriores que, más allá de los 
cálculos que pudieran hacerse sobre la prudencia ante el inicio 
de un nuevo ciclo institucional, se han debido sobre todo a la 
complejidad del ejercicio y las nuevas ambiciones en torno al 
mismo127

Este quinto Informe representa un cambio cualitativo, al con-
cebirlo no como un “Mecanismo” puramente procesal, sino 
como el elemento central de un ciclo anual de examen comple-
to del Estado de Derecho en tanto instrumento de prevención, 
que permite promover el diálogo y la sensibilización conjunta 
sobre todas las cuestiones relativas al Estado de Derecho en 
el conjunto de la Unión Europea, con la participación de to-
dos los actores políticos, institucionales y sociales implicados, 

127 Comunicación de la Comisión: Informe 2024 sobre el Estado de Derecho. La situa-
ción del Estado de Derecho en la Unión Europea. COM(2024) 800 final.
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como se analiza más adelante y con una clara dimensión inte-
rinstitucional. Con ello, se le ha dotado de una “musculatura” 
política e institucional, con la clara intención de hacer de él un 
“instrumento” central de la “caja de herramientas” de la UE 
y con vocación de constituir el eje central de la “persuasión y 
denuncia” de violaciones del Estado de Derecho, rampa de lan-
zamiento para mecanismo de reacción y respuesta reforzados.

Su análisis “cualitativo se basará en los elementos siguientes

4.2.1.� La ampliación del examen de la situación sobre el Esta-
do de Derecho a los países candidatos

Tal y como anunció la presidenta Von der Leyen en su discurso 
sobre el estado de la Unión de septiembre de 2023, el ciclo 
anual del Mecanismo del Estado de Derecho se ha ampliado 
por primera vez a los países de la ampliación que están más 
avanzados en sus negociaciones de adhesión, con el fin de im-
pulsar aún más sus reformas en materia de Estado de Derecho.

Esto significa que este año se ha evaluado a Albania, Montene-
gro, Macedonia del Norte y Serbia del mismo modo que a los 
actuales Estados miembros, por ser los Estados candidatos más 
avanzados en las negociaciones en el momento actual, encon-
trándose ya en la fase de las negociaciones formales para su ad-
hesión a la UE conforme al procedimiento del artículo 49 TUE 
y con diferentes capítulos abiertos o, incluso, provisionalmente 
cerrados128. Este informe se configura como un instrumento de 
referencia para respaldar las reformas de estos Estados en materia 
de democracia y Estado de Derecho antes de la adhesión, garan-
tizando normas estrictas y duraderas después de la adhesión.

128 Comunicación de la Comisión de 2023 sobre el paquete de ampliación de 8 de no-
viembre de 2023, COM (2023) 690 final
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Esta es sin duda una novedad importante en el ciclo anual so-
bre la situación del Estado de Derecho y prefigura, una vez 
más, la necesidad de garantizar reglas “constitucionales” que 
garanticen el respeto absoluto a los valores del artículo 2 como 
“conditio sine qua non” de pertenencia a la UE. Y ello, inde-
pendientemente del momento procesal de adhesión a la Unión.

Por supuesto es un primer paso con efectos claros a corto plazo: 
el que tanto los 27 como los candidatos se vean reflejados en 
igualdad de condiciones en “el espejo” del respeto al Estado 
de Derecho, sirviendo además de “prueba del algodón” para 
la negociación de los capítulos correspondientes en el marco 
de las negociaciones individuales de adhesión. Como es bien 
sabido, las negociaciones sobre el capítulo 23 de los 35 en los 
que se dividen todas las Conferencias Intergubernamentales de 
adhesión: “Poder judicial y Derechos Fundamentales”, dentro 
del pilar 1 de las negociaciones “Cuestiones fundamentales” 
son de las más problemáticas, y por eso este pilar “Cuestiones 
Fundamentales”, compuesto de 5 capítulos, es el primer pilar 
en abrirse y el último en cerrarse históricamente de todas las 
Conferencias Intergubernamentales.

Y, sin ninguna duda, puede ayudar, en el medio plazo, a facilitar 
propuestas concretas de reformas internas previas a la amplia-
ción, porque, como ha señalado el TJUE, si el respeto del Estado 
de Derecho, forma parte de las obligaciones de todos los Estados 
adquiridas en el momento de su adhesión a la Unión Europea, 
de respetar los valores comunes del artículo 2 del TUE, la conse-
cuencia de este compromiso adquirido libre y voluntariamente 
es, como ha dicho claramente el TJUE, que “un Estado miembro 
no puede modificar su legislación de modo que dé lugar a una reduc-
ción de la protección del valor del Estado de Derecho, valor exigible 
en los términos del artículo 19 TUE. Así pues, los Estados miembros 
deben velar por evitar, en relación con este valor, cualquier regresión 
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de su legislación en materia de organización de la Administración de 
Justicia, absteniéndose de adoptar medidas que puedan menoscabar 
la independencia judicial” 129.

Y el propio Tribunal ha remachado este concepto de obligación 
de resultado válido para todos los Estados miembros indepen-
dientemente del momento de su adhesión, en sus sentencias ya 
analizadas del 16 de febrero de 2022 en los casos Hungría/Par-
lamento y Consejo y Polonia/Parlamento y Consejo, al afirmar 
que: “el respeto de estos valores no puede reducirse a una obligación 
que un Estado candidato está obligado a cumplir para adherirse 
a la Unión y de la que puede exonerarse tras su adhesión…puesto 
que los principios que conforman el Estado de Derecho en la Unión 
Europea, también forman parte de las identidad nacional de los 
Estados miembros”130.

Por todo ello, la inclusión, en pie de igualdad de los 4 Estados 
candidatos a la negociación más avanzados, juega en beneficio 
mutuo: de los candidatos para poder efectuar las reformas ne-
cesarias en materia de respeto a los valores del artículo 2 TUE, 
y, al tiempo, para los Estados que ya son parte de la UE y para 
los cuales este respeto debe garantizarse adecuadamente por los 
Tratados. No se puede exigir a los candidatos más de lo que 
estamos dispuestos a exigirnos en clave interna.

4.2.2. Proceso y metodología del informe 2024

Cabe destacar que la evaluación contenida en los capítulos por 
país se ha elaborado de acuerdo con la metodología actualizada 

129 Sentencia ya citada de 20 de abril de 2021 en el caso “Repubblika v. Il-Prim Ministru”. 
(C-896/19 ECLI:EU:C:2021:311).

130 C-156/21 y C-157/21 (ECLI:EU:C:2022: 97 y 98, respectivamente)
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por última vez en 2022, tras amplio debate con los Estados 
miembros con vistas a garantizar que las recomendaciones in-
cluidas en el Informe reflejen la situación del Estado de Dere-
cho en cada uno de los países y la manera de mejorar los puntos 
más débiles en torno a las cuatro grandes patas del Informe que 
se analizarán más adelante. Los capítulos por país no pretenden 
ofrecer una descripción exhaustiva de todas las cuestiones rela-
cionadas con el Estado de Derecho en cada país, sino presentar 
en positivo los avances más significativos.

La evaluación hace referencia a los requisitos del Derecho de 
la UE, incluidos los resultantes de la jurisprudencia del TJUE. 
Además, las recomendaciones y dictámenes del Consejo de Eu-
ropa proporcionan un marco de referencia útil para las normas 
y las mejores prácticas pertinentes. No es un ejercicio de “name 
and shame”, sino un marco objetivo que ofrece pistas para que 
los Estados mejoren la situación en materia de respeto al Esta-
do de Derecho siguiendo sus propios parámetros de constitu-
cionalidad.

Resulta evidente que este informe se ha convertido en elemento 
central de la estrategia de respeto al Estado de Derecho a ni-
vel institucional. Este mecanismo anual se ha convertido en la 
piedra angular del diálogo con y entre los Estados miembros, 
con contactos intensificados para realizarlo, no sólo con los go-
biernos, sino también con los parlamentos nacionales y con 
representantes de las autoridades judiciales nacionales y de las 
profesiones legales, así como con representantes de los actores 
sociales y de la sociedad civil organizada más representativos a 
nivel interno. En el anexo titulado Metodología para la prepa-
ración del Informe Anual del Estado de Derecho que se recoge 
en la Parte II de este trabajo, se puede observar la riqueza de las 
fuentes de información y la consulta exhaustiva que se hace, lo 
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que permite tener una fotografía bastante realista de la situa-
ción en cada Estado131

Y ello significa, a su vez, que este ejercicio se ha convertido en 
un ejercicio importante de “name and shame”, en tanto exa-
men político de “constitucionalidad” que garantice la esencia 
del proceso de integración europea plasmada en los Tratados 
constitutivos a través de unas recomendaciones que, no siendo 
estrictamente vinculantes, constituyen la base para la efectivi-
dad de los instrumentos de respuesta.

Para ello y en aplicación del principio de cooperación leal en-
tre Estados e instituciones europeas juega un papel esencial el 
Network of Rule of Law contact points, presidido por la Co-
misión Europea, través del cual se discute la metodología del 
informe, el cuestionario anual preparado por la Comisión, los 
“stakeholders” a los que hay que consultar, a la vez que cons-
tituye el foro de referencia para compartir buenas prácticas y 
experiencias132.

Idealmente, este Mecanismo, con su metodología tan desarro-
llada debería jugar un papel mucho más central ante la apertura 
del procedimiento de sanciones del artículo 7 TUE, aunque 
para ello haya que dar seguramente pasos que implican la re-
visión de los Tratados y, en cualquier caso juega ya, como base 
técnica y administrativa, para profundizar en la vía jurispru-
dencial a través de los procedimientos de infracción o prejudi-
ciales, y para una correcta evaluación del mecanismo de con-
dicionalidad presupuestaria del Reglamento 2020/2092 sobre 

131  https: / /commission.europa.eu/document/download/e80a08e9-a5cd-4100- 
833df87548004226_en?filename=2024%20Rule%20of%20Law%20Report%20-%20
method ology.pdf )

132 Network of national contact points on the rule of law.europa.eu. El punto de contacto 
en España es el Secretario de Estado para la Unión Europea
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un régimen general de condicionalidad para la protección del 
presupuesto de la Unión.

4.2.3. El ciclo anual de diálogo sobre el Estado de Derecho y 
su inserción interinstitucional

Este informe se ha ganado un papel central en la caja de he-
rramientas en materia de Estado de Derecho del que dispone 
la Unión Europea. De ser un mecanismo anual que preten-
de señalar desviaciones o políticas que pongan en peligro el 
respeto a los valores del artículo 2 del TUE, a un Diálogo 
Anual sobre el Estado de Derecho reconocido por todos los 
actores institucionales de la UE “creador de un espacio para 
intercambios políticos constructivos entre Estados miem-
bros, donde se comparten las mejores prácticas y las lecciones 
aprendidas”133

Esta perspectiva es crucial, e implica que los Estados miembros 
y las instituciones europeas organicen de manera coordinada 
un ejercicio global de “stocktaking” que permita un ejercicio 
de “peer review” vivo y con reglas temporales claras. Además, 
ello permite identificar de manera preventiva riesgos de viola-
ciones contrarias al Estado de Derecho, que al estar sometidas 
a vigilancia colectiva pueden constituir un ejercicio efectivo del 
método de “name and shame”.

En este sentido ha tenido una gran importancia en este ejerci-
cio la coordinación política con el Diálogo anual sobre el Es-
tado de Derecho en el Consejo, que se viene efectuando desde 
2014 y que pretende ser un ejercicio anual de “peer review” 
en el que se van alternando grupos de Estados en un debate 
“horizontal” basado en los principios de objetividad, no discri-

133 Comunicación COM (2024) 800, p. 4
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minación, trato igual entre Estados, neutral y objetivo, y con 
respeto de las identidades nacionales. Este diálogo forma parte 
de las prioridades políticas del Consejo de Asuntos Generales 
de la Unión tras un periodo de letargo desde 2019134

La Presidencia española del Consejo de la Unión en el segun-
do semestre de 2023 asumió la responsabilidad de evaluar el 
funcionamiento de dicho diálogo en el seno del Consejo y su 
coordinación con el Informe más amplio liderado por la Comi-
sión, de acuerdo con las conclusiones propias de la Presidencia 
finlandesa del 19 de noviembre de 2019 tras una reunión del 
Consejo de Asuntos generales135. Ello se hizo sobre la base de 
un cuestionario enviado a todas las delegaciones en el Conse-
jo136 y dio lugar a un seminario ministerial en Segovia los días 
4 y 5 de diciembre de 2023 al que ya se ha hecho referencia en 
el apartado anterior.

Resulta evidente la complementariedad de estos dos ejerci-
cios, como se puso de relieve en la mayoría de las respuestas 
de los Estados al cuestionario de la Presidencia y en el pro-
pio seminario citado137. Por ello, independientemente de las 
competencias propias de las dos instituciones, tratadas en su 
conjunto, nos encontramos ante un instrumento bicéfalo en 
el cual el Diálogo anual bajo forma de informe de la Comi-
sión ocupa un lugar central y constituye la base comúnmente 
aceptada por ambas instituciones y por el Parlamento Euro-

134 LOUIS, Jean-Victor: Op, cit., nota 51
135 Presidency note 14173/19 on the basis of the discussion note “Enhancing respect for 

the Rule of Law in the Union”.
136 Note 10905/23 de 3 de julio de 2023 “Questionnaire for Member States on the eva-

luation of the Council’s Rule of Law dialogue”
137 FONSECA MORILLO, Francisco, BIGLINO CAMPOS, Paloma y SÁNCHEZ 

MUÑOZ, Óscar: Informe sobre la evaluación del mecanismo del Estado de Derecho y los 
desafíos que afronta la Unión Europea en materia de valores. Instituto de Estudios Euro-
peos de la Universidad de Valladolid, diciembre 2023.
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peo sobre los elementos a tener en cuenta en sus evaluaciones 
y resoluciones138.

Ambos ejercicios se insertan en el marco de un ciclo anual so-
bre el Estado de Derecho que se retroalimenta, centrado en 
el seguimiento y la cumplimentación de las recomendaciones 
dirigidas a los 27 Estados Miembros y utilizadas por el Consejo 
en su propio diálogo con grupos de países y cuyo pistoletazo 
de salida es la incorporación al ciclo anual del Estado de De-
recho de una dimensión interinstitucional, con un mecanismo 
de cooperación interinstitucional mediante el cual Consejo, 
Parlamento Europeo y Comisión discuten como se han imple-
mentado las recomendaciones en un diálogo a lo largo del oto-
ño, en paralelo a su discusión a nivel nacional entre gobiernos 
y parlamentos nacionales.

Lo más importante es consolidar un valor añadido reforzado 
y autónomo de ambos Mecanismos. Con pleno respeto de la 
autonomía institucional, pero evitando solapamientos innece-
sarios. El diálogo del Consejo es eficaz en cuanto evaluación 
“peer review” en la que se van alternando grupos de Estados 
de manera rotatoria y que constituye una base excelente en la 
preparación de los cuestionarios por la Comisión al principio 
de cada ciclo anual. Pero el Mecanismo comenzado por la Co-
misión en 2019 tiene un carácter horizontal, en el que se evalúa 
a la vez a los 27 Estados (y desde este ejercicio también a los 
candidatos) en tanto un mecanismo voluntario de supervisión 
colectivo basado en la aplicación de un trato igual para todos 
los Estados, en la aplicación rigurosa de los estándares propios 
de la UE y en el diálogo y la confianza mutua con los Estados; 
que debe servir para:

138 Comunicación COM (2024) 800 final, p. 4.
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•  �inspirar a las instituciones y a los Estados a impulsar una 
agenda legislativa con propuestas concretas garantizando 
un marco común de respeto de los valores del artículo 2;

•  �facilitar una utilización de todas las herramientas posibles, 
incluyendo la actividad jurisdiccional del TJUE y la apli-
cación de reglas de condicionalidad presupuestaria;

•  �promover un debate profundo sobre la mejor manera de 
atajar derivas de erosión del consenso constitucional euro-
peo que nos es propio.

4.2.4. Análisis de la estructura del Informe

La mejor manera de demostrar el valor añadido de este Meca-
nismo y su lugar central en la caja de herramientas de la UE es 
analizar su estructura.

El informe está estructurado, como en años precedentes, en 
los cuatro grandes pilares que se examinan a continuación. En 
cada uno de ellos se examinan todos los elementos esenciales 
para poder establecer una evaluación cualitativa, señalando en 
particular aquéllos en los que ha habido evoluciones signifi-
cativas en cada Estado y aquéllos otros en los que los desafíos 
persisten.

En función de ello, el informe incluye 31 capítulos (1 por 
Estado miembro más Albania, Macedonia del Norte, Mon-
tenegro y Serbia) con recomendaciones específicas para cada 
uno usando cuatro categorías del negativo al positivo:

•  áreas en las que no habido progresos;

•  áreas en las que ha habido algún progreso;
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•  áreas con progresos significativos; en fin,

•  �áreas en las que se han implementado las recomenda-
ciones de ejercicios anteriores.

Sistemas judiciales

Las reformas en el ámbito de la justicia han seguido ocupan-
do un lugar destacado en la agenda política durante el último 
año, y muchos Estados miembros han dado seguimiento a las 
recomendaciones de 2023 y aplicado las reformas acordadas 
en el contexto del Mecanismo de Recuperación y Resiliencia 
(MRR).

El objetivo central para asegurar la buena calidad del Estado 
de Derecho en Europa es garantizar su funcionamiento en ple-
na independencia, como derivada necesaria de una protección 
judicial efectiva para ciudadanos y empresas y esencial para el 
funcionamiento de la cooperación judicial entre Estados sin la 
cual no pueden funcionar ni el Mercado Interior y ni el ecosis-
tema propio de inversiones.

Es importante señalar, como figura en el cuadro de indicadores 
de la justicia 2024, que si en países como Finlandia, Austria, 
Suecia, Dinamarca, Luxemburgo o Irlanda, la percepción entre 
los ciudadanos sobre la independencia de su sistema judicial 
alcanza el 75%, en otros como Croacia, Polonia, Bulgaria o los 
países candidatos, ese porcentaje ronda apenas el 30%.

Lo que sí es muy positivo resaltar es que varios Estados miem-
bros (incluyendo Polonia y, tímidamente Hungría), han inicia-
do o avanzado en importantes reformas para reforzar la inde-
pendencia judicial, habiendo emprendido iniciativas legislativas 
para reforzar la independencia y la eficacia de los Consejos de 
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la Judicatura, mejorar los procedimientos de nombramiento 
de jueces, incluso en lo que respecta a sus tribunales superio-
res, o reforzar la autonomía de las fiscalías. Al mismo tiempo, 
persisten algunas preocupaciones sistémicas en relación con 
la independencia judicial y se han observado casos específicos 
de deterioro, en particular en Eslovaquia, Lituania y los países 
candidatos. Siendo significativo en esta área que el Informe di-
rige, de manera menos perentoria, pero en forma de aviso para 
navegantes, recomendaciones específicas para España (“ultime 
la renovación del Consejo General del Poder Judicial e impulse el 
proceso de adaptación del procedimiento de nombramiento de sus 
jueces-miembros, teniendo en cuenta las normas europeas sobre los 
consejos del poder judicial”).

Los Estados miembros también han introducido medidas para 
mejorar la eficiencia y la calidad de la justicia, así como para 
facilitar el acceso a la justicia y evitar demoras en los proce-
dimientos (siendo Malta, Croacia y Grecia, junto con Italia, 
donde los desafíos son mayores en este contexto). Sin embargo, 
en varios Estados miembros, la remuneración de los jueces y 
fiscales es un motivo de preocupación y ha dado lugar a dificul-
tades para contratar personal judicial cualificado (llevándose la 
palma Chipre, Portugal, Rumanía y, en particular Hungría, así 
como Macedonia del Norte.

En conclusión:

•  �el informe de este año recomienda a los Estados miem-
bros, habiéndose observado mejoras importantes, que si-
gan abordando desafíos como la necesidad de salvaguar-
dias en los procedimientos de nombramiento judicial, 
tanto para los jueces de los tribunales de instancia inferior 
como para los de los puestos de alto nivel, la autonomía 
del ministerio fiscal o la necesidad de proporcionar recur-
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sos adecuados al poder judicial, incluso en lo que respecta 
a los salarios.

Marcos anticorrupción

Es innegable que todos los indicadores internacionales sitúan 
entre los 20 primeros países a nivel mundial con los mejores 
índices en materia de lucha contra la corrupción, a más de la 
mitad de los Estados de la UE. Sin embargo, la corrupción 
sigue siendo una grave preocupación para los ciudadanos y las 
empresas de la UE139).

Los resultados del Eurobarómetro especial muestran que los 
europeos siguen preocupados por los esfuerzos de los gobiernos 
nacionales para luchar contra la corrupción: el 65 % de los 
ciudadanos cree que los casos de corrupción de alto nivel no se 
persiguen lo suficiente, y solo el 30 % piensa que los esfuerzos 
de los gobiernos para combatir la corrupción son eficaces. Del 
mismo modo, sólo el 51 % de las empresas con sede en la UE 
cree que las personas o empresas que participan en prácticas 
corruptas son detenidas o denunciadas ante las autoridades. De 
estas empresas, alrededor de tres cuartas partes creen que los 
vínculos demasiado estrechos entre las empresas y la política 
conducen a la corrupción (79 %) y que el favoritismo y la co-
rrupción socavan la competencia empresarial (74 %). En toda 
la UE, una media del 68 % de los ciudadanos y el 64 % de las 
empresas con sede en la UE consideran que la corrupción está 
demasiado extendida en sus Estados miembros.

139 Eurobarometer 548 on Corruption, and flash eurobarometer 543 on businesses’ atti-
tudes towards corruption in the EU, ambos de 2024
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Todos los Estados miembros han mejorado su marco legal e 
institucional para luchar mejor contra la corrupción, incluyen-
do los países candidatos, y una buena noticia en este sentido 
es que en el año 2024 Polonia y Suecia se hayan incorporado a 
la Fiscalía Europea, y que los cuatro candidatos han firmado o 
están negociando acuerdos de trabajo con la Fiscalía.

Además, esta tendencia de marcos estables para luchar mejor 
contra la corrupción se ha manifestado con el aumento general 
de los recursos destinados a la capacidad de los servicios de 
seguridad pública, las autoridades y el poder judiciales en esta 
área. Solamente Hungría, al igual que con su no pertenencia 
al EPPO, marca una desviación con respecto a esta tendencia 
generalizada.

Donde mayores esfuerzos son necesarios es en la adopción de 
medidas para reforzar los marcos preventivos, como los que 
regulan la actividad de los grupos de presión y los conflictos 
de intereses y las normas de declaración de bienes, o sobre las 
“puertas giratorias” entre la política y la administración y el 
mundo empresarial. Por eso, garantizar la investigación y el en-
juiciamiento eficaces de los casos de corrupción son tan impor-
tantes. Esto se refleja en las recomendaciones de este año.

Finalmente, el Informe señala las deficiencias en la implemen-
tación de la Directiva 2019/1937 sobre la protección de las 
personas que informan de infracciones al Derecho de la UE, 
la Directiva “Whistleblower”140. De hecho, en estos momentos 
sigue habiendo 12 Estados frente a los cuales la Comisión tiene 
abiertos procedimientos de infracción por no transposición o 
transposición no adecuada de la Directiva141

140 DOUE L 305 de 26.11.2019
141 Informe de la Comisión de 3 de julio de 2024, COM (2024) 269 final, p. 2.
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Este sigue siendo uno de los mayores obstáculos en la lucha 
contra la corrupción. Más allá de cuestiones legales e institucio-
nales, solamente un 43% de europeos saben que canales utilizar 
para informar de un caso de corrupción, y el 28% siguen pen-
sando que informar sobre casos de corrupción puede volverse 
en su contra; esto es, desconfían de la aplicación concreta de 
la protección teórica establecida en la Directiva 2019/1937142.

• �Además, en los países de la ampliación, aunque se han 
llevado a cabo importantes reformas, incluso a nivel cons-
titucional, para reforzar la independencia judicial y la cali-
dad de los sistemas de justicia, queda mucho por hacer, en 
particular en ámbitos relacionados con el funcionamiento 
de los órganos autónomos del poder judicial y en materia 
de nombramientos judiciales.

Libertad de prensa y pluralismo

Una prensa libre y pluralista es esencial para que exista un au-
téntico Estado de Derecho. De ahí que las presiones de medios 
políticos y económicos para controlar los medios de comuni-
cación constituya una de las mayores amenazas para la demo-
cracia y que este capítulo se haya convertido en uno de los 
elementos centrales del Informe anual sobre el Estado de Dere-
cho, siendo las asociaciones más representativas de periodistas 
actores claves en las consultas de la Comisión para redactar este 
capítulo.

Desde el anterior Informe sobre el Estado de Derecho, varios 
Estados miembros han adoptado medidas concretas para mejo-
rar la seguridad y el entorno de trabajo de los periodistas, con la 
adopción de importantes reglas a nivel de la Unión, como el Re-

142  Special Eurobarometer 548.
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glamento 2024/1083 de 11 de abril de 2024 sobre Libertad de 
medios de comunicación (EMFA)143 ya en vigor y plenamente 
aplicable a partir de agosto de 2025; y la Directiva 2024/1069 
sobre la protección de las personas que participan en la vida 
pública contra las demandas manifiestamente infundadas y 
los procedimientos judiciales abusivos (SLAPP)144. Estas reglas 
introducen disposiciones específicas sobre la transparencia en 
los propietarios de los medios de comunicación, una distribu-
ción transparente y equitativa de la publicidad institucional y el 
funcionamiento independiente de los medios de comunicación 
públicos; así como reglas introduciendo salvaguardias procesa-
les específicas en procesos de difamación contra periodistas o 
medios de comunicación, con países en los que la aplicación de 
estas reglas están estancados, sobre todo en Italia y Eslovaquia.

Además, las tareas y competencias de los reguladores naciona-
les de los medios de comunicación se han ampliado y exten-
dido, también debido a la entrada en vigor del Reglamento 
2022/2065 de Servicios Digitales de la UE de 19 de octubre145, 
a efectos de garantizar que estos reguladores sean plenamente 
independientes de los gobiernos, imparciales, transparentes y 
responsables, con medios económicos y humanos adecuados.

Sin embargo, a pesar de estas reglas contundentes y claras, en 
varios Estados miembros persisten preocupaciones en lo que 
respecta a la gobernanza independiente o la estabilidad finan-
ciera de los medios de comunicación de servicio público, la 
transparencia de la propiedad de los medios de comunicación, 
el derecho de acceso a los documentos públicos (con referencias 
críticas, por ejemplo, a la legislación española de secretos oficia-

143  DOUE  L de 17.04.2024, p. 1
144 DOUE L de 16.04.2024, p. 1
145 DOUE L 277 de 27.10.2022, p. 1
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les) y la asignación transparente y justa de la publicidad estatal .
La Comisión ha vuelto a emitir varias recomendaciones sobre 
todos estos ámbitos, incluida también la seguridad de los perio-
distas (en particular en Hungría, Eslovenia, Croacia, Bulgaria 
y Polonia).

El Informe constata desafíos importantes y estructurales en los 
países de la ampliación, en particular en lo que respecta a la 
transparencia de la propiedad de los medios de comunicación, 
la independencia de los reguladores o los medios de servicio 
público y la seguridad de los periodistas, aunque también se 
han llevado a cabo reformas en algunos de ellos para abordar 
algunas de estas cuestiones, como paso necesario para progresar 
en las negociaciones de adhesión.

Controles y contrapesos institucionales

Los Estados miembros han seguido mejorando la calidad de 
sus procesos legislativos y haciendo participar a las partes in-
teresadas en ellos, una tendencia que también se observó en 
los anteriores informes sobre el Estado de Derecho. Algunos 
Estados miembros han reforzado el estatuto y los recursos de 
las instituciones nacionales de derechos humanos, los defen-
sores del pueblo y otras autoridades independientes. En varios 
Estados miembros también han continuado las iniciativas para 
reforzar el marco y la financiación de la sociedad civil.

Sin embargo, en varios Estados miembros siguen existiendo pro-
blemas, como el uso excesivo de procedimientos acelerados o la 
calidad general de la elaboración de leyes, así como en la consul-
ta a las partes interesadas (Y España es señalada en este aspecto 
concreto, manifestando el informe dudas sobre cómo se preparó 
la Ley de Amnistía). La sociedad civil y los defensores de los de-
rechos humanos se enfrentan cada vez más a desafíos, restriccio-
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nes jurídicas y ataques, incluidas restricciones sistémicas a sus 
operaciones en determinados Estados miembros. Se trata de una 
tendencia preocupante que ya se señaló en el informe anterior.

Para abordar las cuestiones identificadas, la Comisión ha emi-
tido recomendaciones relacionadas con el funcionamiento del 
proceso legislativo, el establecimiento y funcionamiento de au-
toridades independientes y el entorno propicio para la sociedad 
civil, tanto para los actuales Estados miembros como para los 
países candidatos.

En este apartado el Quinto Informe es bastante incisivo en lo 
que se refiere a dos cuestiones vinculadas a la seguridad nacio-
nal y en la cual todos los Estados deben reforzar sus mecanis-
mos de “checks and balances”, frente a desafíos que en bastan-
tes ocasiones son externos al ámbito material del Derecho de la 
Unión y cuya amenaza procede de fuera de la Unión.

En concreto, el informe se detiene en el uso intrusivo de los 
llamados “spyware” (como el conocido Pegasus) cuyo uso ile-
gal tiene que ser sancionado e investigado y a la necesidad de 
precaverse contra la interferencia de gobiernos extranjeros que 
buscan manipular la opinión pública y distorsionar el debate 
democrático.

Estos ámbitos están fuera de las competencias formales de la 
Unión, aunque el Tribunal de Justicia haya abierto desde el án-
gulo del respeto a los derechos fundamentales una vía de inter-
vención en su condena a Hungría con respecto a su legislación 
interna en materia de transparencia de asociaciones a efectos 
de “controlar asociaciones de querencia extranjera (¡!)”146. Por 

146 Sentencia del 18 de junio de 2020 C-78/18 Comisión v. Hungría. (ECLI:EU-
:C:2020:476)
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eso en este Informe se avanza en la necesidad de profundizar 
en mecanismos de “soft law” tales como los avanzados por la 
Comisión de Venecia147 o por la Comisión en su Comunica-
ción sobre la defensa de la democracia de 2023148. En ambos 
informes se incide en la necesidad de acompañar de garantías 
reforzadas todas las legislaciones nacionales en lo que se refiere 
a la transparencia y la responsabilidad democrática de las aso-
ciaciones con influencia extranjera.

A guisa de conclusión de este desarrollo del Ciclo Anual del Es-
tado de Derecho, creo que el mismo juega ya un papel central 
y lo seguirá jugando aún más a la hora de garantizar el pleno 
respeto a los valores del artículo 2 TUE. Y ello por dos motivos:

•  �Por su asentamiento como una maquinaria perfectamente 
engrasada en cuanto a la riqueza de sus datos, a su papel 
en las agendas interinstitucionales de la UE y por su capa-
cidad de movilizar a un gran número de actores relevantes 
dentro de los Estados miembros.

•  �Porque es un instrumento decisivo para afianzar el funcio-
namiento del mecanismo de condicionalidad presupues-
taria, para efectuar el seguimiento y el cumplimiento de 
las decisiones del TJUE, y para automatizar el procedi-
miento del artículo 7.

Con esta presentación, se ha pretendido explicar la importancia 
cualitativa de este Quinto Informe más allá de su concepción 
como un instrumento de prevención y de diálogo “entre pares”. 
La experiencia nos demuestra que los Estados se toman muy en 
serio las diferentes recomendaciones que les dirige el informe, 

147 Commission Report on Funding of Associations CDL-AD (2019) 002
148 Comunicación COM (2023) 630 final de 12.12.2023
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y no sólo a efectos de evitar “riesgos reputacionales”, sino por-
que las mismas van creando un zócalo común que alimenta la 
adopción de marcos regulatorios impensables hace unos años, 
como se ha ido desgranando sobre todo en los diferentes pilares 
del informe y la labor horizontal del Tribunal de Justicia de la 
Unión Europea a través del significado que el mismo ha dotado 
al artículo 19 TUE y a la posibilidad de invocar los artículos de 
la Carta de Derechos Fundamentales de le Unión Europea, en 
particular los de su Título VI “Justicia”.

Y esto se demuestra en primer lugar desde el punto de vista 
estadístico. Dos tercios de las recomendaciones formuladas en 
el informe de 2023 (68%) se han implementado total o parcial-
mente en los diferentes Estados, convirtiendo así este Informe 
en un motor de reformas internas positivas para el Estado de 
Derecho en todos y cada uno de los Estados.

El Mecanismo del Estado de Derecho bajo forma de ciclo anual 
sobre la situación en los Estados miembros ha adquirido en 
cinco ejercicios un valor metaconstitucional. Es el momento 
central y ritualizado de evaluación, análisis y recomendación 
colectivos a partir del cual se le puede exigir a todos los Estados 
miembros su respeto estricto para “poder disfrutar de todos los 
derechos derivados de la aplicación de los Tratados”.

A mi modo de ver, nos encontramos en esta materia y en lo que 
se refiere al valor y a la aplicabilidad de las recomendaciones 
contenidas en los informes anuales, en una situación similar a 
la de la proclamación de la Carta de Derechos Fundamentales 
de la Unión Europea en el Consejo Europeo de Niza en di-
ciembre de 2001. Si bien hubo que esperar a la entrada en vigor 
del Tratado de Lisboa en 2010 para que la Carta tuviera un 
carácter jurídico vinculante con “el mismo valor jurídico que 
los Tratados” (artículo 6.1 TUE), desde el mismo momento de 
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su proclamación fue considerada por el Tribunal de Justicia de 
la UE como elemento clave de interpretación en sus decisiones, 
cuando no como Principios Generales propios del Derecho de 
la Unión Europea.

De todo ello cabe deducir que tanto los Estados como las ins-
tituciones europeas tienen, en base a los principios de coo-
peración leal y de obligación de resultado, el deber de im-
plementar y mejorar este mecanismo, que seguirá siendo de 
prevención y de fijación de una “foto exacta de la situación” y 
ya de gran utilidad política. Este Mecanismo debe servir para 
adoptar procedimientos y reglas hacia una mejor capacidad de 
respuesta de la UE en caso de violaciones a los valores del artí-
culo 2 TUE, mejorando su coordinación, reforzando la coope-
ración interinstitucional y dando un paso más en cuanto a la 
implementación de las Recomendaciones efectuadas por la Co-
misión a imagen de las recomendaciones del semestre europeo.

En cualquier caso, y a la espera de las propuestas concretas de 
la Comisión en la primavera de 2025, este Mecanismo debería 
ser la “instrucción” que permitiera adoptar medidas vinculan-
tes ante las desviaciones e infracciones a los valores del artículo 
2, mediante una ampliación del ámbito material de la condi-
cionalidad presupuestaria a corto plazo y con una modificación 
del artículo 7 in fine que hiciera de él no un instrumento de 
Derecho Internacional Público, donde el consentimiento mu-
tuo interestatal es necesario, sino un auténtico instrumento de 
Derecho “comunitario”.

Como en las viejas películas de Hollywood: to be continued!





121

  V. PERSPECTIVAS DE FUTURO

En este comienzo de nuevo ciclo institucional, existen elemen-
tos nuevos que permiten pensar que puede haber un cambio 
cualitativo en cuanto a la naturaleza y el contenido de los dife-
rentes instrumentos en materia de respeto del Estado de Dere-
cho de los que dispone la Unión, en gran medida debido a que 
el enquistamiento del procedimiento del artículo 7: “bombero 
no pisa manguera a bombero”, exige, en el marco del proceso 
de ampliación en marcha una revisión interna de los instru-
mentos de los que dispone la UE para responder a los ataques o 
derivas institucionales contrarias a los valores de la UE.

Por ello, pienso que el Consejo Europeo de 27 de junio de 
2024 ha abierto la vía para ello al adoptar una hoja de ruta para 
los futuros trabajos sobre reformas internas de la Unión “para 
dar mayor solidez a la UE y reforzar la soberanía europea”149

Dicha Hoja de Ruta tiene cuatro “líneas de actuación”, siguien-
do la Comunicación de la Comisión sobre las reformas y las 
revisiones de las políticas previas a la ampliación150 y a quien 
el propio Consejo Europeo ha encargado presentar un informe 
con elementos operativos para la primavera de 2025.

El primer bloque lleva por título “los valores, con referencia 
a los instrumentos y procesos necesarios para proteger el 
Estado de Derecho”, dando voz propia así a la importancia 
y el papel central que esta cuestión tiene hoy en la UE y sus 

149 Conclusiones del Consejo Europeo EUCO 15/24, p. 12.
150 COM (2024) 146 final de 20 de marzo de 2024.
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Estados. Como dice la Comisión en la Comunicación citada:
“El artículo 2 del TUE establece los valores en los que se funda-
menta la Unión, especialmente la democracia, el respeto de los de-
rechos humanos, incluidos los derechos de las minorías, y el Estado 
de Derecho. Cuando esos valores se exponen a desafíos, que 
proceden tanto de dentro como de fuera de la UE, es esencial 
que la UE proteja y defienda dichos valores y sus principios demo-
cráticos…

El Estado de Derecho es uno de esos valores fundamentales. Ga-
rantiza que la democracia, la igualdad y los derechos fundamen-
tales estén protegidos en toda la Unión. Crea las condiciones para 
la independencia judicial, unos sistemas de justicia equitativos y 
que funcionen correctamente, la lucha contra la corrupción, la 
delincuencia organizada y la captura del Estado, la defensa de 
los derechos fundamentales, la libertad de expresión, incluida la 
libertad de prensa y el pluralismo, y la protección de los contro-
les y equilibrios, en particular unas instituciones democráticas y 
una administración pública que funcionen adecuadamente, una 
sociedad civil libre y empoderada y una participación efectiva de 
los ciudadanos; todo lo cual se encuentra en el núcleo de las demo-
cracias fuertes. La prevención de la corrupción y la lucha contra 
este fenómeno es esencial para salvaguardar los valores de la UE y 
defender el Estado de Derecho y la confianza en los que gobiernan 
y en las instituciones públicas. También son condiciones previas 
para una economía sólida, la adecuada aplicación de las políticas 
de la UE y el buen empleo del presupuesto de la UE….

De cara al futuro, la UE debe reflexionar sobre cómo reforzar más 
sus herramientas para garantizar que realmente se defienda el Es-
tado de Derecho de forma constante en toda la UE, más allá de la 
adhesión” 151.

151 COM (2024) 146 final, pp. 4 y 5
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Más allá de la retórica propia de las conclusiones de toda reu-
nión de Jefes de Estado y de Gobierno de la UE, lo cierto es que 
en el Consejo Europeo de junio de 2024 los líderes europeos 
han adoptado una agenda estratégica 2024-2029 en la cual, a 
la hora de fijar las prioridades políticas de la UE se afirma sin 
ambages que: “nuestros valores y el Estado de Derecho son 
nuestra brújula, tanto a nivel interno como externo. Son la 
base de una Unión más fuerte, más próspera y más demo-
crática para nuestra ciudadanía”152. Y como ya hemos visto 
encarga a la Comisión que presente al Consejo Europeo en pri-
mavera de 2025 propuestas concretas.

Por ello, no puede sorprender que esta cuestión sobre cómo 
mejorar la protección de los valores y el respeto al Estado de 
Derecho será parte central de las prioridades interinstitucio-
nales que se aprobarán para el ciclo institucional que acaba 
de comenzar este otoño de 2024, tal y como ha anunciado la 
Presidenta Von der Leyen en su discurso de investidura ante 
el Parlamento Europeo el pasado 18 de julio: “La democracia 
y la economía europeas dependen del Estado de Derecho. Este 
hace que nuestra sociedad funcione y garantiza la defensa de los 
derechos, la represión de la corrupción y el cumplimiento de los 
contratos. El Estado de Derecho no tiene un punto final. Existen 
retos en toda Europa, a diferentes escalas y relativos a diferentes 
cuestiones”.153

Y en estas prioridades se fija claramente la línea de actuación 
que orientará las propuestas de la Comisión en la materia en 
primavera de 2025, partiendo de la premisa que el refuerzo del 
Estado de Derecho será trabajo cotidiano central, mejorando 

152 EUCO 15/24, p. 14
153 VON DER LEYEN, Ursula: La decisión de Europa. Orientaciones políticas para la próxi-

ma Comisión Europea 2024-2029, Estrasburgo 18 de julio de 2024, pp. 29 y 30.
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su seguimiento y reforzando el sistema de contrapoderes insti-
tucionales. En particular, en las mismas se afirma:

•  �El Informe sobre el Estado de Derecho ha puesto de 
manifiesto cómo el diálogo puede ayudar a avanzar. Ahora 
hay que consolidar el informe y velar por que considere 
todas las cuestiones en toda Europa (incluyendo en los 
países candidatos) y añadiendo una dimensión del merca-
do único al informe para abordar las cuestiones relativas al 
Estado de Derecho que afectan a las empresas

•  �La defensa del Estado de Derecho utilizando las armas 
financieras de la Unión, porque el respeto del Estado 
de Derecho es un imperativo para los fondos de la UE. 
La financiación de la UE también se dedicará a medidas 
nacionales, por ejemplo, en materia de lucha contra la co-
rrupción, y a la protección de los intereses financieros de 
la UE. Esto es, el futuro presupuesto a largo plazo debería 
contar con sólidas salvaguardias del Estado de Derecho, 
incluido el régimen general de condicionalidad, aplica-
ble a todos los fondos de la UE.

•  �Además, se deberá seguir garantizando el cumplimiento de 
los principios y reglas jurídicos mediante procedimientos 
de infracción y la aplicación reforzada efectiva del meca-
nismo del artículo 7 en una futura Unión ampliada.

Se anuncia así la perspectiva de un cambio cualitativo en la 
acción de la UE en materia de protección del Estado de De-
recho, a efectos de responder de manera eficaz, proactiva y ju-
rídicamente vinculante a los desafíos que se le plantean a Eu-
ropa en este ciclo. Y la Comisión es consciente de ello, como 
claramente señalaba en su Comunicación de 20 de marzo de 
2024.
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En primer lugar, poniendo el acento en el contexto de la am-
pliación: “Respetar esos valores y principios es una condición para 
disfrutar de todos los derechos que se derivan de la adhesión a la 
UE. Debe seguir siendo una prioridad de la UE garantizar una 
transformación profunda en los países de la ampliación que lleve al 
respeto duradero de la democracia, la igualdad y la no discrimina-
ción, los derechos fundamentales, incluidos los derechos del niño, y 
el Estado de Derecho, antes y después de que se unan a la UE” 154

Pero sin olvidar que los posibles nuevos instrumentos en ma-
teria de protección del Estado de Derecho no pueden ser fina-
listas y centrados únicamente en los países candidatos, porque, 
como se dice en la Comunicación: “la UE ha tenido que hacer 
frente a dificultades importantes relacionadas con el Estado de De-
recho, incluso en los Estados miembros”155

En el fondo hay un elemento en común en ambos casos, las 
exigencias de respeto a los valores del artículo 2 del TUE para 
poder ser miembro de la UE, tal y como aparecen en el artículo 
49 del mismo TUE, no pueden limitarse al “antes de”, tienen 
que garantizarse también “durante”.

De lo que se trata es de enunciar en los Tratados lo que ya ha 
afirmado tajantemente el TJUE: el respeto de los principios del 
Estado de Derecho constituye una obligación de resultado para los 
Estados miembros que deriva directamente de su pertenencia a la 
Unión Europea156

154 Comunicación (2024)146 final, p. 4
155 Comunicación (2024) 146 final, p. 5.
156 C-156/21 (Hungría) y C-157/21 (Polonia), apartados 231 y 169, respectivamente
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Creo que a lo largo de este artículo se han desarrollado varias 
líneas de acción que exigirán una discusión al más alto nivel 
tras la presentación por la Comisión de sus propuestas en pri-
mavera de 2025, tal y como le ha solicitado el Consejo Europeo 
en junio de 2024.

En primer lugar, los valores de la UE no pueden ser conside-
rados únicamente como una declaración de nuestros principios 
metaconstitucionales; son parte integrante de nuestro modelo 
de integración económica e intrínsecos al buen funcionamiento 
del Mercado Interior. En este sentido, más allá de las soluciones 
concretas con la utilización de los diferentes instrumentos de la 
“tool box” de la que dispone la UE, un debate sobre la vigencia 
de las condiciones que para ingresar en la UE impone el artículo 
49 TUE una vez se es miembro de pleno derecho, es necesario y 
de aplicación para todos los Estados tratados en pie de igualdad.

El artículo 7 TUE no puede ser la única arma para resolverlo, 
pues independientemente de sus posibles mejoras, es un meca-
nismo previsto para corregir violaciones; la cuestión de fondo 
es como incluir en los Tratados una fórmula que vincule la per-
tenencia a la UE con el respeto a estos valores como exigencia 
“sine qua non” para continuar siendo miembro de la Unión, 
traduciendo así lo que ya ha dejado claro el TJUE en las sen-
tencias C-156/21 y C- 157/21 ya estudiadas157.

157 el respeto de estos valores no puede reducirse a una obligación que un Estado candidato está 
obligado a cumplir para adherirse a la Unión y de la que puede exonerarse tras su adhesión 
(apartados 97 y 98).
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En segundo lugar, a pesar de sus limitaciones procesales, el 
monitoreo por las instituciones y, en particular, por la Comi-
sión, de la situación en el conjunto de los Estados miembros 
y la aceptación por las autoridades nacionales del papel de esta 
institución como guardiana de los Tratados a la hora de lide-
rar la utilización de la “caja de herramientas” en materia de 
protección de los valores de la UE, puede ser aún más eficaz 
si se refuerza en el marco del principio de cooperación leal del 
artículo 4.3 del TUE en tanto deber de aplicación general que 
no depende de la naturaleza de la competencia, tal y como lo 
ha definido el TJUE158.

En este sentido, las recomendaciones del mecanismo del Es-
tado de Derecho ganarían en eficacia si, somo ocurre con el 
semestre europeo, las mismas fueran aprobadas formalmente 
por el Consejo, yendo así hacia un modelo nuevo de “super-
visión colectiva” en la conducta de las políticas nacionales en 
defensa del Estado de Derecho y los otros valores del artículo 
2 TUE.

En tercer lugar, los mecanismos de promoción y de preven-
ción, en especial el Mecanismo sobre el Estado de Derecho en 
la Unión tiene un enorme potencial para asegurar debates en-
tre las instituciones europeas y las autoridades nacionales, así 
como con la sociedad civil organizada, para discutir sobre el 
cumplimiento de las recomendaciones y son esenciales en la 
Comunidad de Derecho que constituye la UE159. El ejemplo 
de la Plataforma de Derechos Fundamentales prevista en el Re-
glamento creador de la Agencia de Derechos Fundamentales 

158 Sentencia Deutsche Milchkontor v. Alemania del 21 de septiembre de 1983, C-215/82
159 CLOSA MONTERO, Carlos: Reinforcing EU Monitoring of the Rule of Law. Normati-

ve Arguments, Institutional Proposals and the Procedural Limitations, en Carlos CLOSA y 
KOCHENOV, Dimitry (eds.) Reinforcing Rule of Law. Oversight in the European Union. 
Cambridge 2016, p. 15
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de la UE, podría ser un buen modelo para que los principales 
representantes de la sociedad civil en materia de respeto a la 
democracia, el Estado de Derecho y los otros valores pudieran 
interactuar entre ellos y con las instituciones europeas y encon-
trar un apoyo mayor para su papel del “canario en la mina”160.

Además, el Mecanismo del Estado de Derecho, tanto desde el 
punto de vista institucional como de control colectivo “meta-
constitucional”, va mucho más allá de un ejercicio burocrático 
y, cada vez más, será el instrumento de evaluación que a través 
de sus recomendaciones ofreciendo una foto lo más exacta y 
ponderada posible de la situación en materia de Estado de De-
recho en los Estados miembros, permita emprender actuacio-
nes concretas “coercitivas” frente a aquellos Estados que infrin-
jan sus obligaciones conforme al artículo 2 del TUE.

En cuarto lugar, la UE ha alcanzado un nivel de respuesta ante 
ataques o amenazas al Estado de Derecho que ha ido mucho 
más lejos de las expectativas, en particular con la consolidación 
de la jurisprudencia del Tribunal de Justicia defendiendo sus 
prerrogativas del artículo 19 TUE y la necesidad de garantizar 
una tutela judicial efectiva dentro de cada Estado y a cargo de 
los más altos Tribunales de los mismos; pero es necesario que 
este activismo se traduzca en cambios para evitar una colisión 
frontal de trenes entre el Tribunal de Luxemburgo y los Tribu-
nales Supremos y/o Constitucionales nacionales, celosos estos 
últimos de sus competencias “Montesquieunanas”.

¿Es impensable establecer mecanismos de concertación entre las 
magistraturas supremas nacionales y el TJUE basándose en el es-
píritu del artículo 82.1.d TFUE más allá de la cooperación judi-

160 Reglamento 168/2007 de 15 de febrero, por el que se crea una Agencia de los Derechos 
Fundamentales de la Unión Europea, artículo 10.
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cial penal y respetando el papel que el artículo 19 TUE atribuye 
a este último? ¿No se podría utilizar el artículo 74 del TFUE para 
crear un mecanismo de cooperación administrativa establecien-
do un Foro europeo de diálogo judicial e intercambio de buenas 
prácticas entre los órganos jurisdiccionales de los Estados miem-
bros sobre la aplicación concreta a nivel nacional de la defensa 
de los valores de la UE y, en particular, del Estado de Derecho?

En quinto lugar, el mecanismo de condicionalidad presupues-
taria y la congelación de desembolsos a los Estados dentro del 
Mecanismo de Recuperación y Resiliencia, cuando el Estado 
no pueda demostrar el cumplimiento de los hitos y los objeti-
vos en cuanto a las reformas que garanticen una independencia 
del poder judicial y unos marcos de lucha anticorrupción y 
de control de los conflictos de interés, incluidos en sus Planes 
Nacionales, se ha mostrado como un arma poderosa. Empero, 
el problema es que las decisiones sobre importes financieros 
retenidos forman parte del “do ut des” político entre Estados, 
como se ha demostrado con Hungría y la necesidad de que no 
vetara en febrero de 2024 el mecanismo de ayuda a Ucrania de 
50.000 millones de euros para 2024-2027.

Además, la batalla jurídica sobre si este mecanismo de condi-
cionalidad es un espurio “plan B” para evitar los bloqueos del 
artículo 7 está lejos de poder considerarse cerrada. En particu-
lar, si se intentara ampliar su ámbito material para una mejor 
protección del Mercado Interior cuando existen dudas sobre el 
derecho a la tutela judicial efectiva y a un juez imparcial ante 
los ataques que puedan ocurrir en Estados miembros contrarios 
a la independencia judicial, más allá de la protección estricta de 
los intereses financieros de la UE.

Todo lo anterior, en conclusión, no nos puede hacer ignorar 
que estos instrumentos tienen un alcance limitado y que el 
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nudo gordiano sigue siendo la incapacidad del procedimiento 
previsto en el artículo 7 del TUE para sancionar violaciones 
(o riesgos de) graves y persistentes de los valores del artículo 
2. Y la solución objetiva es simple, aunque parezca imposible 
políticamente: convertir el procedimiento del artículo 7 no en 
un mecanismo de Derecho Internacional Público basado en la 
soberanía, sino en otro más acorde con el método comunitario 
en una Unión basada en la fusión parcial de soberanía.

En este sentido, la reforma del artículo 7, con todas las dificul-
tades que ello supone dadas las diferencias entre los Estados es 
esencial. Pero, si hay que poner el dedo en la llaga, el procedi-
miento de sanciones solo puede funcionar si:

•  �Se cambia la regla de la unanimidad por la de una mayoría 
hiper cualificada como la que se da en la política exterior 
y de seguridad común, que exige un 55% de Estados que 
representen un 72% de la población (238.3.b TFUE), o 
incluso mayor y, en cualquier caso, acompañada de un 
“código de conducta” para que un Estado que se encuen-
tre en una situación potencialmente similar se abstenga.

•  �Si, como solicitó la Comisión en la CIG que dio lugar al 
Tratado de Ámsterdam sin éxito, en caso de bloqueo la 
Comisión, el Parlamento Europeo o 1/3 de los Estados 
puedan solicitar un dictamen previo al TJUE161 De pros-
perar esta idea (introduciendo un nuevo artículo 269 bis 
TFUE), si el TJUE constatare el riesgo grave o la violación 
directamente, el procedimiento seguiría con las reglas nor-
males de la mayoría cualificada.

161 PÉREZ GONZÁLEZ, Manuel: La Unión Europea y sus principios básicos. En OREJA 
AGUIRRE, Marcelino y FONSECA MORILLO, Francisco: El Tratado de Ámsterdam de 
la Unión Europea. Análisis y comentarios. Mc Graw Hill, Madrid 1998, p. 149.
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•  �Subsidiariamente se revitaliza el procedimiento del Marco 
del Estado de Derecho, sea dentro del dispositivo formal 
del artículo 7, o por decisión autónoma. Se debería hacer 
de él un ejercicio interinstitucional en el cual, tras el diálo-
go entre la Comisión y el Estado miembro se pronuncia-
ran Consejo y Parlamento a propuesta de la Comisión y se 
pasara ya al procedimiento propiamente dicho del actual 
artículo 7 TUE.

•  �También podría ser la oportunidad para ampliar el ámbito 
material del Reglamento 2020/2092 de condicionalidad 
presupuestaria. Si se llegara a una situación de bloqueo 
dentro del procedimiento del artículo 7, una mayoría cua-
lificada podría dar la “luz verde” que sirviera de autori-
zación para que la Comisión propusiera una decisión de 
ejecución del Consejo directamente.

En suma, si el respeto del artículo 2 TUE es una exigencia 
“constitucional” para ingresar en la UE (artículo 49 TUE), esta 
exigencia “constitucional” debe ser mantenido a todo lo largo 
de la membresía en la UE, y el artículo 7 TUE no es apto para 
ello. Se necesita un arma de “última instancia” allí donde ni el 
Tribunal, ni la condicionalidad presupuestaria, ni el Mecanis-
mo del Estado de Derecho pueden llegar si fallan todas las fases 
preventivas, de evaluación y de recomendación.

Y esto no es una exigencia maximalista, es una exigencia para 
evitar la involución del proceso de integración política europeo 
desafiado como nunca hasta ahora tanto interna como externa-
mente162

162 BAQUERO CRUZ, Julio: El Estado de Derecho y el método comunitario. Claves de 
Razón Práctica 285 (2022), p. 72
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Como reflexión final quisiera apuntar lo que dos miembros del 
Servicio Jurídico de la Comisión, en un trabajo que ya se ha 
citado, plantean retóricamente: ¿por qué es tan importante ga-
rantizar esta protección?; ¿por qué iba a ser necesario que las 
instituciones europeas dediquen sus escasos recursos a ello y 
entablen acalorados debates con los Estados?; ¿no sería mejor 
que la UE concentrase sus esfuerzos en garantizar la aplicación 
del derecho europeo en sus competencias propias?; y ¿con este 
afán en el respeto del Estado de Derecho no estaremos provo-
cando retrasos en acciones de la UE en beneficio de los ciuda-
danos hasta que el TJUE decide?

Y la respuesta se la dan los mismos autores al afirmar que “los 
valores de la UE son los principios estructuradores que todos los 
actores en la Unión se esfuerzan por alcanzar (…) tratando de 
diseñar políticas coherentes y con visión de futuro. Estos valores 
importan porque orientan la acción para promover y reforzar este 
modelo de gobernanza en un contexto geopolítico caracterizado por 
la adversidad, la multipolaridad y el debilitamiento general de la 
concepción liberal de la sociedad” 163

Claro que importan los valores, son el pilar mismo de la 
construcción de la UE.

Y como diría el Premio Nobel de Literatura Bob DYLAN:

The answer, my friend, is blowin’ in the wind  
The answer is blowin’ in the wind

163 ERLBACHER, Friedrich y HERRMANN, Katarzyna: Op. cit. p. 59
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comunicación y la libertad de expresión. Desde mayo de 2024 existen nuevas disposiciones 
legislativas de la UE para frenar las DECPP104 y se ha animado a los Estados miembros a que 
adopten medidas adicionales105. Además, el Reglamento Europeo sobre la Libertad de los 
Medios de Comunicación ha establecido requisitos para la protección efectiva de las fuentes 
periodísticas y las comunicaciones confidenciales y salvaguardias contra el despliegue de 
programas informáticos de vigilancia intrusivos. 

Tras la positiva evolución reconocida en el informe de 2023 en algunos Estados miembros, 
otros también han seguido las recomendaciones formuladas en los informes de 2023 y 2022. 
En Croacia prosiguen los esfuerzos de sensibilización en relación con las DECPP dirigidas a 
periodistas, aunque los avances son limitados. En Lituania, el Gobierno ha adoptado un plan 
de acción para promover la seguridad y la protección de los periodistas y continúa reforzando 
su protección contra los litigios abusivos. En Luxemburgo, el Gobierno se ha comprometido 
a reforzar la seguridad de los periodistas y se espera que un nuevo proyecto de ley introduzca 
salvaguardias para la protección de los periodistas en Eslovenia. Sin embargo, los procesos 
de reforma se han estancado en Chipre y Malta. En Eslovaquia, a pesar de que se han 
producido algunos avances relativos a los mecanismos destinados a mejorar la seguridad de 
los periodistas, cada vez hay más preocupación en relación con el empeoramiento de su 
entorno de trabajo. Tanto en Montenegro como en Macedonia del Norte, las modificaciones 
legislativas prevén sanciones más severas en caso de actos violentos o intimidación contra 
periodistas.  

En concreto sobre la amenaza de las DECPP y en respuesta a las recomendaciones de 2023 y 
2022, Grecia e Irlanda han avanzado en el trabajo legislativo para introducir garantías 
procesales específicas o revisar sus leyes sobre difamación, mientras que la reforma del 
régimen de difamación está estancada en Italia y también en Eslovaquia. Macedonia del 
Norte ha introducido modificaciones legislativas que restringen el margen para incoar 
procedimientos de DECPP contra organizaciones de medios de comunicación y periodistas, y 
reducen las multas aplicadas en casos de difamación.  

3.4 Otras cuestiones institucionales relacionadas con el sistema de contrapoderes 
institucionales  

Un sistema de contrapoderes institucionales que funcione correctamente es fundamental para 
el Estado de Derecho y establece un sistema de control mutuo, en el que el poder ejercido por 
una autoridad del Estado está sujeto al control de otras, aunque su organización varía en 
función de las diferentes tradiciones jurídicas y constitucionales nacionales. Un proceso 
legislativo abierto y la atención a la calidad de la legislación tienen un efecto a largo plazo en 
la capacidad de garantizar el Estado de Derecho. La estabilidad y la calidad del proceso 
legislativo son también indicadores clave para la confianza en la protección de las 
inversiones. Las organizaciones de la sociedad civil y autoridades independientes, como las 
instituciones nacionales de derechos humanos, los organismos de igualdad y los Defensores 

 
104 Directiva (UE) 2024/1069 relativa a la protección de las personas que se implican en la participación pública 

frente a pretensiones manifiestamente infundadas o acciones judiciales abusivas («demandas estratégicas 
contra la participación pública»). 

105  La Recomendación de la Comisión de 2022 [C(2022) 2428 final, de 27 de abril de 2022] incluye medidas 
relacionadas con la difamación, la formación, la sensibilización, los mecanismos de asistencia, la 
recopilación y presentación de datos y el seguimiento. La Comisión está en contacto con los Estados 
miembros para elaborar un informe sobre su seguimiento de la Recomendación. El Consejo de Europa 
también adoptó una Recomendación para contrarrestar el uso de las demandas estratégicas contra la 
participación pública (DECPP) en abril de 2024. 
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EN 7 EN

Decision No 1118/2023 of 31 March, the Action Plan (scheduled between 2023 –
2026) was adopted28.

(27) In accordance with Hungary’s Second Quarterly Report, the Action Plan includes 14 
measures aimed at improving the competition in public procurement, measures that are 
linked to objectives to be achieved, deadlines, responsibilites and 
monitoring/verification methods. Furthermore, the measures were grouped in 4 
categories, i.e. a) measures of horizontal nature, b) measures to reduce administrative 
burden, c) measures that support the access to and participation in public procurement 
procedures, and d) measures that focus on the development of skills regarding public 
procurement.

(28) The Commission considers that the actions laid down in the Action Plan seem 
appropriate and give the impression that a genuine effort was taken to address many of 
the shortcomings that were identified in the past. If properly implemented, those 
actions are likely to enhance transparency, the quality of data and access to 
information. In particular, it is to be commended the intention to review the fees 
applicable for appeals and with the potential perspective of lowering the current fees 
that were often criticized in the past for being disproportionately high.

(29) At the same time, the Commission notes that Hungary, as it has committed to under 
the remedial measure, should ensure the effective monitoring of progress in the 
implementation of the actions under the Action Plan. This would be achieved by 
setting out specific and measurable yearly objectives and by assigning relevant 
indicators to each of the actions.

2.2.3. Training to be provided for micro, small and medium-sized enterprises on public 
procurement practices29

(30) The Hungarian Government undertook to provide free-of-charge training occasions for 
at least 2 200 micro, small and medium-sized enterprises (‘SMEs’), in order to 
facilitate their participation in public procurement procedures. The trainings are to be
designed and hosted by public procurement experts, based on newly developed e-
learning materials enabling individual participation or personal training occasions 
(either online or in-person), the development of which will be coordinated by the 
Ministry responsible for public procurement.

(31) The first deadline to be met is 31 March 2024, by which the Government should 
provide training occasions for 1 000 SMEs. The Government also undertook to 
provide such trainings for at least a further 1 200 SMEs by 30 June 2026.

(32) In the Third Quarterly Report, Hungary provided updates on the implementation of 
this remedial measure. It confirmed the completion of the three public procurement 
teaching materials that form the basis of the training system. Furthermore, the 
Hungarian Government informed the Commission services that in August 2023, 
information leaflets started being sent out to SMEs.

(33) As a result, at this stage, the Commission finds that the implementation of this 
remedial measure is progressing in a timely manner.

28 Published in No 47 of 2023 of the Hungarian Official Gazette.
29 Remedial measure (m) under the Council Implementing Decision.
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Con la venia del Excmo. Sr. presidente, Excmos. colegas de la 
Academia, autoridades, amigos todos, señoras y señores. 

Me corresponde la enorme alegría, y el alto honor, de contestar 
en nombre de nuestra Real Corporación al brillante discurso 
de ingreso del Dr. Francisco Fonseca, hoy y aquí en la sede de 
la representación de la Comisión y del Parlamento Europeo en 
España. Ningún lugar hubiera sido más apropiado para alber-
gar esta solemne y bonita ocasión, dadas las vinculaciones per-
sonales y profesionales del recipiendario con las instituciones 
europeas que han sido el centro de su vida durante 35 años de 
larga y proficua contribución a la Unión Europea. 

Lo hago con enorme satisfacción por varias razones: en primer 
lugar, por contestar y debatir intelectualmente con un buen 
amigo de largo radio, y amplio recorrido; en segundo lugar, por 
el alto honor que supone recibir este encargo de la Academia; y 
por último por el estímulo y desafío intelectual que representa 
para un economista contestar a un jurista de máximo prestigio 
en una temática de enorme y elevado contenido jurídico.

Agradezco muy sinceramente al Excmo. Sr. Presidente Dr. Al-
fredo Rocafort, y a la Junta de Gobierno que me hayan elegido 
para este reto. 

Este humilde economista contestará desde el sentido común y 
la observación que la cuantificación financiera y económica nos 
permite convertir en comprensible para el ser humano normal 
una elevada digresión jurídica propia de juristas de altos vuelos 
y difícilmente accesible para el ciudadano de a píe. 

Cierto es, que, en estos actos, y en estas instituciones que hoy 
nos reciben lo que se exige es el máximo rigor científico e inte-
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lectual, pero no es menos cierto, que han sido concebidas para 
la mejora de la ciencia y para la resolución de los grandes de-
safíos de nuestra sociedad, que difícilmente podrán alcanzarse 
solo con el entendimiento de las elites intelectuales, y dando la 
espalda al pueblo “llano y soberano”.

Tal es mi misión hoy aquí, de manera que ruego indulgencia 
intelectual y jurídica, solicitando y agradeciendo una escucha 
sencilla, practica y colaborativa, para entender los mensajes 
que, desde el rigor científico y jurídico, el Dr. Fonseca trata de 
trasmitir a la ciudadanía, además de al Cuerpo Académico. 

Y ello es así porque a la ciudadanía española, y europea, ha de 
interesarnos mucho el contenido del discurso del Dr. Fonseca, 
sobre el Estado de Derecho en la Unión Europea, del que de-
pende todo lo demás, puesto que sin Estado de Derecho difícil-
mente tendremos una vida tranquila, justa y prospera. 

Nuestro nuevo colega podría definirse profesionalmente como 
un alto funcionario de la Unión Europea y un gran experto en 
asuntos relacionados con la justicia y con los temas financieros 
europeos. Tiene la sobriedad y seriedad de los nacidos en tierras 
castellanas del norte, original de Valladolid se licencia en Cien-
cias Políticas primero, para más tarde doctorarse en Derecho 
por la Universidad de su ciudad natal.

Es profesor de Derecho Internacional Público y Relaciones Inter-
nacionales en la Universidad de Valladolid donde también dirige 
el Instituto de Estudios Europeos desde 2022. Fue, así mismo, 
profesor asociado de Derecho en el CEU San Pablo de Madrid. 

Una constante del Dr. Fonseca que le ha distinguido ha sido 
su esfuerzo por compaginar sus altas misiones europeas con la 
enseñanza del Derecho, y muy en especial del Derecho euro-
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peo, del que es un auténtico maestro como hoy ha quedado 
demostrado aquí. 

Desde 1986 al 2021, Francisco Fonseca es Alto Funcionario 
en varias instituciones europeas. Inicia su andadura como Ad-
ministrador en las Direcciones Generales de Presupuestos, y 
Administrador Principal en la Dirección General de Asuntos 
Económicos y Financieros. 

Se le ha de reconocer también una labor fundamental en dos 
grupos de pensamiento esenciales de la Unión Europea. Pri-
mero vinculado como Consejero a la célula de prospectiva del 
presidente de la Comisión Jacques Delors, del 89 al 94; y en la 
Comisión que preparo el Tratado de Ámsterdam, como Conse-
jero adscrito al Comisario Marcelino Oreja, del 95 al 99.

Jefe de Gabinete del Comisario Antonio Vitorino, responsable 
de Asuntos de Justicia e Interior, del 1999 al 2004, para ser 
posteriormente Director Responsable de Justicia y Derechos 
Fundamentales de la Dirección General de Justicia, Libertad 
y Seguridad, de la que fue posteriormente Director General en 
funciones del 2015 al 2016, y Director General Adjunto del 
2016 al 2018, cuando dicha dirección general se denominó de 
Justicia y Consumidores.

Mención especial merecen sus dos periodos como Director de 
la Representación de la Comisión Europea en España, del 2009 
al 2015, y del 2018 al 2021, donde fue el mejor embajador de 
la Unión Europea que hayamos tenido en España en toda la 
historia de la Unión, desempeñando una actividad impresio-
nante en la dedicación y en los logros alcanzados. Su labor de 
divulgación de lo europeo y la gestión de las interactuaciones 
de España con la Comisión Europea alcanzaron las mayores 
cotas de eficacia y de éxito. 
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En esa primera etapa de “embajador” de la UE en Madrid tuve 
el privilegio de conocer a Paco Fonseca, y de trabajar con él en 
múltiples proyectos y realidades comunitarias, compartiendo 
su manera de pensar y actuar, desarrollando complicidades, y 
tomando decisiones ilusionantes en cuestiones relevantes de la 
construcción europea. Por pudor y prudencia, omitiré una vi-
vencia conjunta en la sede que hoy nos acoge y que fue “un 
atentado” de parte de nuestro país para la consecución de uno 
de nuestros déficits más escandalosos en las metas del mercado 
único, y en el que la posición de España era la más retrograda 
y anticuada de la Unión Europea. Ya entonces me impresiona-
ron la maestría, el sentido común, y la flexibilidad con la que 
nuestro nuevo colega supero aquella situación de conflicto y 
“ofensa”.

Como se puede deducir de su hoja de vida, seis son las pala-
bras que atesoran el acervo intelectual del Dr. Fonseca: Europa, 
Libertad, Justicia, Seguridad, Consumidores y Finanzas, que 
se ponen de manifiesto de forma excelente en su discurso aquí 
presentado, en el que la dimensión financiera de la Unión se in-
cardina en su Estado de Derecho como garante esencial de los 
derechos y libertades de todos nosotros, con una integración 
magistral de nuestra condición de ciudadanos y consumidores 
al amparo de la justicia por encima de la política y de los polí-
ticos.

Del discurso de nuestro nuevo colega me han cautivado muy 
especialmente las dos citas que utiliza para iniciar su discurso 
y concluirlo, porque de ellas voy a extraer yo mis conclusiones, 
ya que del contenido jurídico ha quedado bien patente su cali-
dad y profundidad por lo aquí escuchado. 



257

discurso de contestación

Dice la primera cita: 

In memoriam de Jacques Delors, presidente de la Comisión 
europea de 1985 a 1994, y de Gil Carlos Rodríguez Iglesias, 
presidente del Tribunal de Justicia de la Unión Europea del 
1994 al 2003. “Por habernos abierto el camino a una economía 
social de mercado y una comunidad de derecho en la cual mercado 
interior y libertad de circulación solamente se legitima al servicio 
de las personas”.

Y concluye su disertación con una cita del Premio Nobel de 
literatura Bob Dylan, de una de nuestras canciones favoritas 
“The answer, my friend, is blowin’ in the wind, the answer in 
blowin’ in the wind”

Yo también tengo la costumbre de iniciar los capítulos de mis 
libros con una cita de un personaje famoso en la que trato de 
resumir en un jugo precioso extractado mi mensaje esencial, y 
he establecido la siguiente correlación entre las citas elegidas 
por el Dr. Fonseca y los mensajes trascendentes de su discur-
so, naturalmente tomando también en consideración sus argu-
mentos y conclusiones. 

De la primera cita podemos fácilmente concluir que la comu-
nidad de derecho o Estado de Derecho, y todas sus consecuen-
cias están en el centro del modelo económico, social y político 
de la Unión Europea, cuya expresión practica se concreta en el 
mercado interior y en la libertad de circulación, y que todo ello 
solo se legitima si está al servicio de las personas. 

Es esta condición humanista de poner al ser humano por de-
lante de todo lo demás lo que hace de la Unión Europea un es-
pacio de privilegio respecto de la dignidad de las personas y del 
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cuidado de sus sentimientos más profundos, lo que me resulta 
atractivo en medio de una multitud de razonamientos jurídicos 
sesudos y complejos. 

Ese rasgo característico de humanidad como línea maestra y 
columna vertebral de nuestra Unión es el más profundo y esen-
cial de cuantos valores integran la Unión Europea. Pero su de-
fensa resulta ardua y ni siquiera el Estado de Derecho “per se” 
es capaz de garantizarlo, pues muchas y graves son las agresio-
nes que recibe tanto del cuerpo interno de la Unión, como se 
ha puesto de manifiesto de forma precisa por el Dr. Fonseca; 
como por muchos de los agentes externos que interactúan con 
nosotros los europeos y nuestros mercados. 

Y es aquí donde aparece lo financiero como antídoto eficaz 
contra los abusos y desmanes que ponen en entredicho nuestra 
seguridad económica, política, y social. La utilización de las 
restricciones presupuestarias y las sanciones económicas en la 
consecución de Fondos Europeos de cualquier naturaleza de-
vienen en certeros factores limitantes del mal y garantes de es-
tabilidad y justicia.

Acierta plenamente, nuestro querido recipiendario, en el título 
de su disertación donde péndula de manera hábil de la política 
a la finanza, siendo esta última mayor garante que la primera 
del Estado de Derecho de la Unión Europea. Quizás sea por 
esto por lo que nuestra Real Corporación ha elegido a un eco-
nomista financiero como yo para esta replica. 

Dícese del mundo del dinero que todo lo puede y todo lo trans-
forma, y que la finanza es el único idioma universal que todas 
las culturas entienden y respetan, ya sea por temor, o por su co-
rrecto entendimiento y su honrada utilización. Y no podía ser 
menos la Unión Europa por muchos definida como la unión 
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de los mercaderes, que, mediante el mercado único y el euro, se 
garantizan estabilidad y prosperidad. 

En esta lección magistral de normas, condiciones, y tratados, 
incluye Fonseca, un concepto original de “caja de herramien-
tas” a la que le pone un subtitulo evocador “eppùr si muòve”, a 
pesar de todo se mueve. 

Explica nuestro nuevo colega las dificultades de defender el Es-
tado de Derecho con todo tipo de medidas legales, políticas e 
institucionales, para llegar a la conclusión de que solo con el 
daño material y financiero usado de forma coercitiva contra los 
infractores, la estabilidad y la justicia estarán mejor aseguradas, 
utilizando la “caja de herramientas” de un conjunto de medidas 
que a pesar de todo consigue que las cosas sucedan, “eppùr si 
muòve”.

Pero, aun con todo, lo más destacable del discurso del Dr. Fon-
seca es su conclusión sobre la necesidad de la ruptura de la regla 
de unanimidad para la imposición de las medidas reguladoras 
de la defensa del Estado de Derecho y su sustitución por un 
marco de mayoría cualificada que permita a la Unión doblegar 
a los estados “hooligans” que pisotean nuestros valores y dere-
chos, incluso desde dentro de la Unión. 

No puedo estar más de acuerdo en ello, porque el principio 
de protección nacional basado en el derecho de veto fue con-
cebido en una época de dirigentes políticos que tenían visión 
estratégica, altura de miras, palabra, y un principio de solidari-
dad inquebrantable; valores muy alejados del ADN de la clase 
política actual, y lamentablemente de forma bastante generali-
zada. Y es por ello por lo que, se hace imprescindible pasar a un 
mecanismo de mayorías y privar del derecho de veto a quienes 
no lo merecen, ni lo aprecian como un privilegio positivo, una 
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garantía de equilibrio entre iguales, y lo ven como una herra-
mienta de abuso de rufianes y bandidos de la política. 

Voy ahora con la cita de Bob Dylan, para ir entrando en el 
final de mi intervención. La respuesta, queridos amigos, está 
flotando en el viento, o lo que es lo mismo, la lleva la deriva 
del viento, un viento que nadie puede controlar, y quien sabe 
dónde la llevará…

Fonseca hace un análisis magistral, ya lo he dicho, elabora unas 
conclusiones potentes y convincentes, añade al final un senti-
miento de duda sobre la capacidad de la Unión de imponer el 
bien sobre el mal y nos deja con la evocación melancólica de 
Dylan en su maravillosa canción, icono de muchas generacio-
nes de seres humanos de la tierra, a los que siempre nos confor-
ta en las dificultades la capacidad de soñar sobre las soluciones 
que la providencia nos pueda traer o llevar, como el viento y su 
soplo. 

Pero, en esto amigos y colegas, no vamos a poder dejar que 
la respuesta nos la traiga el viento, puede estar flotando en el 
viento, pero el día que el viento se pare, caerá sobre nuestras 
cabezas en señal de reacción sobre las injusticias, los abusos, y 
la bajeza moral de quienes pretenden usurpar a los ciudadanos 
de la Unión de sus derechos y de la justicia reparadora y garante 
de nuestras libertades y valores. 

Creo firmemente en las capacidades de la sociedad civil euro-
pea, y en la española como parte integrante de ella, para ser 
valedores de nuestros principios inquebrantables de ciudada-
nos libres, a cuyo servicio están el Estado y sus instituciones, 
ya sean estas españolas o europeas, y no al revés como algunos 
pretenden. 
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Esas respuestas que están en el viento llevan a Enrico Letta, ex 
Primer Ministro de Italia, a optar por un atajo, proponiendo 
como apéndice de su reciente informe “Más que un mercado”, 
para la Comisión Europea, la creación del Estado Virtual Nº 
28 de la Unión Europea, con un original planteamiento de es-
tado digital al que puedan adherir libremente los ciudadanos, 
ya sea individuos o empresas europeas, con una normativa co-
mún, una fiscalidad única, y un mercado financiero digital uni-
ficado, con la única condición de renunciar a su jurisdicción 
nacional. “El sueño de una noche de verano”, algo tentador y 
estimulante para quienes con abnegación sufrimos los avatares 
de unas normas poliédricas, multiplicativas, y limitantes en la 
configuración europea actual de estados, regiones y ahora con 
la novedad de los estados plurinacionales, federaciones de esta-
do, y demás elementos disgregadores de los verdaderos objeti-
vos que trajeron causa de la Unión Europea primigenia. 

Más sencillo será que puedan adherir a ese Estado Virtual Nº28, 
ciudadanos y empresas de otros países de fuera de la Unión para 
poder operar con ella con unidad de acción, propósito y criterio, 
y ganar en eficacia y en resultados. Lo dejo aquí por no compli-
car demasiado la misión que se me ha encomendado, aunque 
veo dificultoso que los estados miembro actuales quieran apro-
bar esta novedad que puede vaciarles de contenido económico, 
aunque sea de forma merecida por la complejidad administrati-
va, y la ineficacia que tienen establecida como credo. 

Concluyo mi intervención evocando el lema que Francisco 
Fonseca pone de manera simpática al final de su curriculum: 
“Los viejos rockeros nunca mueren”, y lo hago para resaltar 
una faceta que me gusta mucho de mi amigo Paco Fonseca, 
que es su fino sentido del humor y su capacidad de superar las 
mayores adversidades y dificultades con palabras de distensión, 
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diversión y amistad. Una cualidad tan escasa, como extraordi-
naria entre los altos dirigentes, y que son siempre la antesala 
de buenas soluciones, paz y armonía. En efecto, Fonseca, es 
un viejo rockero con 35 años de buena música europea a sus 
espaldas. 

Enhorabuena, querido Paco, nuestra Academia se engrandece 
con tu presencia en nuestro seno, espero que esta sesión quede 
para siempre en las retinas de tu mujer Carmen, y de tu hijo 
Fran, para que esa razón vital de la que les haces responsables 
respecto de ti mismo sea siempre duradera e incansable, como 
tú mereces, y como hasta ahora. 

Muchas gracias a todos, he concluido.
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